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ADVERTENCIA. 



Las páginas de la Revista Jurídica van á ser llenadas esta vez 
por una obra de largo aliento debida á la pluma del etninenfe 
codificador de nuestro Derecho Civil, Dalmacio Velez Sarsfield, 
que, aunque muy conocida y justamente apreciada, viene á satis- 
facer una necesidad sentida en las letras argentinas, por la difi- 
cultad con que se tropieza para encontrar un solo ejemplar de la 
edición hecha el año 1871 bajo los auspicios del Dr, Luis 
V, Várela. 

La propiedad exclusiva de esta obra pertenece actualmente al 
tCentra Jurídico y de Ciencias Sociales*. 

El Dr, Luis V. Várela ha querido qtte eU Centro Jurídico* le 
reemplace en la tarea que se había impuesto ^de vulgarizar este 
libro, y con tal laudable objeto, ha cedido gratuitamente á este Cen- 
tro todos sus derechos sobre la referida obra. 

Resta únicamente á la Dirección de la Revista Jurídica, hacer 
público este acto de generoso desprendimiento, y agradecer al dis- 
tinguido jurisconsulto en nombre del * Centro Jurídico* ^ la honrosa 
tarea de que se hace cargo. 
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Publicamos á confimuición la nota dirigida al Presidente del 
t Centro Jurídico* por el Dr, Luis V, Várela: 



Buenos Aires, Abril 2 de 1889. 

Señar Presidente del <í Centro Jurídico y Ciencias Sociales*, 
Dr. D. Ramón J. Cárcano. 

Señor: 

Cuando nuestro eminente codificador del Derecho Civily Doctor 
Dalmacio Vélez Sarsfield, me cedió la propiedad literaria de su 
€ Tratado de Derecho Público Eclesiástico*, sabía bien qice no me 
inspiraban ideas ¿le lucro, al hacer la edición, hoy agotada, de tan 
notable trabajo. 

Quería salvar del olvido esas páginas y propagar sus sanas 
ideas en la juventud estudiosa. Hoy el < Centro Jurídico* me pro- 
p(me reemplazarme en la honrosa tarea, y al cederle á mi veja la 
propiedad perpetua de esa obra, me es ello tanto más grato cuanto 
que indirectamente contribuyo á consagrar un monumento más en 
honor de aquel maestro, que tiene tantos títulos al aprecio, á la 
gratitud y á la admiración de stis conciudadanos, 

Ptcede Vd., Señor Presidente, asegurar al <Centro Jurídico y de 
Ciencias Sociales* qus desde hoy la propiedad literaria del ^Trata- 
do de Derecho Publico Eclesiástico* con que ilustró nuestras letras 
el Dr. Velez Sarsfield, le pertenece en absoluto por cesión que le 
hace de sus derechos su consocio 

Luis V. Várela. 
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PROPIEDAD DE ESTA OBRA. 

Señor Dr. D. Luis V. Várela. 
Mi estimado Dr. Várela: 

He demorado la contestacióu á su cartita, en que me pedía 
el permiso para hacer una edición de mi tratado de Derecho 
Público Eclesiástico, porque tenía un compromiso .pendiente 
con la Universidad de Buenos Aires, á la que había ofrecido 
su propiedad, en el caso de que fuese declarado el texto de 
esa materia. 

Ahora acabo de recibir del Sr. Rector de esa Universidad, 
Dr. Gutiérrez, la carta que le acompaño, y, en consecuencia, 
desligado ya de mi anterior compromiso, hago á usted formal 
cesión de la propiedad de mi tratado de Derecho Público 
Eclesiástico, sin más condición que la de remitir, en mi nom- 
bre, cien ejemplares de la primera edición que usted haga, á 
la Universidad de Córdoba. 

Soy siempre su mejor amigo — 

Dalmacio Velbz Sarsfield. 
Buenos Aires, Julio 26 de 1871. 
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UTILIDAD DE ESTA OBRA. 

Señor Dr, D. Carlos J. Alvarez. 
Mi estimado Doctor: 

Voy á hacer una edición de la obra de Derecho Público 
Eclesiástico, escrita por el Dr. D. Dalmacio Velez Sarsfleld; 
pero antes de entregarla á la prensa, ruego á usted que, como 
Catedrático actual de esa materia en la Universidad de Buenos 
Aires, se sirva decirme al pié de esta, cuál es su opinión sobre 
la importancia de ese libro para los estudiantes. 

La recomendación del Catedrático, será la mejor garantía de 
la bondad del texto. 

Esperando su contestación me repito de usted 

Luís V. Várela. 
Despacho, Julio 27 de 1871. 



Señor Dr, D. Luís V. Várela, 

Estimado Doctor: 

He recibido la atenta carta de usted, en la que, al mani- 
festarme que va á hacer una edición de la obra de Derecho 
Público Eclesiástico, escrita por el Dr. D. Dalmacio Velez 
Sarsfield, me pide que, como Catedrático actual de esa materia 
en la Universidad de Buenos Aires, le diga cuál es mi opinión 
sobre la importancia de ese libro para los estudiantes. 
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No es sin rubor i^ue me permitiré decir algunas palabras 
sobre esa obra, atenta la inmensa distancia que existe entre 
mi insuficiencia j el reconocido talento y saber del ilustrado 
autor del Código Civil Argentino. 

El libro á que usted se refiere, Sr. Várela, ha sido juzgado 
ya de divei*sas maneras ; á la vez que para unos es inmejo- 
rable, para otros no es ni una obra de enseñanza, ni una obra 
de exposición teórica de principios, ni llena el objeto que se 
ha propuesto el autor de que sirva de manual á los hombres 
de Estado, á los prelados eclesiásticos y á los letrados. 

Este último sentir fué el del Redactor del Nacional, que 
me parece era el Sr. Mitre en la época de la aparición de 
ese libro. 

Yo no participo de estas opiniones, y así ni creo inmejo- 
rable la obra del Dr. Velez, ni tampoco me parece adolecer 
en tanto grado de los defectos que se le atribuyen. 

No la creo inmejorable, porque ella no es una obra de dere- 
cho público eclesiástico, como se dice, sino tan sólo de una 
parte del derecho público eclesiástico. 

Sabe usted perfectamente, Dr. Várela, que el derecho pú- 
blico eclesiástico debe comprender, á más de la disciplina 
exterior de la Iglesia y sus relaciones con el poder civil, el 
Derecho, por decirlo así, constitucional y administrativo in- 
terno de la sociedad cristiana. 

Esta última parte es la que falta á la obra del Dr. Velez, 
pues ella no trata de la constitución de la Iglesia, en general 
ni detalla su gerarquía de orden y de jurisdicción, ni su forma 
de gobierno, ni los derechos y deberes de la magistratura 
ni se ocupa por último, de las relaciones recíprocas de los 
fieles con sus pastores. 

Ni menos puede admitirse la obra de que nos ocupamos, 
como t'mco texto, en una clase de derecho canónico, puesto 
que falta de ella» todo el derecho privado, y por consiguiente 
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el trattido de mütrimoaio; tan indispensable bajo el puot^de 
vistti civil. 

No sigo tampoco la opinión dé que í»olo hayu déffictos^ eti' 
dicho libro. 

Las faltas de formas expositivas y didácticas son de pl^a 
importancia para aln-ninos de tercero y cuarto año' de juris- 
prudencia, cuya inteligencia educada, y cuyo hábito de e«tu^ 
díar los códigos, los preparan para prescindir sin incDnrenienta* 
dé ellas. 

Hay, sí, en la obi^= del Dr. Vefez, algunos puntos de doc- 
trina, algunas apreciaciones que no me parecen exactas, pero, 
esto no inln\bilita para ser libro de texto, puesto que el pro*^ 
fesor puede, oralmente hacer, en la aula, las rectificaciones! 
que juzgue oportunas. 

Hechas las observaciones que anteceden, me contmeré más- 
especialmente al punto que usted se sirve consultanne. 

Mi ilustrado antecesor en la cátedra de Derecho Canónico, 
limo. Obispo de Aulón, Dr. Aneiros, en un extenso juicio 
crítico que dio á la prensa, sobre el Derecho Público Ecle- 
siástico del Dr. Velez, en la época de su aparición, trae tes 
siguientes palabras, que reproduzco por expresar también mí 
opinión al respecto: 

« Mirada, dice, esta obra como un monumento histórico de 
« legislación canónica hispano - americana, es de un mérito- 
«singular. Fuera de esto, miéntru's la legislación no varíe, y 
« para el caso en que esa variación trate de realizarse, lía 
> obra de que hablamos será sobréiftanem útil. Toá& el qti& 

< entre nosoti^os pretendiese estudiar el derecho cdnómco, (mi^iíe 
^fefiga el mef&r autor, si prescinda de esa legisl(uv6n especiad d/& 

< América, perderá mudio tiempo^ eapofiiénéhse á metirritén grtp- 

*La obra: (fef Dr: Velteí, continúa, efí la parM de* Béréchíi^ 
«ííaíríótófeiír quéf abraía, cOñtaette todo eso (Iw l^islaítídtt eaiió^ 
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< nica americana) desde su origen hasta la actualidad, y lo 
« contiene reunido como no se halla en ninguna parte. Ha sido 

< necesario para esto un trabajo ímprobo y ua caudal de cono- 
ccimientoS; poco común.» 

En resumen, Dr. Várela, creo la obra del Dr. Velez útilí- 
sima é indispensable en una clase de derecho canónico, sin 
aceptarla como único texto, y salvando ciei'tas apreciaciones y 
puntos de doctrina. 

La tomaré por consiguiente, como texto de mi aula, en la 
parte del derecho canónico, á que se refiere, con las salvedades 
que dejo consignadas. 

Y con tanto mayor placer la aceptaré como texto, cuanto 
que, en mi opinión, es tiempo ya de que la enseñanza del 
Derecho Canónico salga del terreno extrictamente eclesiástico, 
para pasar á ser un estudio de legislación comparada, entre 
el derecho de la iglesia y el de la sociedad civil : haciendo 
ver los puntos de contacto que los unen, la mutua influencia 
de uno sobre otro : el auxilio que ambos se prestan, y el rol 
eminentemente civilizador que la legislación eclesiástica, ha 
desempeñado en las modernas sociedades. 

Es necesario hacer, en lo posible, de esta materia un estudio 
de aplicación práctica, para darle una mayor novedad y com- 
batir la errónea idea que, de algán tiempo á esta parte, se ha 
generahzado, principalmente entre los estudiantes, de la inuti- 
lidad del cultivo del derecho canónico. 

Dejando así contestada su carta, me repito su afectísimo 
y 8. 8. Q. B. 8, M. 

Carlos José Alvarez. 

S0«vdio, JuUo 28 de 1871. 



Digitized by 



Google 



— 12 - 

Señor Dr, D. Ltiis V. Várela, 

Mi estimado Doctor: — En lo« diversos juicios que se han 
dado por la prensa sobre mi obra de derecho público ecle- 
siástico, se dice que ella es incompleta para que sirva de 
texto en la aula de derecho canónico, porque le faltan mu- 
chas materias que debía coiní)render. 

Este juicio [)rocede de no observar el título que lleva la 
obra. Yo no me propuse escribir sobre el derecho canónico. 
Solo escribo sobre derecho publico eclesiástico; y de este vasto 
y diverso asunto, escribo solo las ref aciones del Estado con la 
Iglesia en la América Españolea, que á mi juicio es lo único 
que debe enseñarse á los jóvenes. En esa materia no fiílta 
ciertamente capítulo alguno; pero el que crea que en mi obra 
va á encontrar derecho canónico, es decir los cánones de la 
Iglesia sobre todas las materias que comprende el cuerpo de 
derecho canónico, está muy equivocado porque repito sólo me 
había propuesto escribir, de las relaciones del Estado con la 
Iglesia. 

En varios libros que tengo á mano veo estos títulos Dere- 
cho Comercial, y una segunda línea dice, de la letra de cambio 
(Bedarride) así, pues, del derecho público eclesiástico sólo trato 
las relaciones del Estado con la Iglesia. 

Mi obra no sirve, pues, para estudiar el derecho canónico^ 
derecho puede decirse acabado que sólo sirve hoy en alguna 
de sus partes como matrimonio, sacramentos, etc. 

El Sr. Catedrático de la aula de derechí» canónico, dice que 
falta el tratado de la^ gerarquías eclesiásticas y yo no he ol- 
vidado para mi objeto ninguna de ellas. Digo como se convoca 
un concilio general, quiénes votan en él y que sus decisiones 
sólo obligan cuando la ley civil lo publica y lo manda tener 
por ley del Estado como se vé ordenado en la ley recopilada 
protnulgada por Felipe II respecto del concilio tridentino. 
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Trato también de los concilios Nacionales, Provinciales y 
Si nodos Diocesanos. 

Expono^o extensamente las limitaciones que tiene hoy el po- 
der de los Sumos Pontífices en el nombramiento de Obispos 
y Arzobispos de sus bulas ó rescritos, de su jurisdicción con- 
tenciosa, que no existe para América. 

Trato de los Nuncios Apostólicos, y de los Vicarios Ponti- 
ficios en América que sólo pueden ser ministros públicos de. la 
Corte Romana sin autoridad ninguna en nuestras Iglesias, 
contra la costumbre, diré así, de nuestros Obispos que les reco- 
nocen facultades Pontificias con mengua de los derechos de 
los Obispos. 

Digo que en América no hay patriarcados ni primados. 

En fin, no queda gerarquía alguna en la Iglesia de la que 
yo no trate en mi obra, exponiendo el derecho especial que 
siempre rigió la América Española. 

Enseño como han sido fundadas las Catedrales de América, 
y la autoridad de sus capítulos tan diferente de las de Europa; 
y no trato de las obligaciones de cada canónigo como se vé 
en los libros de derecho canónico escritos en Europa. 

Trato estensamente de los Tribunales eclesiásticos, cuyo ori- 
gen y constitución actual es tan diferente de las constituciones 
que rijen los tribunales eclesiásticos de toda la Europa. 

Ni una palabra digo sobre las obligaciones de los Obispos, 
de los Curas, ni de los Sacramentos de la Iglesia, derecho 
canónico privado, que verdaderamente no se observa en su 
mayor parte. 

Así, pues, señor Várela, para que se forme uu juicio exacto 
sobre mi obra, repito á usted que jamás me propuse escribir 
sobre el derecho canónico, sino sobre una cosa muy diversa. 
Las relaciones del Estado con la Iglesia en la América Española, 

Dalmacio Vblbz Sarsfibld. 
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PRÓLOGO. 



Los Reyes de España, desde el primer día del descubri- 
miento fie la América, prescindieroD, con a<?entimiento de los 
Sumos Pontífices, de la obscura é incierta legislación que 
gobernaba las iglesias de la Europa, y tuvieron el valor de 
aceptar un nuevo sistema claro y positivo pam el régimen 
de las Iglesias del- nue\'0 mundo, del todo diferente de la 
antigua legislación canónica y civil que tantas cuestiones 
había traído con la Corte Romana. Pero no cuidaron de 
formar de esas leyes, ni de los nuevos usos y costumbres, un 
cuerpo de derecho, y las dejaron exparcidas en diversos có- 
digos y en mil cédulas y órdenes para los Vireyes y Au- 
diencias particulares. 

No conozco tampoco libro alguno que, apoyado en la auto- 
ridad de la Ley civil, determine y fije las relaciones del Estado 
con la Iglesia en la antigua América Española. Las obras 
de derecho público eclesiástico escritas para Europa, las leyes 
mismas por las que se gobiernan aquellas iglesias, nada 
pueden enseñarnos, porque ninguna semejanza tienen con el 
derecho Pontificio, ó con el derecho administrativo que ha 
gobernado las iglesias de América. Para suplir esta falta he 
hecho este trabajo que puede servir de Manual á los encar- 
gados del Gobierno del Estado, á los Prelados eclesiásticos, 6 
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á los Letrados que puedan ser llamados al cousejo de uno 
ú otro poder. 

Sentado este antecedente indispensable de la legislación 
actual, sería también más fácil la reforma de muchas de esas 
leyes creadas para otro tiempo, para otra sociedad y para otro 
Gobierno. En el último capítulo indico los principios de una 
nueva ley de patronato, y las reformas más precisas en el 
derecho público eclesiástico, que nos legó la legislación Es- 
pañola, ahora que los Gobiernos no pueden empeñarse, como 
los antiguos Reyes, en participar del Pontificado de la Religión 
y que sólo deben tratar de obtener para los pueblos los 
beneficios que les prometeu las grandes instituciones de la 
Iglesia. 
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DERECHO PUBLICO EOLESIÁSTICO, 



CAPÍTULO I. 



Origen de los derechos de los Soberanos de América en el 
Gobierno de las Iglesias del Nuevo Hundo. Legislación 
excepcional que los ha determinado. 

Los poderes singulares que los Reyes de España ejercieron 
en el Gobierno de las Iglesias del Nuevo Mundo, tuvieron 
su origen en las grandes y extraordinarias circunstancias 
que el descubrimiento de la América crió para la cabeza 
de la Iglesia y para el Jefe del Estado. Los Monarcas de 
España tomaban posesión de la América implorando el títu- 
lo del Pontífice Romano y reconociendo como su primer 
deber y su principal objeto en la conquista la propagación 
de la Religión Católica en el Mundo hallado por Cristóbal 
Colón. Las tierras descubiertas eran habitadas por infieles, y 
no se encontraba en ellas rastro de haberse alguna vez pre- 
dicado el Evangelio, ni oídose el nombre de Jusucristo. Su 
extensión era desconocida é inconmensurable. La bandera 
Española .recorría uno y otro mar desde Méjico al Río de 
la Plata, y no se hallaba término al continente, ni se po- 
dían contar sus dilatadas y numerosas Islas. En esta singular 
y grande escena el Soberano de la Iglesia apareció con toda 
la prudencia que los sucesos le exigían, dispuesto á sacri- 
ficar los principios y usos de las circunstancias regulares al 
gi'an pensamiento que ya veía realizado de dar á la Reli- 
gión un Nuevo Mundo. El Pontífice Romano nada podía 
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por sí en este inmeuso territorio; ni tenía los medios de 
establecer en él las instituciones necesarias para la propaga- 
ción de la Religión; ni aún era posible que una órder 
suya Uegam sin que le trajera una costosa expedición. La 
provi'lencia abría cada día nuevos teatros de acción. A una 
vasta región sucedía un Imperio poderoso de límites incal- 
culables. Los fieles y Sacerdotes únicos que llegaban, tenían 
que seguir la dirección que les diera la Corte de España ó 
el Capitán á q^e estabac subordinados. Santo Domingo se 
despobla por el rico Imperio de Méjico. Los cristianos esta- 
blecidos en Costa Firme corren muy luego al Perú, y desde 
allí, nueva emigración, nueva conquista van en mucha parte 
á sentarse del otro lado de los Andes. No era posible, pues» 
que la Silla Apostólica creara los Obispados ó estableciera 
régimen alguno eclesiástico coa independencia del poder 
temporal; ni podía exigirse á los Reyes de España que per- 
mitieran venir al nuevo territorio otros subditos que los su- 
yos, ni criar un poder eclesiástico entonces de tanto presti- 
gio que le fuera extraño é independiente en medio de los 
celos que la Bula de donación había hecho nacer en las 
potencias de la cristiandad. 

Todo, pues, obligaba á salir del camino común que había 
seguido la Corte Romana en las Naciones Católicas. Un nuevo 
derecho eclesiástico debía nacer para gobernar á un Nuevo 
Mundo cuya conquista no podía separarse de la predica- 
ción del Evangelio. Ambos se servirían de elementos mutuos. 
El poder temporal fundaba el dominio de la América en 
las concesiones Pontificias: excusaba sus crímenes con el 
alto fin que guiaba sus pasos; mientras que la Iglesia sólo 
podía hacer llevar la cruz por soldados Españoles; ni tenía 
oia-os templos que los que el conquistador erigiera; ni ellos 
ni me Miaistros podían eooservai-se si no los defeodía ^1 
Boterano d^ J&stedo. 
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La España entera, por otm parte, se preparaba para esta 
inmensa cruzada que debía despoblar su territorio. La mi- 
licia española que acababa de conclirir las conquistas de 
<Jranada j rencer él nombre de Jesucristo á los Sectarios 
de Mahoma, aceptaba con fanatismo los nuevos sacrificios 
que le exigía la conversión del Nuevo Mundo. Carlos V 
era también entonces el Soberano más poderoso de la Eu- 
ropa, el único capaz de tentar establecer el cristianismo en 
el Mundo que en embrión legaba la Reina Isabel alas ge- 
neraciones venideras. El Papa, pues, por una conveniencia 
de primer orden, por la conversión de millones de hombres 
á la verdadera religión; por acíbar la idolatría en la mi- 
tad del universo, por adquirir este presente que la provi- 
dencia le mostraba, y dar á la Iglesia católica generaciones 
sin fin que las siguieran y defendieran; por premio al So- 
berano que se encargaba de una obra superior al poder de 
los siglos, como lo había mostrado el África y el Asia, y 
que aceptaba la misión con sólo sus subditos y recursos 
propios, el Papa, digo, por intereses tan positivos y tan gran- 
des descargó sus deberes en los Reyes de España y les 
encomendó y libró á su cuidado el establecimiento de la 
Religión Católica en las Islas y Continente descubiertos, y 
que se descubriesen en adelante. 

Era consiguiente á tamaña delegación no limitar al con- 
quistador con reservas que paralizasen su acción. La empresa 
exigía acabar toda cuestión con los Reyes y los Papas. Lle- 
gaba la ocasión de fijar las facultades de uno y otro poder 
en «1 nuevo universo cristiano; no llevar á él las disputas 
eternas de los canonistas españoles y ultramontanos, y con- 
cedía á los lle|f«6 Católicos, aunque fu«ra como privilegio 
af>06tólico, aquellas feonltades que ellos aclamaban en Esa- 
ropa o&tsíO <}epe6h6s propios. La excepción no parecía enton- 
ces de consecuencia, ó tenía fundamentos de nn orden 'pues- 
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rior. Tal vez el Pontífice no creyó que iba á perder su 
primarlo de iurisdiccióo contenciosa en el Nuevo Mundo y su 
derecho reconocido á la provisión de beneficios eclesiásticos 
iguales ó mayores que los de Europa; tal vez no creía que 
al cabo de tres siglos poblarían la América naciones podero- 
sas que habían nacido y se habían formado con otro derecho 
público eclesiástico, con otro derecho canónico privado. ¿Y 
qué eran en efecto los privilegios Pontificios respecto á terri- 
torios poblados de idólatras en los cuales la Iglesia no tenía 
ningún poder actual cuando llevaban la condición de con- 
quistar Imperios poderosos y establecer en ellos la Religión 
Católica? 

Los Reyes de España cumplieron por su parte el encargo 
de la Sede Apostólica aun más allá de lo que podía exigir- 
seles. En muy pocos años los ídolos de los Imperios del Perú 
y México vinieron al suelo; sus templos fueron abatidos; 
una cruz plantada en los desiertos era el símbolo de la con- 
quista y de la nueva religión. Vinieron Apóstoles que no 
habían tenido iguales en los siglos pasados. El Evangelio, en 
fin, fué predicado desde la Misión del Volcán al Sud de 
Buenos Aires hasta las Costas de California, (1) obra inmen- 
sa incomprensible, y que parecía superior á los esfuerzos 
de la España. En todas partes se levantaban Iglesias y Con- 
ventos, se bautizaban millares de naturales, y pasado un si- 
glo estaban ya erigidas Catedrales é Iglesias metropolitanas 
perfectamente dotadas y servidas desde Méjico al Río de la 

(1) Toda la América Española desde el extremo Norte de México 
hasta la Costa Patagónica estaba al fin del siglo pasado dividida en 
cuatro grandes Diócesis Arzobispales, cuya Metrópoli eran México, 
Santa Fe, Lima y Ohuquisaca. El Arzobispado de México tenía por 
sufragáneas nueve Sillas Episcopales, el de Santa Fe, tres; el de 
Lima, ocho; y el de la Plata, cinco. 
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PtetJR. La América aüh vio en su suelo los Santos Tribuna 
les Ho la Inquisición establecidos en Méjico, Cartajena y 
Lim i, y ni faltó la Bula de la Cruzada, por la cual millares 
de Indios tomaban, diremos así, el hábito de los conquista- 
dores de Jerusalén. Estas eran las doctrinas y usos de aquel 
tiempo, las que tenía recibida la Europa, y fuesen ellas 
buenas ó malas, los Reyes de España, decimos, predicaron é 
impusieron su religión á todo el Nuevo Mundo: fundaron 
y dotaron Iglesias, Catedrales y Parroíj niales, les dieron la 
disciplina Romana, mandaron á presidirlas los más ilustres 
Obispos y Arzobispos; y en poco tiempo cubrían el territo- 
rio Templos, Iglesias, Conventos, Hospitales, etc. La Silla 
Apostólica hallaba así otro mundo convertido del paganismo, 
mundo enteramente nuevo, en el cual ni un solo rito qu<í- 
daba de su antigua religión! Todas las esperanzas de los Su- 
mos Pontífices se habían realizado. Estaba alcanzada la vic- 
toria más grande de que en quince siglos hubiera podido 
gloriarse la Iglesia, si el conquistador al abatir los Dioses del 
Paganismo, no hubiera también exterminado bárbaramente 
los hombres y asolado la América. 

Desde entonces las relaciones de la Iglesia con los Sobe- 
ranos de la América debían ser tan singulares, como que no 
tenían precedentes en las leyes ni en los usos ó costumbres 
eclesiásticas. No había posesión de ningún derecho; no había 
concordatos, ni jamás se había legislado para países tan re- 
motos, ni para caso tan extraordinario. 

El derecho antiguo no podía acomodarse á las autoridades 
eclesiásticas del nuevo territorio; y desde el primer día fué 
necesario apartarse de los principios y doctrinas más comu- 
nes, en términos que puede decirse -con toda seguridad, que 
no hay ley Española ó Bula Pontificia para Europa respecto 
al patronato de las Iglesias, á las reservas apostólicas, á la 

provisión de los beneficios de todo género, que no esté dero- 

3 
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gada por otm Bula para América; por otms leyes ó cédulas 
para Indias. 

Así fueron las instituciones con que nacimos, y no puede 
exigírsenos que volvamos sobre los derechos originarios de 
los Papas, de los Reyes y de los Pueblos. Harto tiempo la 
Europa entera ha sido teatro y víctima de las disputas ca- 
nónicas. Ninguno de los poderes venció: y hasta principios 
de este siglo se vio al Pontífice de Roma luchar inexorable 
con todo el poder de Napoleón por defender facultades de 
que sin reparo alguno se había desprendido la Silla Apostó- 
lica en las Iglesias de América. Las concesiones y privilegios 
Pontificios á los Soberanos de las Indias ise convirtieron 
luego en leyes civiles por las cuales la América se ha regido 
desde la creación de la primem Catedral. ¿Por qué volve- 
ríamos á la Europa, á la Edad Media á pedirles sus princi- 
pios, á discutir su historia eclesiástica, á no tener punto de 
partida, si perdemos la posición actual, nosotros de una exis- 
tencia cristiana sin ejemplo, nosotros que formamos uca 
Nación Católica con leyes especiales, leyes que han acabado 
las antiguas dificultades y cuestiones, y han fijado los dere- 
chos todos que se disputaban los Reyes y los Papas? La ley 
civil nacida, diremos así, de la misma Corte Romana, debe 
ser, pues, la única regla para los Gobiernos de Amér ca. El 
Magistrado, el Jefe de la Nación, no puede tener otra con- 
ciencia moral que la que le den las leyes de su país. Que 
no se nos arguya entonces con los derechos originarios de 
los Pontífices, si tenemos otros derechos constituidos con 
asentimiento de ellos. Que no se nos cite ordenación alguna 
Apostólica, ni concordato con los Soberanos de Europa, ni 
leyes de España, ni doctrinas, ni libros que no hayan sido 
escritos expresamente para América. Colocados en un mundo 
nuevo, en el rigor de la palabra, tenemos leyes singulares, 
tenemos breves y bulas Pontificias exclusivamente para Amé- 
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rica; tenemos un Derecho Público Eclesiástico, una legislación 
civil completa y acabada que abraza en sus resoluciones 
positivas la administración y gobierno de las Igesias del 
Nuevo Mundo. 

No podrá decirse que esas leyes eclesiásticas y civiles fue- 
ron para un tiempo excepcional que ha pasado ya, regalías á 
Soberanos, como ellos profanamente las llamaron, que se en- 
cargaban de conquistar, poblar, y convertir al cristianismo 
regiones desconocidas. Esa consideración sería de algún peso, 
si ellos formaran un derecho impuro diveijente de los Cáno- 
nes: si nacieran de principios, ó dieran lugar á inducciones 
contrarias al derecho divino ó al derecho eclesiástico, ó si 
presentaran un ejemplo que desvirtuara la autoridad de la 
cabeza de la Iglesia, ó si fuera un derecho adquirido contra 
el derecho común que debiese regir en territorios como los 
de América. Acaso ellos no son sino la resolución práctica 
de antiguas disputas conónicas: un medio preciso para que 
los poderes eclesiástico y civil marcharan uniformes en esta 
parte del universo tan lejana de la Silla Apostólica. La sin- 
gularidad de las leyes eclesiásticas para América no ha 
sido tanta como la de las cuestiones de los antiguos Pa- 
triarcas del Oriente. No tenemos excepciones que desnatu- 
ralicen las cosas como las Iglesias de Sicilia en la misma 
Italia donde el Soberano siempre fué Delegado Apostólico con 
jurisdicción para decidir toda causa espiritual. La Iglesia 
de América tampoco presenta como las de Alemania Sillas 
Episcopales en diverso número bajo de un solo prelado; ni 
hemos tenido ni tendremos Obispos ni Arzobispos, príncipes 
temporales con numerosos subditos bajo su Imperio: ni hemos 
profesado las libertades de la Iglesia Galicana, oríjen de tantas 
cuestiones y cismas hasta el siglo presente. La Iglesia uni- 
versal ha variado y ha debido variar y diversificar las leyes 
para su gobierno y administración según lo exigieran las 
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necesidades de los pii;ei)los, sus costumbres, la distancia en 
qne se hallen de la Santa Sede, y mil otros elementos de 
su ser político y cristiano. Ella no tiene ni ha debido dar- 
se una legislación normal en la materia sin consideraci(hi 
alguna á la Sociedad Católica que debiera regir. Los Cá- 
nones de los Concilios jenerales conservando los principios 
bajo cuales está cimentada, le han trazado el camino por 
donde ha conducido alas Iglesias particulares de América aco- 
modándose en sus leyes humanas y en su disciplina al esta- 
do y necesidades de la Nación. Esas constituciones por 
las cuales son gobernados, nacieron con el pueblo cristiano, 
lo siguieron en su desenvolvimiento en sociedades regu- 
larizadas, y tendrán siempre un principio de justicia y 
de razón en el territorio mismo, en su extensión y pobla- 
ción, en su distancia de la Silla Apostólica; y en las funcio- 
nes y autoridad con que siempre será preciso investir al 
clero para la continuación del movimiento religioso que re- 
cibió la América desde el día de su descubrimiento. 

Sin embargo, el tiempo que ha corrido, las nuevas costum- 
bres, y el resultado que han dado muchas de esas leyes en el 
gobierno de las iglesias, exijen diversas modificaciones en ellas 
cuando ya es también otra la influencia del poder eclesiástico 
y no pueden temerse los males que quisieron evitar en los 
pueblos de América. Después de esponer el derecho positivo 
que fija las relaciones del Estado con la iglesia, indicaremos 
en el áltimo capítulo las reformas que la justicia y las conve- 
niencias de la iglesia como las de los Gobiernos demandan 
imperiosamente. Ellas corresponden exclusivamente al poder 
político sin necesidad de nuevos acuerdos con la Santa Sede. 
El debe restituir á la iglesia aquellas facultades que los Su- 
mos Pontífices le concedieron en tiempos muy diversos, y 
limitar su poder á lo que sea extrictamente necesario á la 
conservación del orden público, dejando á la Sociedad Cató- 
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lica y al poder eclesiástico la acción que le es precisa para la 
dirección del pueblo cristiano. 



CAPÍTULO 11. 

Vicario Apostólico de los Reyes de España. 

Luego de descubierta la América, los Soberanos de España 
ocurrieron al Sumo Pontífice por un título de las tierras des- 
cubiertas y que se descubrieran en adelante. El Pana Ale- 
jandro VI se los dio por su Bula bien conocida de 1493, y 
en ella les encargó que mandaran al Nuevo Mundo varones 
íntegros é ilustrados para propagar la religión é instruir en 
ella á los naturales y á los que fuesen á morar allí, sirviéndose 
al efecto de todos los medios que estuviesen á sus alcances. 
La Bula dice así: — «In super mandamus vobis ut ad Térras 
«Firmas et ínsulas praidictas viros pr»bos et Deum timentes, 
« doctos peritos et expertos ad instruendum Íncolas et habita- 
* tores prsefactos in Fide Católica, et bonis moribus inbuen- 
« dum destinare debeatls, omnem debitam diligentiam in proe- 

< missis adhibentes. » Esto en verdad importaba una omnímoda 
delegación que estaba en las facultades del Pontífice, por la 
imposibilidad en que de otra manera se hallaba la Silla 
Apostólica en regiones tan lejanas y desconocidas. Los Reyes 
de España desde entonces se creyeron Vicarios Apostólicos, 
facultados para ¿1 gobierno temporal y espiritual de las Igle- 
sias de América. Así lo demostrarán los hechos, las costumbres 
y usos que nacieron, las leyes que dieron, y la autoridad de 
prelados y jurisconsultos (tel primer crédito que escribieron 
6obre la materia. 

« Al principio de la conquista, dice ei 8r. Soiorzano, se 

< encargaba el cuidado de catequizar á los Indios á cualquiera 
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«Sacerdote que se hallaba. Éstos hacían el oficio de Curas 
«de Espafioles é Indios, sin obtener, ni aún pedir licencia á^ 
« los Obispos, porque aún no los había, y todo esto se gober- 
« naba y pendía de la dirección, administración 6 nominación 
«del Rey, ó de aquellos que hacían sus veces, en virtud de 
« Ifx comisión y delegación que para ello tuvo de la Silla Apos- • 
« tólica, > (1) Ni podía ser de otra manera, cuando los con- 
quistadores se habían lanzado en tierras desiertas ó Imperios 
de infieles, é iban á establecer las primeras Iglesias. 

Lo mismo sucedía en los Obispados. El Rey designaba los 
límites de ellos, y los conformaba á la división política sin 
anuencia ni noticia alguna del Pontífice, lo que sin duda no 
creía poder hacer en los Obispados de España. 

Nombraban un Obispo y lo presentaban al Papa; pero en 
el entretanto ordenaban á los Cabildos que le entregaran el 
gobierno del Obispado; y así se hizo siempre desde el prin- 
cipio de la conquista hasta que acabó en América el poder 
español. Los Pontífices lo veían, lo consentían, y los Cabildos 
eclesiásticos obedecían siempre órdenes semejantes. 

Toda causa entre los Obispos, los Curas, los Canónigos y 
Dignidades sobre sus beneficios, ó sobre la capacidad canónica 
para obtenerlas, la decidía sólo el Soberano de las Indias, 
aunque se mirara como cosa espiritual, y entre personas del 
fuero eclesiástico. 

En sus Cédulas para América se repitió mil veces que 
obraban en virtud de las facultades que el Rey tenía de la 
Silla Apostólica. En una de 5 de Mayo de 1581 se dice así: 
« porque entendiendo la obligación que tenemos de proveer 
« que esos Reinos y provincias de las nuestras Indias sean bien 
« regidas y gobernadas en lo espiritual. » (2) 

(1) Tomo 2.*, pág. 122. 

(2) Frajso en el cap. 25. 
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En las instrucciones que se daban á los Virreyes siempre se 
ponía esta cláusula : < Y porque la gobernación espiritual de 
«aquellas provincias toca principalmente á aquellos prelados 

< á quien se lo encargó con lo cual descargo mi real concien- 
« cia. » (1) El Rey, pues, encargaba á los prelados eclesiásticos 
el gobierno espiritual de las Iglesias de América. 

Los primeros prelados que se nombraron para el Nuevo 
Mundo antes que se erigieran Catedrales y Obispados, lo fue- 
ron exclusivamente por el Rey de España en virtud de la 
delegación que tenía de la Santa Sede. Carlos V había pedido 
al Pontífice que pasasen á América religiosos mendicantes 
para la propagación del Evangelio, y el Papa Adriano VI en 
su Bula de 9 de Mayo de 1522 ordenó que todos los men- 
dicantes nombrados por sus prelados que quisieran pasar á 
las Indias, lo pudieran hacer siempre que fuera del agrado 
del Rey ó de su Consejo. Deja á la voluntad del Rey de- 
signarlos, y ordena que los prelados de dichos frailes tengan, 
ellos, ó las personas á quienes nombren, tanto respecto á los 
mismos religiosos, como respecto á los Indios y á los demás 
Cristianos, la omnímoda autoridad Pontificia en uno y en 
otro fuero, y tanta cuanta ellos juzguen oportuna, y que ella 
se extienda á todos los actos episcopales que no requieran 
la orden episcopal (2) Este fué el primer Gobierno de la 
Iglesia Católica en América. Como el Rey designaba los 
frailes que habían de venir y el que los había de gobernar, 
se decía vulgarmente que el Rey nombraba el Legado Apos- 
tólico de América. Fray Antonio Desa, hablando de esta 
Bula en el capítulo 10, dice : < En virtud de estas letras apos- 

< tólicas y Patentes del Ministro General en el Nuevo Mundo 
<á Fray Martín de Valencia.» 

(1) El mismo lugar citado. 

(2) Morelli, orden 87. 
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Esto ya había sucedido eo las tierras descubiertas por los 
Reyes de Portugal. El Pa^a Calixto III por su Bula de 7 
de Marzo de 1456 confirmando la de Nicolás V de J454, 
copcedió á la orden de Cristo la omnímoda jurisdicción ordi- 
naria espiritual, el dominio .y potestad de las cosas espirituales 
desde el Cabo Bojador por toda la Guinea, hasta las ludias 
Orientales, facultando al Gran Maestre de ella para conferir 
todos les beneficios eclesiásticos de cualquier género que fue- 
sen. (1) Este Vicariato xipostólico de la orden de Cristo duró 
hasta Juan III, que erigió la primera Iglesia Catedral en la 
Isla de Madera. El Rey de Portugal fué el Gran Maestre de 
dicha orden, y así sucedió que Felipe III, Rey de España, á 
pesar que estaban constituidos los Obispados, alegó que como 
Gran Maestre de la orden de Cristo le correspondía el nom- 
bramiento de Curas por delegación de la Silla Apostólica. 

Los Sumos Pontífices no descuidaron dar á los Soberanos 
de España las regalías que habían concedido á la Corona de 
Portugal. Puede decirse que éste fué su primer acto. Así que 
supieron el descubrimiento de América, Alejandro VI por su 
Bula de 1493 que comienza <eximi8e> concede á los Reyes 
de España en el Nuevo Mundo, todas las gracias, privilegios, 
excepciones, facultades, libertades, inmunidades, etc., etc., con- 
cedidas á la Corona de Portugal. (2) 

Decimos que los prelados más eminentes, que los juriscon- 
sultos más sabios de la España han reconocido el Vicariato 
Apostólico de los Reyes en las Indias. El Padre Fray Luis 
Miranda publicó en 1612 en la ciudad de Roma su obra 
Manual de prelados, y la dedicó al Papa Paulo V. Hablando 
en ella del f)oder de los Reyes de España para el Gobierno 
espiritual de las Iglesias de América, dice: Et dico quot su- 

(1) Morelli, orden 6. 

(2) Morelli, orden 11. 
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pradidi reges Hispaniarum non id fdciunt sua auctorUate $t 
potestate ordinaria, ut pote qui compertum haheant quod ipsa de 
per se non se extendü ad spiritualia, et qiu)d rerum omnium spi- 
riiualium dispositio tanfummodo ad Romanum spectat Pontificem: 
sed faciunt id ex delegatione et especíale commisiom eorundem 
Romanorum Fontijicmm, qui attendenfss ad spirituale augmenium 
fidélium existentium in Ulis partibm, supradictos Reges, suos 
Legatos, et commisarios, fecerunt adqui constituerofd et dominia 
illqrum Regnorum illis concesserunt cum plenaria potestate admi- 
nistrandi in ipsis, et disponendi non solum temporalia, verum 
etiam spirittudia ad supradictum finen, (1) El Papa aceptó el 
libro y la doctrina. 

El Padre Fray Juan Bautista, tan conocido por sus escritos, 
hablando de las Iglesias y privilegios de la orden de San 
Francisco en América, dice así : Unde hoc privilegium et indulr 
tum nom tam ad ipsos mendicantes pertinent quam ad Regem 
Catolicum qui ex speciali induUo Alexandri Sexti et aliorum 
Pontifidum, Legatum Aposiolicum in his terris agit ad quem per- 
tinent de idoneis MiniMris quos voltierit et sibe visum fuerit, pro^ 
videre. (2) 

El Padre Juan de Silva, uno de los primeros escritores de 
América, dirigiéndose á los Reyes de España, les dice : < Por 
«cuanto en aquellos Estados (de Indias), fuera de ser rey 
«en lo temporal, como en estos de Castilla, por la común 
< manera de Monarquía, es Vuestra Mágestad patrón, procu- 
«rador, y como legado de todo lo espiritual que fué el fin 
« que llamó el celo y la cristiandad de los Reyes Católicas 
«á conquistar tan extrañas y peregrinas tierras en las que 
«los Sumos Pontífices los hicieton como sus vicarios y lo 
« mismo ¿ los Reyes de España y sus sucesores. De lo cual 

(1) Tomo I, quest. 42, art. 6. 

(2) Advertencia á los Confesores de los Indios, 2.* parte, pág. 16. 
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c se colige que Vuestra Magestad goza en las Indias de mayor 
«derecho, que el derecho de patronato concede al patrón, 
«porque goza de oficio de delegado del Papa para el dicho 
«fin de la conversión de los Indios, y así aprieta más esta 
«obligación á los Reyes de España, pues se vé claro haber 

< 8u Santidad descargado en este particular su conciencia y 
«obligación, y puéstola en la diligencia y cuidado de esta 
« Corona. » (1) 

El Sr. Hoscoso, Fiscal del Consejo de Indias y después 
miembro del Consejo de Castilla, en el memorial sobre las 
vacantes de Indias núm. 114, se expresa así: «y es tan con- 

< junto al Pontífice V. M. en las Indias, que se tiene por 
« delegado suyo, por ser muy concerniente al patronazgo 
«temporal y eclesiástico de aquel Imperic.» 

El Dr. Araciel, del Consejo de Indias, sobre el mismo 
memorial en el núm. 38 dice: «Particularmente que V. M. se 
« considera en las Indias mas que patrono, y como delegada 
«de la Sede Apostólica y á quien están concedidas las vece& 
« de Su Santidad en todo lo eclesiástico, así por Bulas coma 
« por costumbre. » 

El Obispo Palafox en la defensa canónica sobre que los 
Padres de la Compañía debían pedir licencia al ordinario ecle- 
siástico para predicar y confesar, se expresa así, en la 5.* parte 
núm. 24 : « Porque sin reparar en que V. M. es Legado de 
« los Pontífices Romanos para disponer la paz eclesiástica y 
« gobierno espiritual en las Provincias de las Indias Occiden- 
«tales por concesión apostólica. » 

Fraso, Fiscal de la Audiencia de la Plata y después de Li- 
ma, destina los capítulos 25 y 26 de su obra De regio pairo- 
naiu, á probar que el Rey de España es Delegado Apostólica 
en América, y que como á tal le corresponde el gobierna 

(1) Advei-tencia para el Gobierno de Iob Indios, pág. 67. 
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espiritual y temporal de las Iglesias fnudadas en el Nuevo Mundo. 

El Sr. Solorzano, Oidor de Lima, y después del Consejo de 
Indias, tan defensor de los derechos pontifi<jios, sostiene en el 
capítulo 2.', libro 4 de la Política Indiana, que el Papa hizo 
sus delegados á los Reyes de España, y les concedió el go- 
bierno espiritual y temporal de las Iglesias de Indias, añadiendo: 
qtie en esto no cabe duda alguna. 

Pudiéramos citar sin fin autoridades de Jurisconsultos, Cano- 
nistas y Teólogos que han enseñado igual doctrina, sin que 
sus libros fuesen notados por la Inquisición. Al contrario, los 
Prelados Eclesiásticos, los cristianos más celosos los estudiaban 
y propagaban sus doctrinas. 

De esta delegación de la Santa Sede á los Soberanos tem- 
porales ha habido más de un ejemplo. Expulsados los Sarra- 
cenos de la Sicilia en el siglo XI, el Sumo Pontífice Urbano II 
nombró por vicarios perpetuos de la Silla Apostólica á los 
Condes de Sicilia y Calabria y sus sucesores. Desde entonces 
los Reyes de Sicilia y Calabria fueron reconocidos por los 
nnismos Papas como sus legados natos con facultades hasta 
pam decidir las causas puramente espirituales. Aunque esta 
delegación se suprimió por una constitución pontificia del siglo 
pasado, ella muy luego fué restablecida por una Bula de Be- 
nedicto XIII que tiene fuerza de concordato perpetuo. (1) 

Este antecedente tan notable que hemos probado, demuestra 
las omnímodas facultades que los Sumos Pontífice" concedieron 
á los Reyes de España con el fin de la propagación del Evan- 
gelio en los territorios que conquistaran de los infieles. Con- 
secuente á relaciones tales de la Iglesia con el Estado, vamos 
á ver desenvolverse todo el Gobierno y administración de las 
Iglesias de América en la constitución de los poderes ordi- 
narios que debían regirla. 

(1) Oavalario, cap. 12, núm. 11. 
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Á los Gobiernos de América les bastarán sus leyes y res- 
criptos pootificios expresos y determinados á los casos parti- 
culares, sin necesidad de ocurrir á delegaciones dadas al con- 
quistador. Mas, sin embargo, la conquista no está acabada. Dos 
tercios del territorio está ocupado por infieles, y toda vez que 
alguno de los Gobiernos de América extendiera á ellos el 
Evangelio, podría con igual razón que los Monarcas Españo- 
les, obtener las concesiones Pontificias de que aquellos goza- 
ron, mientras no se crearan las autoridades eclesiásticas. 



CAPÍTULO in. 

Derecho de Patronato. 

Los Reyes de España creyeron tener derecho al patronato 
de las Iglesias que se fundaron en América aún antes que se 
lo concedieran los Romanos Pontífices. Estamos en posesión 
de loá primeros actos de la Corte Romana después del des- 
cubrimiento de América : no hay hechos pasados por el dudoso 
medio de tradiciones equívocas, ni cuestión alguna sobre la 
erección de las primeras Catedrales, ni sobre los primeros 
beneficios eclesiásticos que se proveyeron. Todo es positivo : 
la historia está conforme; y existen las ordenaciones apos- 
tólicas y los primeros documentos que se extendieron. 

Acabado el Vicario General del Padre Boil, que tantos em- 
barazos puso á Colón, la Reina Isabel pidió al Papa creara 
dos Catedrales y una Metropolitana en la Isla de Santo Do: 
mingo. El Pontífice Julio II por su Bula de 16 de Noviembre 
de 1504 erigió dos Obispados y un Arzobispailo en Jarajua 
Banynoa, é Higney territorios de la Española. Estos eran 
rigorosamente Obispados in partibus in fidelium. Como en la 
Bula no se hiciera mención de ia ^ición de la Reina, ni se 
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recoBoeiera e] iiereebo <1e patconato, fué «Ha por esto rete- 
nida y suplieaáa. El Embajador eo Roma D. Erancisco Ro- 
jas recibió entoaces orden de pedir al Pontífice la concesión 
del patronato de las Iglesias de Anjériea, (1) La Espafia 
aun recordaba el tiempo anterior, á las leyes dé Partida, 
cuando los Reyes tenían un patronato pleno y absoluto en 
todas las iglesias de su territorio. Los Papas acababan tam- 
bién de concedérselo en el Reino de Granada conquistada 
por ellos de los Mahometaoos; y estaba igualmente reciente 
el ejemplo de las gracias pontificias á la Corona de Portugal 
en los terrenos que descubriera más acá del Cabo Bojador. 
El Papa reconoció el derecho de los Reyes de España, y dio 
la primera Bula sobre patronato de 28 de Julio de 1508, con- 
cediéndoles el de las Iglesias que se habían creado y de las 
que se erigieran en el Nuevo Mundo. La Bula dice así: Nos 
atterfdentes prcemia Insulee et prcedictorum regnorum cujus Reges 
ApostoliccB Sédi devoti, el fidéles semper Jiterunt dccori, et ventis- 
tati ac securitcUi cederé ad magnam instantmm, quam super hoc 
Jecerunt ac faciunt, apud nos prcefati Feráinandns Reoc, et 
Joanna Regina, dehitum hahentes respectum habita super his awm 
fratrihus nostris Sandae Romance Eclesice Cardinalihus delihe- 
ratione matura de illorum Concilio dsdem Ferdinando Regí él 
Joanna Regina, ac Castellee d Legionis Regi pro tempore cxis- 
tenti, quod mullus in prcedictis acquisitis et aliis a^quirendis in- 
sulis, et locis maris hujusm^di Eclesias magnas^ et locis statui 
proefati Regís importantes alias quam Ferdinandi Regis et Joanna 
Regina ac Regis Castellee et Legionis pro t&tnpore existentis, 
expresso consensu, construí cedificariy et erigí faceré possit ac jus 
Patronatus et x)resentandi personas idóneas at Ayguacen et Ma- 
guen at Bajumen prosdíctas, d alias qua^escumque Metropolitanas 

(1) Herrera, Dec. 1.*, lib. 6, cap, 19. Morelli, Ordenaciones Apostó- 
licas, orden 18. Solorzano, libro 4, cap. 2, N.* 3. 
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ac Cathedrahhus Eclesias, et Monasteria; ac Dignüafes etiam in 
eisdem Cafhedralihus, etiam Metrapolüanis, posl Pontificalis ma- 
jores, Colegiafü Eclesiis principales, ac qucecumqve alia Beneficia 
Eclesiástica, et pia loca, in dictis Insulis, et locis pro tempere 
vacantia, videlicet, ac Cathedrales etiam Metropolitanas etiam Re- 
gulares Eclesia^s; ac Monasteria, de quibtis consistorialiter disponi 
débea/nt infra annum a die vacationis et eortimdem propter l<mgan 
maris distantiam nohis et smcesorihus nostris Romanis Fontifbus 
canmiici intrantibus. Ad inferiora vero Beneficia hvjusmodi lo- 
corum ordinariis, jus vero instituendi personas prcesentanfas ad 
inferiora Beneficia hujusmodi eisdem Ordinariis; et si Ordinarii 
prcefati personam presentanfam infra decem dies instituere ne- 
ghcserint, ex tune quilibet aliis Episcopus illarum partium ad 
reguisitionem Ferdinandi Regis, sev Joanna Reginas, aut Regís 
protempof e existeniis hujusmodi proefectam personam eavice insti- 
tuere liberé, et licité valeat, auctoritate Apostólica tenore prcesen- 
tium concedimus; non obsfantibm x)rcemissis et aliis constitutionibus, 
et ordinafionibus Apostolicis, ceeieris que contrariis quibusamque. 
Nulli ergo ofnnino hominum liceat hanc paginam nostrte conce- 
cionis infringere, vel ei ausu temerario contrariare, si quis autem 
hoc attentare presumpserit , indignationem Omnipotentis Dei ac 
BecUorum Petri et Paoli Apostolorum ejus, senoverit incursurum, 
Baíis Rom(B aput Sanctum anno Incamationis Dominicce mille- 
simo quingentésimo octavo, quinto Kálendas Augustis, Pontificaius 
nostri anno quinto. P. de Comitibus registrata apud me Segis- 
mundum. (1) 

Quedó, pues, restablecido desde la primera erección de Ca- 
tedrales en América que los Reyes de España tendrían el 
. patronato de todas las Iglesias del Nuevo Mundo, y que po- 
drían presentar personas dignas para todos los oficios ecle- 
siásticos. 

(1) La trae Frase pág. 4, núm. 9. 



Digitized by 



Google 



— 35 — 

Como la erección de las tres Catedrales en la Isla Española 
no tuviera efecto por la retención de la Bula de 1504, se 
crearon nuevamente en 1512, bajo el patronato concedido en 
1508, dos Obispados en Santo Domingo, y uno en la Iglesia 
de San Juan. Entonces era disputable si los Obispos Dioce- 
sanos tenían un derecho propio para el nombramiento de los 
beneficios de sus Obispados: derecho que los Reyes de España 
les reconocieron en el siglo pasado en el concordato de 1753 
dándoseles la provisión de los que vacaren en los meses apos- 
tólicos. (1) Quisieron, pues, no dejar duda á este respecto, é 
hicieron una capitulación ó concordia con los tres primeros 
Obispos de Santo Domingo y de la Isla de San Juan respecto 
á la provisión de los beneficios y concesión de los diezmos. 
Este singular documento dice así: In nomine Dei Amen. «Ma- 
« nifiesto sea á todos los que el presente instrumento de ca- 
« pitulacion é ordenación vieren como el año del nacimiento 
€ de Nuestro Señor Jesucristo, de mil quinientos é doce años 
« en la indicción quinta décima, á ocho dias del mes de 
€ Mayo en el año nono del pontificado de nuestru muy Santo 
€ Padre Julio por la Divita Providencia Papa II en presencia 
€ de mí Francisco de Valencia, Canónigo de Placencia, Nota- 
« rio Público por la autoridad Apostólica, é Secretario del 

< muy Reverendo en Cristo Padre Obispo de Palencia; los 
« muy altos y poderosos Príncipes D. Fernando Rey de Aragón 
€ é de las dos Sicilias é de Jerusalen, Rey Católico, é Doña 

< Juana su hija, Reina de Castilla, de León etc., nuestros se- 

< ñores de la una parte é cada una de Sus Altezas por sí y 

< en su nombre por la mitad que respective le pertenece de 
« las Islas Indias, y tierra firme del Mar Océano, por rigor 
« de las Bulas Apostólicas á sus Reales Majestades , por el 
€ Papa Alejandro VI de feliz recordación concedidas, cuyos 

(1) LL. del tít. 18, lib. í.\ Nov. Rec. 
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< íeciores de veriio ad verímin, u«o deüpfie^ de otro se sigue 
cé san tilles (sigiiea dos Brla» de Ale^jaiidro VI sobre la 
« coDcesioü de las Iñií'ms, y otra cteiulo á los Reyes Católicos 
« los privilegios «oncedidfís i los Reyes de Portugal en las 
€ ludias Orieotales.) Y eootinéa: con los Revei'endos en Cristo 
« Padres D. Fray García de Padilla, Obispo de Santo Domingo, 
« é D. Pedro Suarez de Deza, Doctor e» decreto?, Obispo de 
€ }a Concepción que son en la Isla Española, é D. Alonso 
« Manso, Licenciado en Teología, Ob'spo de la Isla de San 
€ Juan, c >mo electos Obispos en las Iglesias Catedrales con 
« nuestro muy Santo Padre Julio Segundo en las dichas Islas 
« nuevamente criadas y erigidas por sí y en nombre de los 

< Obispos sus sucesores que después de ellos fueren en las 
« dichas Iglesias, é de las personas á quien toca lo desuso con- 

* tenido, de la oti*a parte asentaron é capitularon lo siguiente: 

< ítem, que las dignidades, canougías, raciones y beneficios 

< que así ahora como de aquí adelante serán criados é insti- 

< tuidos conforme á la erección hecha de las dichas Iglesias, 
« así en las Catedrales como en las otras todas de las dichas 
« Islas Españolas é de San Juan, así esta primera vez como 

< todas las otras que aconteciere vacar sean á presentación de 

< Sus Altezas como cosa del patronazgo Real. (1) 

Los derechos de Patronato de las Iglesias de Arnérica se 
fijaron después por una ley civil que fué la Cédula siguiente: 
« El Rey, nuestro Virrey de las Provincias del Perú, ó á la 

< persona ó personas que por tiempo tuvieren el Gobierno de 
«esa tierra. Como sabéis el derecho de patronazgo eclesiás- 

* tico nos pertenece en todo el Estado de las Indias, así por 
« haberse descubierto y adquirido aquel orbe y edificado en 
« él y dotado las Iglesias y Monasterios á nuestra costa y de 
« los Reyes Católicos nuestros antecesores, como por habérse- 



(1) Lo trae por entero Fraso, torao 1." pág. 119. 
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« nos coucedido por Bulas de los Sumos Pontífices, concedidas 

< de su propio inotu y pam conservación de él y de la jiisti- 

< cia que á él tenemos, <»rdenamos y mandamos que dicho 

< derecho de patronazgo único é insólidum en todo el Estado 
« de las Indias, siempre que reservado á Nos y á nuestra 

< Corona Real, sin que eñ todo ni en pai^te pueda salir de 
« ella y que por desgracia, ni merced, ni por estatuto, ni por 

< otra disposición alguna que Nos ó los Reyes nuestros suce- 
« sores hiciéremos, no seamos vistos conceder derecho de pa- 

< tronazgo. » 

« E otro sí que por costumbre, ni prescripción, ni otro título, 
« ninguna persona ni personas, ni comunidades eclesiásticas ni 
« seglares. Iglesias ni Monasterios, puedan usar derecho de 
«patronazgo si no fuere la persona que en nuestro nombre 
« y con nuestra autoridad y poder lo ejercitare, y que ninguna 
« persona secular ni eclesiástica, Orden, Convento, Reli«^ion, 
« Comunidad , de cualquier estado, condición, calidad y pre- 
« eminencia que sean, judicial ni extrajudicialmente, por cual- 
€ quiera ocasión ó causa sea osada ó se entrometer en cosa 
« que sea tocante á nuestro Patronato Real ni á nos perjudicar 
« en él, ni á proveer Iglesia ni Beneficio, ni oficio eclesiástico, 
« ni á recibirlo siendo proveido en todo el estado de las Indias 
« sin nuestra presentación ó de la persona á quien nos por 
« ley ó por provisión patente le cometiésemos, y el que lo 
« contrario hiciere siendo persona secular incurra en perdi- 

< miento de las mercedes que de nos tuviere en todo el estado 

< de las Indias, y sea inhábil para tener y obtener otras, y 

< sea desterrado perpetuamente de todos nuestros Reinos y 
« Señoríos, y si fuere persona eclesiástica sea habido por ex- 

< traño y ajeno de todos nuestros Reinos y Señoríos, y no 
« pueda tener beneficio ni ofi<5Ío eclesiástico en ellos, é íincurra 

< en las demás penas contra los tales establecidas por leyes 

* de estos Reinos y los nuestros Virreyes, Audiencias y Justi- 

4 
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c cías Reales pn>ce(taD cod tono rigor contra k)s que así fueren 
« ó vinieren contra nnestro derecho de patronazgo, procediendo 
« de oficio 6 á jiedimento de nuestrf)s fiscales, 6 de cualquiera 
« parte q»ue lo pida y en te ejecución de ello se tenga mucha 
« diligencia. Queremos 7 mandamos que no se erija, ni íbs- 
« tituya, fUtvde ni constituya Iglesia Catedraá ni Parroquial, 
c Monasterirv, Hospital, Iglesia voftira n¡ otro lugar pió ni re- 
« ligioso sin con sentimiento ext>re80 nuestro, ó de la persona 
« que turiese nuestra autoridad y veces prtra ello. E otro sí 
« que no se pueda proveer ni instituir Arzobispado, Obispado, 
« dignidad, Canongía, ración, media ración, beneficio curado 
« ni simple, ni otro cualquier beneficio, oficio eclesiástico 6 

< religioso sin consentimiento ó pi-esentacion nuestra, ó de quien 
« tuviese nuestras veces, y que la tal presentación 7 consen- 

< timiento sea por escrito en el estilo acostumbrado. » (Sigue 
la cédula dando la forma para la provisión de tos beneficios.) 
« Fecha en San Lorenzo á 10 de Junio de 1574. (1) De esta 
cédula se fbrmaron luego las primeras leyes del título 6Kbro 
1.' R. de Indias. 

El patronato se extendía no sólo á los beneficios eclesiás^ 
ticos, sino hasta la Sacristía, coleeturia y administración del 
dinero de la fóbrica de las Iglesias, debiendo el Sacristán y 
administrador ser nombrado por el patrono. (2) Las le>es que 
así lo mandaron se confirmaron últimamente por cédula de 
5 de Setiembre de 1803 (3) ordenándose en ella que el vice 
patrono hiciera ei nombramiento sobre la propuesta de tres 
individuos qoe el ppeladk) le preseatara. Aua toe capellanes 



(1) FvasQ tQDL. 2.^ pág. 9>2: ae- háLlMirá toda la eédahi. 

(2) L L; ai, ja y 44^ tíJt 6v üb* Iv* "B. L 

(3) nitada. en. la n(M 1/ d^ tü^ 6^ lab. ].* Bl de L BicL de B^ix. 
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qu^ hay por erección en algunas Iglesias deben también pro- 
veerse por parosentacióa del Soberano, (1) 

Abraza ea Qn toda la autoridad eclesiástica ó esp^iritual, 
cooao se verá cuando hablemes de los provisores y aun á los 
conventod d& los regulares, mandándese que todo prior, guar- 
dián ó comisaria del general presentará sus titalos> á los Vi- 
rreyes Presidentes délas audiencias. La cédula continúa así 
« Cualquiera Provincial y visitador, prior ó guardián á otro 

* prelado nombrado y elegido en el estado de las Indias antes 
€ qu^ sea adnútido á hacer su ©ficio, se dé noticia á nuestro 

* Virrey Presidente, Audiencia, ó Gobernador que tuviese la 
€ Superior Gobernación de tal Provincia, que se le muestre 
« la patente de su nombramiento, para que le imparta el fiar 
« vor y ayuda que fuese necesario para el uso y ejercicio de 
«ella.» (2) En virtud de esta ley habiendo varios frailes 
del convento de la Merced de Lima obtenido del Papa y de 
su general á mediados del siglo pasado varios títulos de maes- 
tros y presentados, se mandaron recoger por cédula de 2 de 
Mayo de 1762, abligjáadolos á que se manifestaran los breves 
pontificios y Jas patentes de sus generales. (3) 

Y aun comprendió los estatutos y constituciones que hicie- 
ren los prelados, Capítulos y Conventos de los religiosos. De- 
signando la ley (4) las atribuciones del Consejo de Indias, 
dice: «Y así mismo ver y examinar para que Nos las apro- 

(1> Rédl cuíébm d!é 12 ét» ííby^mhte de 1T88" dtadi en \a nota ¿1 

i%y L. 64,» m. h^JUb, l.* B. de Indiast Sobre la piesentación de 
toda, patente de k>» ^celadoa regulases>, véanse las leyes 49, tit. ^lík. 
!.•, 1.* tít. 9, lib. 1/— 40 tít. 14, lib. I.'— 63 y 54 tít. y lib. id. y 21 
tít. .6, lib. 2.* 

(3) Guada en. la nata. 23 del tít. 14, lib. 1,* R. de I. Edición deBbix. 

(4i Lib. 2.\ tít. 2^ lib. 2 E. de I. 
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« bemos y mandemos guardar, cualesquier ordenanzas, consti- 
« tuciones, y otros estatutos que hicieren los prelados, capítulos, 
« Cabildos y Conventos de los religiosos. > En conformidad á 
esto, habiéndose celebrado en Lima á fines del siglo pasado 
un capítulo general de la orden Betlemítica, y héchose en él 
algunas alteraciones á su primitiva constitución, el Consejo de 
Indias luego que las vio las mandó recoger y dejar sin efecto 
por cédula de 13 de Agosto de 1796. (1) Igual disposición 
había tomado respecto al Beaterío de Copacabana, ordenando 
al Virrey del Perú por cédula de 4 de Octubre de 1790 (2) 
cuidase de la observancia de sus constituciones. En fin, hasta 
las Universidades, Colegios y Seminarios conciliares quedaron 
también bajo el patronato Real como lo declaró la circular 
de 11 de Junio de 1792. (3) 

Este derecho de patronato absoluto, omnímodo, sin reserva 
alguna de la Sede Apostólica no se crió, pues, por concordato 
con los Papas, ni hubo respecto de él tratado alguno que pu- 
diera haber traido la menor duda. 

Desde entonces no ha habido ejeiiiplo de ningún Arzobispo, 
Obispo, Canónigo, Cura, etc., nombrado por el Pontífice Ro- 
mano sin presentación del Rey de España. Al Contrario, un 
suceso mny notable al principio de la conquista vino á con- 
firmarlo, y mostrar la importancia que los Reyes le daban. 
Hernán Cortés había mandado al Papa una relación del des- 
cubrimiento y conquista del Imperio de México, y el Papa 
iClemente VII por una Bula de 1532 entre otras concesiones 
y gracias le da el patronato de las Iglesias que se fundaren 
en el territorio del Marquesado que le habían dado los Reyes. 
Estj era insignificante respecto á los estados que Cortés había 

(1) Citada en la nota 1.* del tít. 4-* lib. 1,' R. de 1. Ed. de Boix. 
(á) Citada en la nota 10, tít. 3.', lib. 1.' R. de I. Edición id. 
(3) Citada en la nota 2.* del tít. 22, lib. 1.', R. de I. Edición id. 
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adquicido para los Sobemuos de España. No podía tampoco 
presentarse una persona níiás digna de una excepción que el 
conquistador de un Imperio tan poderoso. Sin embargo, la 
Bula fué retenida y el Rey no permitió la concesión de ese 
patronato. ( 1 ) 

Ni sobre ese derecho hubo jamás cuestión alguna. Una cé- 
dula de 19 de Diciembre de 1593 dirigida al Arzobispado de 
México, reprendiéndole por las dificultades que en el ejercicio 
del patronato se ponía á los Virreyes, le dice así: « Y por muy 
« justas y legítimas consideraciones, y haberse guardado así 

< desde entonces sin contradicción alguna,» (2) 

En el concordato de 11 de Enero de 1753 hecho por los 
Reyes de España con el Sr. Benedicto XIV para no incluir 
en él las Iglesias de América, se dice: « Y no habiendo habido 

< controversia sobre la nómina de Jos Reyes Católicos á los 

< Arzobispados, Obispados, Beneficios que vacan en los Reinos 

< de las Indias, etc. » 

En fin, en la Novísima Recopilación que publicaron en 1805 
al disponer en el tít. 18, lib. l.^ ley 1.' sobre la presentación de 
los prelados de las Iglesias, mandaron poner la nota siguiente 
respecto á América: «Por Bula del Papa Julio II expedidg,. en 

< Roma á 28 de Julio de 1508 con acuerdo y unánime consejo 
« del Sacro Colegio, concedió á los señores reyes don Fernando 
€ y doña Juana y sus sucesores en Castilla y León el derecho de* 
« patronazgo de las Iglesias de Indias, mandando que ninguna 
« Iglesia Metropolitana, Catedral, Colegial, Abacial, Parroquial, 
€ Votiva, Monasterio, Convento, Hospital, Hospicio ni otro lu-. 
« gar pió y religioso de la clase , y graduación que fuere,, se 
« pudiese en todo el estado de las Indias exijir, instituir, fundar, 
€ dotar ó construir sin que procediese eLpermiso de SS, MM. y 

(1} Herrera, Dec. 5.% iib. á.*, óap, 8,' Morelli, orden 48. 
(2) Fraso, tom. l.^ pág. 234. 
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« que en fes ya entonces erigidas, y que ^o íüdeltinte se erígfe- 
€ ren y edificaren, tuviesen y ejerciesen <*omo patronos fiíñcosé 
t insolidutn de ellas, el derecho de pa1ir(»nato, y de presentar á 
< Arzobispos, Obispos, Prebendados y Beneficiados idóneos, y 
€ la nominación en otros cualesquiera oficios edesiásticos, ó 
€ laicales como quiera anexos y dependientes de «eolios. » 

El derecho de patronato es imprescriptible. Tíi el Soberano lo 
pierde por no usar de él, ni persona alguna puede adquirirlo 
por uso ó costumbre. La cédula antes citada dice : < T otro sí 
€ que por costumbre, prescripción, ni otro título, ningunas per- 
« sonas ni comunidades eclesiásticas, ni seglares. Iglesias ni Mo- 
« nasterio, puedan usar del derecho de patronato, si no fuere 
€ la persona que en nuestro nombre y con nuestra autoridad lo 
€ ejerciere. > 

Estas mismas palabras se repiten en la L. 1.*, tft. e.lib. 1.* 
Recopilación de Indias. 

En cédula de 23 de Julio de 1639, dirijida al Obispo de la Isla 
de duba se lee esta cláusula. < Como sabéis 6 debéis saber el 
« dicho patronato es una cosa que yo tanto estimo, y en que no 
« puede ni debe parar perjuicio, ninguua costumbre, introduc- 
« cion, ni prescripción que en contrario se alegue. » (1) 

Algunos prelados habían llegado en América á proveer algu- 
nos beneficios eclesiásticos sin la presentación del Rey, por lo 
cual la Corte de Est»aña escribió al Virrey del Perú en 28 de 
Manso de 1620 diciéudole, que el único tUido legítimo que tiene 
razón de principio formal y sustancial de poder ser uno preben- 
dado b párroco de tas Indias es ta presentación hecha en nombre 
ée 8u Majestad i por qwien tenga poder suyo pcsra eüo. (2) 

Por consiguiente, los Reyes de España no reconocían en 
nadie el derecho de nombrar persona para los beneficios ecle- 

(1) La tvm Mi(«sEa]io, üK 4/cap« i2 Núm^o IJi. 

(2) Solorzano lib. 4 cap. 2 Número 2^ 
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síásticos de todo géoei-o. Y auaque se presentaran casos de ha- 
berse provisto por el Pontífice los Obispados ó Arzobiajiwidos de 
Indias, como tía sucedido después de la emancipación de la 
América, no induciría prescripcidn del título; tanto más, 
cuanto que en el juramento exigido á los Obispos deben ellos 
prometer la conservación de todos los derechos del Patronato, 
lo cual en caso de una provisión de Obispados por el Sumo Pon- 
tífice sin la presentación del Gobierno, aunque ella hubiera 
tenido efecto, importaría una protesta del derecho pi*opio, y que 
ese acto no pudiera alegarse como derecho ó costumbre. 

Los Soberanos de América ejercieron sólo el patronato en las 
Iglesias Catedrales y Parroquiales, y no quisieron descender á 
tenerlo de las Iglesias ú obras pías que los particulares hicie- 
sen con su consentimiento. La L. 43, tít. 6, lib. 1." R. de I, 
permitió que toda persona que de su propia hacienda hiciera 
fiíndar Monasterio, Hospital, Ermita, Iglesia, ú otra obra de 
páedad, tuviese el patronato de ella, ó las personas á quie- 
nes nombraren ó llamaren^ 

Dieron tanta importancia á los derechos del patronato, que 
quisieron que todos los comprendieran por un signo material y 
mandaron al efecto poner las artnas reales en las portadas de 
las Catedrales y Seminarios como estaban puestas en todas las 
de América. (1) 

Volvamos sobre la primem Bula del patronato, la de Julio II. 
Ella obligaba á hacer la presentación de los Arzobispos y Obis- 
pos en el término de un año desde el díía de la vacante. Este 
término fué muclias veces cwrto por el estado de la navegación, 
y se prorrogó por diez y otúto meses. Mas los reyes de España 
fifiBca se creyeron coartados é términos ^s por las eftenciones 
superiores de su gobieroo, y -nanea la Silla Apostólica movió 
cuei^tíón alguna sobre hi materia. 

■> ' ' ■•■' ■■ <- ' v •' 

(1) L. 48 Ht ^ Mb. 1* y L. tltó. MÍU>. 1* B. de L 
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Por dicha Bula la colación de los beneficios después de los 
Pontificiales, es decir, de Deán abajo, quedó dada á los Ordina- 
rios, que lo son el Obispo, su Vicario, ó el Vicario Capitular en 
Sede Vacante. El Papa no hizo ni pudo hacer en lo sucesivo 
institución de ninguna Dignidad, Can'inigo, ó Cura en las In- 
dias. La Silla Apostólica iba así delegando por siempre sus fa- 
cultades en América. 

Por el ai-tículo 6. -de la Ordenanza de Intendeiites, el derecho 
de patronato en el Virreinato do Buenos Aires residía en los 
vice-patronos que era el Virroy en la Metrópoli del Virreinato, 
y los Gobernadores Intendentes en las Provincias. Después |>or 
cédula de 9 de Mayo de 1795, se conservó á los Intendentes el 
vice-patronato en calidad de subdelegados de los respectivos 
vice-patronos. Virreyes y Presidentes de las Audiencias, dán- 
dose á éstos un absoluto ejercicio en el distrito de la provincia 
donde residiesen y las presentaciones eclesiásticas en todns las 
Iglesias, como estaba dispuesto para el Virreinato de México á 
excepción de los Obispados y Arzobispados. 



CAPITULO IV. 

Causas de Patronato. 

Ocurrió un pleito ante la audiencia de Charcas entre los Cu- 
ras de aquel Arzobispado y los Eeligiosos de San Francisco 
sobre los derechos funerarios de íos que se sepultaban en las 
Iglesias de aquella Orden, y el abogado de les Curas Dr. Tar- 
dío, sostuvo ante la audiencia que el patronato Real sólo daba 
protecciíSn extrajudicial á lais. Iglesias de las Indias, y no juris- 
dicción y conocimiento de causa. / JSA Fiscal de la Audiencia, 
el Licenciado Fr^so, dijo*, que una tal proposición era falsa, es- 
candalosa, contraria S. lós. derechos réaleá, á la naturaleza, per- 
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rogatigas y digoidades del patronato, y pidió que el abogado 
de los Curas fuera multado. La Audiencia efectivamente lo 
multó en cien ducados, y le suspendió por cuatro años el oficio 
de ahogado. Habiéndose dado cuenta al Rey de lo sucedido 
se libró la cédula de 9 de Diciembre de 1670 que dice así: 

< Y habiéndose visto en el Consejo Real de las Indias con lo 
« que en razón de esto escribió el Licenciado D. Pedro Fraso, 

< Fiscal de esa Audiencia en carta de 22 de Diciembre de 1678, 
« ha parecido aprobaros lo que avisáis haber obrado en lo re- 
« ferido. » 

Entonces la Audiencia de Charcas era el Tribunal Superior 
de las Provincias del Río de la Plata. Puede decirse, por con- 
siguiente, quedó juzgado en juicio contradictorio y resuelto 
por una ley cual era la cédula citada, que el derecho de pa- 
tronato daba jurisdicción y conocimiento de causa al Soberano 
que lo ejercía. Es un principio también entre los juriscon- 
sultos que cuando el Soberano obtiene alguna concesióh en las 
Iglesias, aunque sea por sólo privilegio apostólico, adquiere 
jurisdicción para hacerlo efectivo. El Jefe de la Nación no 
puede ir á reclamar sus derechos de un subdito, ni la autoridad 
con que está investido por el pueblo le permite descender á 
poner demandas por la conservación de sus derechos. Más 
adelante veremos leyes expresas sobre la materia. Antes, defi- 
namos cuál sea causa ó pleito de patronato. 

Pleito de Patronato, declara la L. 17, tít. 17, lib. 1.' Na. R. ser 
aquel en que se controvierte el patronato, autoridad y pre- 
eminencia en las Iglesias patronadas: en que se interesa la 
regalía del Soberano en la conservación y defensa del derecho 
de nombrar y presentar para los beneficios eclesiásticos. Pero 
no son causa de patronato Real la de ías Iglesias patronadas 
defendiendo sus derechos, ó sus bieqes, aunque, sean, los dados 
por el Soberano. 

De las causas de patronato, de justicia, gracia ó fuerza cpno- 



Digitized by 



Google 



-46- 

cía exclusivamente la Cátnara de Justicia del Consejo de Cas- 
tilla, y no el mismo Consejo ni Tribunal otro alguno. (1) El 
Soberano traía por sí ó por sus fiscales la causa á la Cámara 
del Consejo, no por recurso de fuerza de que nunca usa el 
Jefe de la líación, sino por el de retención ó per contemptum 
regioe dignifatis. (2) Se dice que éste fue en su origen un 
privilegio especial concedido á Felipe II por el Papa Gregorio 
XIII < para que los de su Consejo ó Cámara, como se expresa 
« Horitalba, conozcan, como antes lo hacían y les pertenecía á 
« los Ordinarios, de todas las causas y litigios que pudieren 
« ocurrir cerca de las presentaciones y derechos del Real pa- 
€ tronazgo. > (3) 

Vamos á ver, pues, quién conocía en América de las causas 
de patronato; quién deba conocer ahora y qué recursos haya. 

Por la ley 1, tít. 6, lib. 1 R. de I. se encargó la observación 
del patronato en general á los Virreyes, Audiencias y Justicias 
Reales. <T vuestros Virreyes, dice, Audiencias y Justicias Rea- 
« les, procedan con todo rigor contra los que faltaren á la obser- 
« vacion y firmeza de nuestro derecho de patronazgo, proce- 
« dierdo de oficio, ó á pedimento de nuestros Fiscales ó de 
« cualquiera parte que lo pida. > Esto era decir tanto, que 
parece que no había uua autoridad especial que conociese 
de este género de pleitos. 

El Fiscal de las Audiencias era el encargado de la defensa y 
conservación del patronato (4), y parecía que desde entonces 
la Audiencia de'bía ser el Juez de los pleitos sobre tal materia. 

Una Cédula de 1540 dirigida á los Presidentes y Oidores de 

(1) LL. 12 y la, tit. 17 lib. 1* y 12,. 13 y U, tít. 21, lib. 2" Nueva 
RccopiiacioD. 

(2^ L. H id Cañada, tom. 2 pág. 682 y siguientes . 

(8) Dictamen § 6. 

tO L. 29, tít, IS, — L. 2, R. 1. 
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hi AtidieticiA »de te Nueva Eepétfiá ^a la jutisíTiccidn t!e las tsw- 
sas «det patrcmato en las dichas Audleacías, prirando de todo 
conocimiento á 4a faríedicciéo eclesiástica. Eüa dice así : «Pre- 
« íjidentes y Oídopes de la Nuestra Audiencia y Chandllería ^1/ 
« Real, de la Ntieva España. Nos sotoos informados que niu- 
« chas veces acaece sobre dudas que resultan de la erección 

* de las iglesias, haber algunas dificultades y diferencias entre 

* el Obispo, Dean y Cabildo de la Iglesia Catedral de la Ciu- 
« dad de México ; porque cada uno quiere dar el entendimiento 
« q«e le parece, y que así mismo ^íuéíe haber alguna dife- 
« rencia con el Obispo sobre lo de las Colaciones que han de 
« hacer á las personas por Nos presentadas. Y porque mi vo- 
« luntad es que cada y cuando se ofreciere alguna duda sobre 
€ algunas cosas de las referidas, os mando lo veáis vosotras y 
« declaréis y terminéis en ello lo que halláredes por justicia, 

* y aquello Kjue determináredes, mandamos al dicho Obis[)o, 
« Dean y Catvildo que lo guarden y xiurápteií. ^ (1) 

La L. 35, t<t. t>, lib. 1, R. de I. les mamda también á los Arzo- 
bispos y Prelados de Indias que eo caso de duda nada re- 
suelvan iqw^ ptveda tocar al Patronato Real, ¡sino que cumplan 
las provisiones que his Auditocias despacbfaren. « Rogamos, 
« dice, y oncargattios á los Arzobispos y demás prelados de 
« nuestras Indias, que t^ati, guardeti y cumplan las teyes de 
« nuestro patronazgo según y como en «lias (^ contiene, y de 
« lo que dudaren y les pareciere que no nos pertenece por ho 

< esterooi concedido por el dicho patronazgo, nos avisen en 

< uttfestro Rwa! Oon^c^^ de Indias, doíído «e verá y considerará 
« lo que mas conreoga, coiífortne 4 las pretensiones de *tíi- 
« chos prelados, sin perjudicarles en cosa alguna de tes tjtie le 

< 'po^'KSüíaiftaii ^ débáñfrert^neoér ; y éíitretatJtb no hagan ^l- 
€ gutíH '<ttH*e*iKÍ Hí^értrtrria 'iío ^rtontérMo <ín «rtttístras íeyee, y 
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< antes tengan la buena correspondencia que fiarnos de los 
« Preladf)S con los Virreyes, Presidentes, Audiencia y Goberna- 
re dores, cumpliendo como lo deben hacer las previsiones que 
> las Audiencias despacharen, y conforme á las leyes y estilos 
« de estos Reinos las pueden y deben despachar sin dar lugar 
« á lo contrario. » 

La Ley 47 del mismo título les da un poder omnímodo á los 
Virreyes, Presidentes, Oidores y Gobernadores de América para 
que por los medios que juzgaren convenientes hagan cumplir 
los derechos y preeminencias del patronato real, y obliga á 
las autoridades eclesiásticas de toda clase á conformarse con lo 
que ellos ordenaren. « Mandamos, dice, á nuestros Virreyes» 
« Presidentes y Oidores y Gobernadores de las Indias que vean, 
«guarden y cumplan y hagan guardar y cumplir en todas 
« aquellas provincias, pueblos é Iglesias de ellas todos los de- 

< rechos y preeminenci-js que tocaren á nuestro patronazgo 
« Real en todo y por todo, según y como está proveído y de- 
f clarado, lo cual harán y cqniplirán por los mejores medios 
f que les pareciere convenir, dando los despachos y recaudos 

< que convengan, que para todo les damos poder cumplido en 
« forma. Y rogamos y encargamos á los Arzobispos y Obis- 
« pos. Deanes y Cabildo de las Iglesias Metropolitanas y Cate- 
adrales; y á toíjos los Guras, y Beneficiados, Clérigos, Sacrisr 

< tañes y otras personas eclesiásticas, y á los Provinciales y 
^^; Guardianes,. Priores y otros religiosos de las órdenes,- por lo 
f que les toca, que: así lo guarden; y cumplan y hagan guar- 

< dar y .cumplir, conformándose con nuestro3 Vireyes, Presi^ 
dentes. Audiencias y Gobernadores^ en cuanto conviniere y 
«.[fuese necesario. í»; _:,... - :' - - . i 

.| La Ley 14. míiHíla qv»e en las erecciones de : las Catedrales se 
^ngarC^ávisula expvesa que cuando se pfre<?ieFeíeiimendar, cor- 
regir, establecer de nuevo, ó declarar alguna cosa, no lo 
hagan los prelados ecíésiásticoé sino los Virre}^! y Presidentes. 
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< Ordenamo& y manfiamos, (iice, que en las erecciones que es- 
€ tuviesen hechas y se hiciesen de aquí adelante, se ponga 

< cláusula de que cuando se ofreciere que enmendar, ampliar, 

< corregir, establecer de nuevo, ó declarar, los Prelados nos 
« lo avisen en nuestro Real Consejo de Indias ; y si la materia 
« fuere tal que pueda tener peligro en la tardanza, la resuel- 

< van por ahora nuestros Virreyes, Presidentes y Audiencias, 
« y esto se ejecute con calidad de que en la primera ocasión 
« den cuenta al Consejo. > 

De estas leyes podemos concluir que toda causa sobre límites 
de Obispados, sobre impedimentos canónicos para la colación 
de los Beneficios, toda cuestión entre los mismos beneficiados 
por sus derechos ó prerrogativas, todo pleito entre los Cabil- 
dos eclesiásticos y su Obispo ó Arzobispo sobre la adminis- 
tración de la Iglesia, como toda causa entre Curas sobre sus 
despectivos Curatos, y en general, todo pleito que en alguna 
manera toque al Patronato Real, debe tenerse únicamente ante 
el Gobierno y no ante las autoridades eclesiásticas, aunque pa- 
rece materia anexa á lo espiritual, y entre personas de un 
fuero privilegiado que excluye la autoridad Secular donde aun 
hubiese fueros personales. La ley civil lo ha allanado todo, 
y el Jefe de la Iglesia lo ha concedido ó permitido por más 
de trescientos años, en términos de estar publicadas leyes 
dadas en los Consejos de España donde regularmente había 
Arzobispos y Obispos y se han ejecutado sin cuestión alguna 
por prelados eclesiásticos que muchas veces fueron Virreyes y 
Presidentes de las Audiencias de América. 

Pasemos al orden de los procedimientos en los pleitos de 
Patronato. 

Como los Virreyes eran los vice-patronos según lo que 
dejamos dicho en el Capítulo anterior, á ellos se ocurría 
en 1." Instancia (1) de oficio ó por petición ¿el Fiscal de la 

(1) Cédula de I.** de Marzo de 1636. Fraso, Cap. 34 N. 44. 
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Aiulieucia. La cau$a se traía al Vircej^Si ella bafeía oafcido 
en el territario de las Intendeaciíi^, la I.* Inataocia se tenía 
ante el Goberniulor Intendente como delegado del. vieer|^ti*onQ. 
El juici(> seguía pou todos los, trámites de loa juicios OFdkia- 
nos, y el Virrev promunf^iabc^ seal»neii& eon dietainen del 
Asesor General del Yirreinatou De U seii^ncia del Virrej ae 
apelaba pam ante la Ai|diei»cia>. la emal conocía en vista y 
revista. 

¿Y hoy habrá apelación á la Cáo^Ea de Justicia de lo 
que. el Gobierno re^olviere en una causa de patronato-? ¿Los 
Presidentes de las Repiibli^as- de América tendrán» sólo la 
facultad de los^ Viir^yes ó vice-patrowios, ó k>s derechos y 
jurisdicción que , ejercía el patrono de las Iglesias? ¿Las 
Cámaras de Justicia tendrán toda la jurisdicción que tenían 
las antiguas Audiencias, y podrán conocer en. apelación de I© 
que el Gobierno? resolviere en una causa de patronato, ó en 
otro pleito cualquiera? 

Ya se ha vista que donde residía el Supremo poder de la 
Nación, ninguna audiencia podía conocer de causa» de potre- 
natov y ellas estaban exclusivamente encomendadas á la Cá- 
mara del Consejo de Castilla. La Jurisdicción de las AudieBh 
das de América en pleitos^ tales era una especialidad propia 
del Gobierno que entonces regía estos países. Los Virreyes 
eran delegados del Jefe del Estado, y por su oficio tenkja 
sólo aquella juriadicción que se les daba. No residía eo 
ellas el SupireBao poder ejecutivo, ni los Reyeí= de Espafla 
quisieron librar á ello&i solos la administración de estos Ba- 
iad4»s. Ot»a cosa e» ^ Gobierno- independiente de las Repú- 
blicas de América. No es meramente un vice-patronato,, y 
^kentra^NiO» se 4ísp€M;^g$t^^tra;qosa„ él debe teoer la¿ autoridad 
y jiUtrisdicciáck i^e^ teak^ el Jefe del Estado, y Fatrvno- de las 
Iglesias*. Bt Vil-rey e^ iguaj á la. Audieafia j . ella, my reeor 
nocía otro Superior que el Rey de España. El hecho siguiente 
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es bastante á demostrarlo. Los Virreyes del Perú principiaron 
á librar prí>TÍsiones á las Audiencias con el Sello Real, 
dándoles órdenes como si fu<?ran los Soberanos del Estado. 
La Audiencia de Lima se quejó ^\ Rey» y éste escribió cajrt^ 
al Virrey del Perú con fecha 27 de Febrero 1575 diciéndole: 
« Que habiendo de escribir á la Audiencia lo habéis de hacer 
« por carta é. los Oidores nuestros, y no por patentes en 
< nuestro nombre por vía de mandato» pues estáis mas obli- 
« gado que otros á honrar y autorizar la Audiencia^ y 
€ porque el mandar á la Audiencia está reservado á Nos.» (1) 
¿Quién, pues, sería entre nosotros el que mandara á las Cá- 
maras de Justicia si los Presidentes de las Repúblicas tuvie- 
ran solo la autoridad y jurisdicción que tenían los Virreyes? 

iPor otra parte, las Audiencias de América tenían atribu- 
ciones muy especiales de que no gozaban las Audiencias de 
España y de que sin duda no gozaban las Cámaras de 
Justicia de las Repúblicas de América. 

Las Audiencias conocían de la retención de todas las Bulas 
Apostólicas, como lo veremos más adelante, que vinieran 
desde Roma, aunque esto no estaba concedido á las audien- 
cias de España, y lo tenía reservado á sí sólo el Supremo 
Consejo de Justicia. (2) 

Conocían de todas las causas por creación de nuevos diez- 
mos, que tanta imf»ortancia tuvieron en América, las cuales 
en España, estaban reservadas al Conseja de Castilla. 

Conocían de los espolies eclesiásticos, como también luego 
lo veremos» cuyas causas estaban reservadas al Consejo 
Supremo de España. 

Tenían en fin toda la jurisdicción de los Supremos Con- 
sejos, como lo dice el Señor Solorzano, que había sido Oidor 

fl) Sblorz«no Rb. S Okp. a N, U. 

(2) L. 40, tít. 6. lib. 2.* R. C. y L. 1. y 2.* tít. Slib. 1/ R. C. 
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de Lima, v em ruando escribía, miembro dBl Sapremo 
Consejo de Indias. (1) 

Las audiencias gozaron á más un poder político hasta 
1806, y cuando el Virrey moría ó se ausentaba, á ella pasaba 
todo el Gobierno general, tanto lo espiritual y temporal, 
como lo civil, criminal y militar. (2) 

La Supremacía de las Audiencias en lo contencioso, 
aunque fuera del derecho de patronato, nacía de una dispo- 
sición general por la cual eran gobernados todos los Virrei- 
natos de América. El Virrey disponía absolutamente de todas 
las materias de gracia, encomiendas y provisiones de Oficio. 
Pero la ley mandaba que en las materias jde gobierno que 
se redujesen á pleito entre partes, se pudiese apelar de lo que 
ellos determinasen para ante la respectiva Audiencia. (3) 

La ley 35 del mismo título lo había determinado de una 
manera general. «Declaramos y mandamos, dice, q^ue sin- 
« tiéndose algunas personas agraviadas de cual esquier '-«utos, 

< 6 determinaciones que proveyeren ú ordenaren los Virreyes 

< ó Presidentes por vía de Gobierno, puedan apelara uues- 

< tras Audiencias donde se les haga justicia conforme á las 

< leyes y ordenanzas, y los Virreyes y Presidentes no les 

< impidan la apelación, ni se puedan hallar ni hallen pre- 
« sentes á la vista y determinación de estas causas, y se 
€ abstengan de ellas. > 

Esta ley que había sido uua ordenanza de Carlos V desde 
el principio del Virreinato del Perú, trajo mil embarazos 
cuando se crearon las Audiencias subalternas. Otra posterior 
la explicó y confirmó.; « Pueden imponer apelación, dice la 

(1) Lib. 3. Cap. 6. 

(2) LL. 2, 13 y 14 tít. 14 lib. 2 R. de I. y LL. 16, 66 y siguientes 
tít. 16, lib. 2 R. de I. 

(3) L. 31, tít. 16, Ub. 2.* R. de I. 
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< Ley 22, tít. 12, lib. 5 R. I. de los actos, acuerdos y órdenes 
« que hubiesen proveído los Virreyes ó Presidentes en el Go- 
« bierno, para las Reales Audiencias, como se contiene en la 
« Ley 35, tít 15, lib. 2. Y declarannos que de los Virreyes se 
« ha de apelar para las Audiencias de Lintia ó de México y 
« no para otra alguna de las subordinadas. Y por excusar 

< inconvenientes ordenamos que en tales casos se hallen 

< presentes á la vista y determinación, todos los oidores en 

< acuerdo de justicia y no en sala particular. » 

Otra se dio después para explicar las leyes citadas en caso 
que se cometiese á los Virreyes cualquier negocio ó causa. 
L& L. 24, tít. 12, lib. 5, R. L dice así : « Para mas extensión 

< y claridad de las leyes 34 y 35 tít. 15 lib. 2, estatuímos y 

< mandamos que en todos los casos en que los Virreyes 
« procediesen á título de Gobierno ó cédula nuestra, que se 

< les cometa cualquier negocio ó causa en lo general del 

< oficio, si alguna de las partes interesadas se agraviare 
€ tenga el recurso por apelación á la Real Audiencia donde 

< el Virrey presidiere, en ella se guarde justicia sobre el 
« negocio principal y calidad de la apelación en cuanto á si 
€ tiene efecto suspensivo ó devolutivo, y no se entienda que 
« está inhabida la Audiencia si no fuere cuando en las 
« cédulas especialmente se declare. > 

Por último, én el artículo 5.* de la Ordenanza de Inten- 
dentes del Virreinato de Buenos Aires, se volvió á confirmar 
el derecho de apelar para ante la Audiencia de toda provi- 
dencia que dictaren los Virreyes. 

Estas son las leyes que subordinaron á la jurisdicción de 
la Audiencia todas las provisiones de los Virreyes aunque 
fuesen meros actos de Gobierno que ocasionalmente trajeran 
perjuicios á un tercero. Así la potestad del Soberano estaba 
delegada á los Virreyes y Audiencias de América sin que 
pudiera decirse cuál era el superior entre ambos. 
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Mas en la Corte, donde residía el Jefe del Estado no había 
recurso alguno, ni ante las Audiencias ni ante los Consejos 
de lo que él mandaba, sino el de súplica ante el mismo 
soberano. Desde entonces podemos decir que las leyes cita- 
das eran particulares al género de Gobierno que regía en 
América y á la clase de delegación que se había hecho de 
la Autoridad Real á los Virreyes 6 Audiencias por la distan- 
cia del Poder Supremo. Pero hoy que los Presidentes de las 
Repúblicas no tienen su autoridad delegada de un poder 
superior; hoy que las Cámaras de Justicia no pueden tener 
otras atribuciones que las Audiencias de España, el recurso 
del Gobierno á la Cámara de Justicia no puede fundarse en 
las leyes citadas, mucho más en pleito de patronato ó de 
retención de bulas que estaba tan reservado al Jefe del 
Estado en su Supremo Consejo de Indias. 



CAPITULO V 

Concilios generales: Concilios Nacionales y Provinciales, ^ 
Sínodos Diocesanos y Capítulos de la Órdenes Regulares. 

La reunión de un Concilio general siempre ha tenido con- 
secuencias temporales de la mayor importancia. La historia * 
eclesiástica nos demuestra que los pueblos de África, Asia y 
Europa sufrieron espantosas revoluciones por las decisiones 
de los concilios sobre algunas palabras del Credo católico. 
Corrió también en el mundo inmensa sangre por principios 
de fe ó de disciplina eclesiástica fijados én los Concilios gene- 
rales, ó por tomar el carácter de Iglesia Universal, lo que 
sólo era una reunión parcial de prelados. Aunque sus reso- 
luciones sean meramente concernientes al dogma, al culto y 
disciplina, puede decirse que hasta ^ ahora han sido objetos 



Digitized by 



Google 



— 55 - 

que iüteresatr tan íntimamente á la sociedad política que 
los Jefes de los Estados y protectores de las Iglesias de su 
territorio han tenido razón para exigir que sobre materias tan 
importantes nada se decida, y mucho menos que la reunión 
de prelados tome el carácter de Concilio ecuménico sin 
conocimiento y exam^tí de los soberanos temporales, y quede 
así constituido, sin paítidpación alguna de ellos el cuerpo 
legislativo de la Cristiandad. Los obispos y prelados de las 
Iglesias deben por otra parte dejar sus sillas regularmente 
por muchos años y gobernar sus Iglesias desde países re- 
motos. Por estas consideraciones, los Soberanos han estado 
siempre en. posesión de prestarse ó no á la reunión de los 
Concilios generales, de hacer la convocación en su tem- 
torio y ordenar á los obispos se trasladen al lugar designado 
para las sesiones. Han estado también por las mismas causa 
eñ posesión del derecho de asistir á ellas por sí ó por sus 
embajadores, ño para decidir en las materias que se contro- 
vertían, sino como una justa consideración á la dignidad de 
Soberanos de Naciones Católicas; para conciliar su protección 
á las decisiones de la Iglesia, ó para que puedan cuidar que 
nada se trate que sea contrario á los intereses de sus pueblos 
y reclamar lo que pudiera alterar las costumbres de sus 
Estados, ó lo que de otra manera peijudicara á su derecho. 
El Sumo Pontífice, como cabeza de la Iglesia, es quien debe 
hacer la convocación de los prelados al Concilio general. Si 
la historia presenta ejemplos de convocaciones que hicieron 
los Emperadores del Orienté, fué por encargo de la Silla 
Apostólica ó de acuerdo con ella (juando el mundo Católico 
reconocía un solo Emperador temporal. (1) Mas desde la 
caída del Imperio Romano y desde que se formaron diversas 



(1) Walter, § 163; 
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Naciones cristianas, la convocación de los Concilios ha sido 
exclusivamente reservada al Papa. 

Los Emperadores de Alemania y los Reyes de Francia 
han tenido el singular privilegio de que se diga expresamente 
en la convocación del Concilio que se hace con consentimiento 
de ellos. (1) Paulo III lo dijo así para la indicación del 
Concilio Tridentino. Mas Pío IV, cuando dio la Bula para la 
tercera apertura de dicho Concilio, omitió exponer que lo 
hacía con consentimiento del Rey de Francia; y esta falta 
trajo graves cuestiones con la Corte Romana y fué la causa 
principal de no promulgarse en Francia el Concilio de 
Trcnto. 

Sin embargo del derecho reconocido de los Papas para 
convocar los Concilios generales, puede el Colegio de Carde- 
nales hacer la convocación, y tener el Concilio sin el Papa 
cuando no hay un Pontífice reconocido por toda la Iglesia, 
cuando existe un cisma y ninguno de los que pretendan al 
Pontificado quiera convocarlo, ó cuando se trata de la perso- 
na del Papa. (2) De todas maneras, la convocación no perte- 
nece á la naturaleza y carácter del Concilio, ni es materia 
dogmática sino de disciplina decidir quién debe convocar el 
Concilio general. (3) 

Como los Concilios generales representan la Iglesia Univer- 
sal, es preciso que la convocación sea tal, que pueda asegu 

rar este carácter representativo: es decir, que sean convoca- 
dos todos los Obispos de la Cristiandad, aun los que con 
cualquiera objetóse hallan en países anti-católicos y que cada 
Iglesia Nacional tenga sus representantes. Mas para que el 

(1) Merlín. Repert. verb. Concilio N. 4. 

(2) Bossuet, Defen. Declaraciones lib. 8." cap. 1 " y Cavalario part. 
8.* cap. 9, N. 18. 

(8) Cavalario, 1." parte cap. 9, N. 18 en la nota. 
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Concilio sea general n^^ es preciso la presencia de todos los 
llamados, y su número es accidental y de una importancia 
secundaria. (1) Por la convocación del Concilio Tridentino 
fueron llamados los Obispos de todas las Naciones y á pesar 
que por la distancia no asisti(^ ningún Obispo de América, el 
Rey declaró por cédula de 9 de Julio de 1621 (2), que com- 
prendía el Estado de las Indias. « Y habiéndose publicado, 

< dice, el Concilio Tridentino el año de 1564, se comprendió 
* en él el Estado de las Indias por las noticias que de unas 

< y otras se tenían.» Mejor hubiera dicho, porque asistieron 
á dicho Concilio los Obispos de España y no era preciso 
que concurrieran los de toda la Nación, que se componía 
entonces de la Metrópoli y sus Colonias. 

Los Arzobispos y Obispos como únicos jueces de la Fe, 
debieran ser los únicos que asistieran á los Concilios generales. 
Mas también se les ha reconocido á los Cardenales el derecho, 
de definir y votar en ellos p'>r su alta dignidad en la Iglesia. (3) 
Igualmente á los Abades con jurisdicción casi Episcopal y á 
los Generales de las órdenes regulares por razón de la juris- 
dicción que ejercen en sus subditos. (4) Los Obispos en todo 
tiempo habían podido asistir por procuradores, pero en el 
Concilio de Treuto, los de los Obispos del Reino de Ñapó- 
les no fueron admitidos con voto definitivo. (5) 

Los Obispos titulares asisten á los Concilios generales, defi- 
nen y los firman, pero la falta de todos ellob, no haría que 
■el Concilio dejase de ser ecuménico, por no tener ni pueblo 
ni jurisdicción, sino la sola Orden Episcopal. (6) 

(1) Melchor Oano de Locis Teolog. lib. 5.' cap. 3. Walter § 162. 

(2) Se halla en Frase, tom. 2, pág. 326. 

(3) Cavalario 3.* parte, Cap. 9 N. 4. 

(4) Benedicto. 14, de Sinod. Dioc. lib 13, Cap. 2, N. 6 
(6) Benedicto, 14, de Slnod. Dioc. lib. 13, Cap. 2, N. 13. 
(6) Walter § 162. 
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Aunque sean llamados y íjon€<urran los «lexos Sacerdotes 
oiomo Teólogos y Canonistas, no tienen voto deliberativo. Sin 
embargo, en el Concilio de Basilia se les. dio voto pleno y 
judicial. (1) 

Al Sumo Pontífíce por el primado de la Silla Romana cor- 
responde la presidencia de los Concilios generales. Si algunos 
del Oriente fueron presididos por los Emperadores Romanos, 
fué solamente en cuanto al orden exterior. Por eso en aque- 
llos Concilios había dos presidencias, una interior y episcopal 
que se ejercía dentro del Concilio, y otra exterior y civil que 
cuidara del orden exterior. 

Regularmente se reconocía en el Papa la prerogativa de la 
iniciativa. Pero había ejemplos de Concilios generales en los 
cuales los Obispos habían estado en posesión del derecho 
de proponer lo que juzgaren conveniente. En la primera 
Sesión del Concilio de Trento los Obispos reclamaron de la 
íórmuVd proponentibus legális; y los Legados de Pió IV decía- 
raron que ella no perjudicaba al poder legítimo de los Obis- 
pos de proponer lo que juzgaran útil ó necesario al bien de 
la Iglesia. (2) 

Para la definición de los negocios, los votos se cuentan por 
cabeza de todos los Obispos presentes. Pero en el Concilio 
de Constanza, por razones particulares relativas al cisma en 
que estaba la Iglesia, los sufragios fueron contados por Nació 
nes. Este ejemplo quiso seguirse en el Concilio de Trento á 
causa del gran número de Obispos Italianos, muchos de ello& 
creados con el fin de asegurar la preponderancia de la Corte 
Roniana. A pesar de los esfuerzos que sobre este punta 
hicieron los prelados Españoles y. Franceses, los votos no s& 



avalario 3.* parte Cfip. 9 N. .6 en la, nota, 
íerlin art. Ooncil N. 7. 
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contaron por Naciones, sino por el número de los Obispos 
presentes. (1) 

Cerrado el Concilio, sus actas se remiten al Soberano Pon- 
tífice, y confirma ó nó las decisiones y cánones que se han 
establecido. Aunque los Obispos tenf^an un voto deliberativo, 
el Papa no está obligado á confirmar lo que el mayor nú- 
mero resolviere, porque él es Supremo Juez, el centro de la 
unidad de la Iglesia, y los principios todos de la Relio;ión 
Católica obligan á estar en comunidad de fé con la cabeza 
visible de la Iglesia. (2) 

Se ha acostumbnido también remitir al Concilio, á los Pa- 
triarcas mayores, los cuales daban sus cartas dogmáticas 
demostrando que consentían en todo lo que se había deci- 
dido. Los Obispos ausentes y aún los Soberanos tempomles 
muchas veces los han firmado, no defiriendo, sino para sólo 
manifestar su conformidad en todo lo resuelto por la Iglesia. 

Confirmado el Concilio, el Pontífice lo pasa á los Sobera- 
nos temporales para que ordenen su publicacióu, y ejecución 
en sus estados. Si los Obispos reunidos en Concilio se hu- 
bieren permitido trasformar en doctrinas religiosas cuestio- 
nes civiles, ó políticas, sus decisiones no siendo juicios infa- 
libles, los Soberanos no estarían obligados á reconocerlas 
como decisiones de la Iglesia. Y aún en lo puramente con 
cerniente al dogma, si la resolución de la Iglesia amenazara 
traer un gran mal al Estado podrían suspenderla publica- 
ción y ejecución de lo que hubiere dispuesto el Concilio 
general, mucho más ahora que está fijado el dogma católico 
y que pueden las naciones atenerse á lo dispuesto por los 
Concilios precedentes. Las facultades del poder temporal no 
por esto se extienden al fondo de la disposición, ni participan 

(1) Merlin art. Ooncil N. 8. 

(2) Benedicto 14 de Sinod. Dioc. lib. 13 Cap. 2 N. 3. 
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del poder lejislativo en una sociedad coo la Iglmesia, inde 
pendiente y distinta del Estado. (1) 

En lo concerniente á la disciplina podría suceder tamlúén 
que existiem en alj^unas naciones usos y costumbres parti- 
culares, indiferentes en sí, y muy lejítimus desde que los 
prelados de Jas I<?lesias las hubieran tolerado, las cuales fue- 
sen destruidas por los Cánones del Concilio general. El So- 
berano podría sin dada sostener su conservación y no admi- 
tir en esa parte las reformas del Concilio. Hoy está recibido 
por la misma Iglesia que en cuanto á la disciplina, la dis- 
posición de los Concilios generales sólo f»bliga á los Estados 
que los han recibido. La España no admitió el Concilio 
Lateranense que presidió Alejandro III ni el que se tuvo 
bajo de Inocencio III, y la Francia no reconoce ni ha hf-cho 
ejecutar varias resoluciones disciplinarias del Concilio de 
Trento. Los Papas por esto han exigido mil veces de los 
Jefes de la í^aiciión la confirmación de los Concilios para 
que también los Cánones de la Iglesia estuvieran bajo la 
protección del Gobierno temporal y fueran ellos una ley 
Civil del Estado. El Concilio Tridentino no se observó en 
España hasta que Felipe II por cédula de 12 de Junio de 
1564 (2) mandó que se guardara y ejecutara cuanto en él se 
ordenaba, y aún esto fué extendiéndose en documennto reser- 
vado otra declaración del Rey, por la que se decía que 
aquella aprobación del Concilio era, en cuanto no derogaba 
las costumbres de la Nación ni derecho alguno del Soberano 
reconocido hasta entonces. (3) Entrando lo dispuesto en el 
Concilio en el rol de la ley general, el Soberano tiene dere 

(1) Véase sobre la materia á Walter § 174 y Lamenais tom. 6 
pag. 282 edic. de 1844. 

(2) Es la L. 13 tit. 1.* lib. 1/ N. R. 

(3) Cavalario 3.' parte, Cap. 1.", N. 10. 
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chos y obligaciones para velar y hacer camplir el código es- 
piritual y eclesiástico que pasó á ser ley civil. El uso de un 
derecho que acaso pudo creerse contrario á los principios 
católicos, ha servido en los Gobiernos cristianos á la guarda 
j conservación del dogma y disciplina eclesiástica. 



Concilios Nacionales y Provinciales. 

Los Concilios Nacionales se comp )nen de tcdos los Arzo- 
bis[Os y Obispos de la Nación. Pueden, sin embargo, ser lla- 
mados Obispos extranjeros, como sucedió en el último Con- 
cilio Nacional de Francia al cual asistieron ^ muchos Obispos 
de Alemania. La convocación siempre perteneció en España 
al Soberano, pues no habiendo allí Patriarca, no pareció 
bien dar un derecho tan importante á ningún Metropoli- 
tano. (1) Los Obispos electos por el Gobierno, pero aún no 
confirmados, no han tenido voto en los Concilios aunque 
estén gobernando la Iglesia vacante. En el Concilio Nacional 
de Francia de 1811 hubo sobre la materia las discusiones 
más empeñadas que al fin se acabaron renunciando por sí 
los Obispos electos al voto deliberativo. (2) 

La Presidencia del Concilio Nacional corresponde, cuando 
no hay Patriarca, ó Primado, al Arzobispo de Toledo, como 
Primado en aquellas Iglesias. Las falsas decretales mandaron 
que no pudiese celebrarse Concilio alguno sin autoridad de 
la Silla Apostólica, (3) la cual siempre que llegaba el caso 

(1) Marca in concord. lib. 6, Cap. 17 y siguientes. 

(2) Memorias para servir á la hist. eclesiástica afío 1811. 

(3) Can. 2, Disp. 17. 
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mandaba un Legado á presidirlo. El Legado Pontificio por 
su solo voto regularmente remitía á Su Santidad todas las 
decisiones del Concilio como materia dudosa para que el 
Papa dispusiera lo que hallara conveniente. (1) Mas habiendo 
el Concilio de Trento (2) restituido la antigua disciplina, y 
dado facultad á los Metropolitanos para celebrar cada tres 
años los Concilios provinciales sin licencia del Papa, se juzgó 
que lo mismo debía ser en los Concilios Nacionales, pues la 
diferencia entre ellos no consiste sino en la mayor extensión 
de la Diócesis. Así sucedió que el grande Concilio de Francia 
que hemus. citado de 1811 fué únicamente convocado por el 
Jefe áe\ Estado y lo presidió el Arzobispo de León como 
Primado en la Nación, ó como el Arzobispo más calificado, 
pues que era Cardenal. (3) 

El Concilio Prí^vincial es el que tiene de los Obispos de 
una provincia eclesiástica con el Arzobispo Metropolitano de 
ella. Por la disposición citada del Concilio de Trento no se 
necesita el consentimiento del Sumo Pontífice para cele- 
brarlo. Pero en todo tiempo ha sido preciso el del Gobierno 
de la Nación. (4) Cuando en América había necesidad de 
reunirlo, la ley de Indias ordenaba que ante todo se diera 
noticia al Soberano mismo, quien juzgaba de su oportunidad 
y lo permitía ó no. (5) Pero una cédula posterior manda 
que los Arzobispos de América sin necesidad de ocurrir al 
Rey para tener el Concilio Provincial, se pusieran sólo de 



(1) Marca lib. 6, Cap. 30. 

(2) Sección 24 Cap. 2, de refonn. 

(3) Memoria para servir á la hist eclesiástica año 1811. 

(4) Walter §;161. 

(6) L. 1/ tit. 8 Ub. !.• R. I. 
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acuerdo con los Virreyes y Oapitaaes Geuerales. (1) «Ellos 
debían tenerse cada doce años, ó ajtes si así lo ordenaba el 
Sumo Pontífice, (2) pero sin perjuicio del asentimiento del 
poder temporal. (3) 

Los Obispos de la provincia eclesiástica no pueden reu- 
nirse en Concilio Provincial por sí ó por la convocación sola 
del Soberano, pues según los cánones apostólicos, nada deben 
hacer sin la asistencia de sus Metropolitanos sino en el r^gi- 
aien particular de sus Diócesis. (4) El Concilio de Antioquía 
recibido en toda la Iglesia priva á los Obispos reunirse en 
Concilio por su propia autoridad y ordena que precisamente 
sean convocados por el Metropolitano. (5) Lo mismo ordenó 
la cédula para Indias. (6) 

En Francia las leyes aun privan á los Obispos reunirse, 
concertarse ú obrar en nombre colectivo sin autorización del 
Gobierno. Llega esto al extremo que ni aun en nombre co- 
lectivo pueden dirigirse al Soberano mismo sin su previa 
licencia. En 1844 el Arzobispo de París y sus sufragáneos 
los Obispos de Versalles, Meaux, Blois y Orleans por la pro- 
vincia eclesiástica de París dirigieron al Rey una memoria 
sobre la enseñanza en las escuelas, y tal acto se reputó como 
una infracción de las reglas de la disciplina eclesiástica. En 
1835 el Obispo de Moulins escribió una circular á otros 
Obispos, y un decreto del Consejo de estado de 4 de Marzo 



(1) Cédula de 21 de Agosto de 1769 se hallará en el Teatro de Ja 
legislación, art. Concilios Provinciales § 3.* 

. (2) L. 1.* tít. 8 lib. R. I. 

(3) Cavalario parte. 3.* Cap. 9 N. 28. 

(4) Canon 36. 

(6) t Canon 20 y' ConciJIo Nicen Camai . 6.* 

(6) Art. 2.* de la cédula de 21 dejAgíWBtofde 17^89. 
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del mismo afio declaró abusivo este modo de concertarse los 
Obispos. (1) 

Si la Iglesia Metropolitana está vacante, el Vicario Capi- 
tular del Arzobispo no puede convocar el Concilio Provin- 
cial. (2) En tal caso la ley de la Iglesia ha mandado que la 
convocación se haga por el Obispo más antiguo de la pro- 
vincia eclesiástica. (3) 

En la convención debía insertarse la cédula citada de 21 
de Agosto de 1769 que se llamó por las misma>s el Tomo 
Regio. (4) En ella se expresan los Obispos que debían tener 
en América los Concilios Provinciales y las materias princi- 
pales de que debían ocuparse, pues en los Sínodos particula- 
res como son los Concilios Provinciales, regularmente no se 
trata de cosa alguna relativa á la fe. (5) 

En la convocación debe llamarse á todos los Obispos de la 
provincia eclesiástica y aun á los exentos del Metropolitano, 
pues en conformidad á lo mandado por el Concilio de Trento 
(6) ellos debían, sin embargo, estar adscriptos á una Metró- 
poli eclesiástica para concurrir al Concilio Provincial y ob- 
servar sus disposiciones. 

Los Canónigos y Dignidades de las Iglesias Catedrales 
deben ser también llamados y pueden asistir por procura- 
dores. (7) Igualmente los de las Iglesias Colegiatas (8) y 



(1) Véase: Dupin, derecho eclesiástico pág. 349. 

(2) Benedic. 14 de Sínod Dice. lib. 2.' Cap. 9 N. 7. 

(3) Coiie. Trid. Sección 24 Cap. 2 de reform. 

(4) Art. 2.' de dicha cédula. 

(6) Benedic. 14 lib. 18 Cap. 3 N. 3 Caval. 3.* parte Cap. 9 N, 7. 

(6) Sección 24 Cap. 2 de reform. 

(7) Benedic. 16 de Sínod Dioc. lib. 13 Cap. 2.' N. 6 y lib. 3 Cap. 4 N. 1." 

(8) Van-Espen. parte I.* tít. 20 Cap. 1 / 
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personas del Clero que se juzgue conveniente que asistan. (1) 
También deben ser convocados los Provinciales y Superiores 
de las órdenes regulares. (2) 

En América estaba mandado que los Virreyes á nombre 
del Rey asistieran á los Concilios Provinciales. (3) En los 
primeros que se celebraron en el Perú, el Virrey de Lima se 
presentó con un poder en forma del Soberano y lo exhibió 
ante el Concilio. (4) 

El derecho de decidir y firmar los Concilios Provinciales 
corresponden exclusivamente á los Obispos. Los Canónigos, 
los Superiores de las órdenes religiosas y los Presbíteros que 
asistan tienen sólo voto consultivo. (5) Aunque pueden citarse 
mnchos Concilios Provinciales tenidos en la misma Roma en 
los cuales los Presbíteros que asistieron tuvieron voto deli- 
berativo y los firmaron; pero esta facultad no ha parecido 
un derecho propio, sino una concesión de los Obispos reti- 
rada en épocas posteriores. (6) 

La votación se cuenta por los Obispos presentes. Lo re- 
suelto por el mayor número obliga á las Iglesias cuyos 
Obispos hubiesen votado en contra, pues todos deben acep- 
tar l>s estatutos que se hagnn en el Concilio Provincial y 
ponerles su firma. (7) Si un Obispo de fuera de la provincia 
eclesiástica hubiese sido llamado al Concilio, él votaría como 



(1) Benedic. 14 lib. 3. Cap. 4 N. 6. 

(2) Art. 17 de la cédula de 21 de Agosto de 1769. 

(3) L. 2 tít. 8 lib. 1. R. I. 

(4) Fraso tom. 2. pág. 326 trae copia de las cartas originales. 
(6) Benedic. 14 lib. 13 Cap. 2 N. 6 y lib. 3 Cap. 4 N. 1.* 

(6) Benedic. 14 de Sínod. Dioc. lib. 13 Cap. 2 N 6. 

(7) Benedic. 14 N. 4. 
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los demás y con igual autoridad. Su carácter le sigue ese 
TribuDal del GCai es miembro por adoptiición. (1) 

Concluido el Coucilio, la ley de Indias msnda que se remita 
aJ Soberano antes de la impresión y publicación para obte- 
ner su aprobación. (2) Ti nada de lo resuelto se ejecuta hasta 
que el Gobierno da la orden correspondiente. (3) Pues no 
debe estar en las facultades de un Concilio Provincial mu- 
dar la disciplina de las Iglesias cuando ya está corroborada 
con la autoridad de la ley civil y cuando el origen de ella 
ha sido los cánones de los Concilios generales, ó de las 
bulas de los Sumos Pontífices aceptadas por los soberanos 
temporales. 

Desde los más renwtos tiempos los Concilios Provinciales 
se han mandado al Sumo Pontífice por cartas sinodales para 
su confirmación. (4) Pero habiendo el Concilio de Trento au- 
torizado la celebración de ellos sin la previa licencia del Papa, 
se creyó que tampoco era precisa su aprobación ó confirmación. 
Sin embargo, Sixto V., fundándose en estar encomendada á 
los Papas la observancia de los decretos del Concilio Triden- 
tino, ordenó por su Constitución de 1587 que todo lo 
dispuesto en los Concilios provinciales se remitiera antes de 
publicarse á la Sagrada Congregación de interpretación del 
Concilio de Trento, no para confirmarse, sino para su correc- 
ción, por si hubiera mandado algo que debiera suprimirse. (5) 
La Ley para América ordenaba como se ha visto, que 
se remitiera al Consejo de Indias. Si el Consejo no hallaba 
inconveniente para la publicación y ejecución, lo remitía al 

(1) Portalis Ooncord. de 1801 pág. 176. 

(2) L. 6, tít. 8, Ubro 1." R. I. 

(3) L. 2 id. 

(4) Tomasin, parte 2.*, lib. 3., cap. 67. 

(6) Benedic, 14 de Sinod. Dioe., lib. 13, cap. 3, N.' 3 y Walter, § 164. 
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Sumo Pontífice al objeto determinado por la Constitución de 
Sixto V. (1) No son, pues, los prelados, sino el Soberano 
del Estado que remite los Estatutos del Concilio al Sumo 
Pontífice. El Concilio provincial de Lima de 1583, fué en 
efecto remitido por el Rey á la Sagrada Congregación, la 
cual enmendó muchos de sus capítulos, j con esas correccio- 
nes se mandó publicar. (2) El cuarto y quinto Concilio 
Provincial tenido en la misma ciudad, no se aprobó ni en 
Roma ni en Madrid, y por lo tanto no se publicó. (3) 

Aunque los Concilios Provinciales no se mandan á Roma 
para su confirmación, sin embargo los Papas han confirmado 
muchos de ellos para que sus decretos ó decisiones fuesen 
mucho más respetadas. (4) La confirmación del Pontífice no 
convierte en Ley general lo mandado por el Concilio provin- 
cial, pues sólo obliga en la provincia eclesiástica. (5) 

Creado el Arzobispado de Charcas por la desmembración que 
se hizo del de Lima, nació en estos pueblos la cuestión, 
si los Concilios provinciales del Perú obligaban ó nó en el 
nuevo Arzobispado y en los Obispados creados después en 
territorios que antes formaban una sola provincia eclesiástica. 
La común opinión de los Prelados y de los Sínodos Dioce- 
sanos de las nuevas igl^,sias fué que debía obedecerse lo 
mandado en los Concilios Provinciales de Lima, lo cual 
podía también apoyarse en algunas resoluciones Reales. (6) 



(1) L. 7, tít. 8, lib. 1.' R. de I. 

(2) Morelli, orden 178. 

(3) Nota 3 al tít. 8, lib. 1 R. de I. Edición de Boix. 

(4) Benedic, 14 de Sinod. Dioc, lib. 13, cap. 3, N.° 4. 
(6) Id. N.' 6. 

(6) Véase Morelli notará la ordenación 178. 
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Sínodos Diocksanos. 

La Ley de Indias (1) mandó observar la disposición del 
Concilio de Trento que prescribió á los Obispos tener cada 
afio un Sínodo de los Prelados y Clérigos de su Diócesis. El 
Obispo por la potestad y jurisdicción que tiene en ella, es 
quien debe hacer la convocación aunque sólo esté elegido ó 
confirmado por Su Santidad y le falte su Consagración; pues 
la jurisdicción se le trasmite con solo la confirmación del 
Papa aunque carezca de la orden. (2) El Obispo electo por 
el Soberano temporal y presentado al Sumo Pontífice puede 
convocar el Sínodo, no por derecho propio, sino en virtud de 
la delegación de las facultades del Cabildo eclesiástico en 
Sede vacante que se hace inmediatamente como lo espon- 
dremos más adelante. El Vicario General del Obispo no 
puede convocar el Sínodo Diocesano porque sólo tiene la de- 
legación de la jurisdicción contenciosa. (3) Pero sí podrá 
hacerlo el Vicario Capitular que en la vacante gobierna la 
iglesia, porque eu él reside toda la jurisdicción episcopal. (4) 
Y con mayor razón el Vicario Apostólico que esté gobernan- 
do la iglesia, ó porque no esté creado el Obispado ó porque 
esté vacante la Silla Episcopal. (5) 

La cédula para América de 21 de Enero de 1772 (6) or- 
denó que el tomo Regio ó cédula de 21 de Agosto de 1769 
dada sobre los Concilios provinciales se observara en los 

(1) L. 3, tít. 8, lib. 1.» R. I. 

(2) Benedic. 14, de Sínod. Dioc, lib. 2, cap. 2.*, Cavalario, 3.* partet 
cap. 9, N. 30. 

(3) Benedic. 14, lib. 2.', cap. 8. 

(4) Id. cap. 9. 
(6) Id. cap. 10. 

(6) Se halla en el Teatro de la Legislación, art. Concilios. 
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Sínodo» Diof esanoft. 'E^ óMr; q«e la convocaaéo debe ha- 
cerse en lar forma» qtre a'llíi se prescribe mandándose á los 
llamBdo» 86l Caneitio; co|>ia (fe dicha cédula' partí qiie estén 
enterados de loá^' objetos- pHriciffttes- que* deben teatatse-, (If) y 
poiiSéDft9fle aate& á& acuerdo con el gobierno t^ripbral de/ la» 
Diócesis; 

Los Canónififosde la& Iglesias- Catedrales y Colegiatas deben 
ser convocadas- como en: el Concilio Provincial, (2) igualinen^ 
te todos los curasi (3) y los que tienen algún beneficio en 
la Iglesia, (4) el Vicario general ; los Vicarios foráneos, (5) 
los Provinciales, Priores, Guardianes y Prelados de las órde- 
nes regulares. (6) En geneml, puede todo el Clero ser con- 
vocado cuando se vaya á tratar de las reformas de sus 
costumbres, ó sea preciso dar á cada uno lonocimiento dé 
los estatutos que se hubieren hecho en el Concilio Pro- 
vincial. (7) 

Como el Obispo ó el que ocupa su lugar en la Diócesis es 
el único que tiene potestad para dar leyes y jurisdicción á 
su iglesia, él solo deberá decidir y firmar el Sínodo. (8) Los 
Canónigos de la Catedral de Sevilla disputaron en una vez 
fundados en ejemplos anteriores, que tenían el derecho de 
definir y firmar las Constituciones Sinodales. Pero la cuestión 
fué decidida contra ellos, declarándose que fuera del Obispo 

(1) Sobre la materia, Cavalario, 3.* parte, cap. 9, N.' 34. 

(2) Benedic. 14, lib. 3, cap. 4. 

(3) Id. cap. 6. 
.(4) Id. cap. 6. 

(6) Cavalario, 3.* parte, cap. 9, N." 31 y 32. 

(6) Art. 17 de la cédula de 21 de Agosto de 1769 y Benedic. 14 lib. 
3, cap. 2. 

(7) Benedic. 14, lib. 13, cap: 2.* 

(8) Id. lib. 13, cap. 2." 
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ó del que gobierna la iglesia nadie tiene voto deliberativo 
ni debe por lo tanto firmar el Sínodo Diocesano. (1) 

El Obispo luego de firmadas las Constituciones Sinodales 
debía por la Ley de Indias mandarlas á los Virreyes y Go- 
bernadores del distrito para que vistas por ellos y no hallando 
cosa alguna contra los derechos, del Soberano 6 que de otra 
manera tra-jera un notable inconveniente, ordenasen su eje- 
cución. Si el gobierno particular del territorio creía que las 
Constituciones Sinodales atacaban los derechos del Soberano, 
mandaba sobreseer en su cumplimiento y las remitía al 
Consejo de Indias para que dispusiera lo que hallara opor- 
tuno. (2) 

Con la aprobación ó permiso del Gobierno del territorio, 
el Obispo ordena la publicación del Sínodo haciéndolo leer 
en la Iglesia Catedral y en las iglesias parroquiales sin que 
sea preciso que la remita á Roma para su corrección ó en- 
mienda. (3) 



Capítulos de las Ordenes Regulares. 

Los Religiosos que venían á América no podían reunirse 
en convento en el lugar que ellos eligieran. El Virrey ó 
Gobernador con el Prelado de la Diócesis determinaba el 
pueblo donde se había de establecer el convento. (3) Los de 
la misma orden se dividían en provincias religiosas con sus 
correspondientes Superiores y en absoluta independencia las 
unas de las otras. Esas provincias religiosas no podían for- 

(1) Benedic. 14, lib. 13, cap. 2.' 

(2) L. 6, tít 8, Ub. 1.* R. I. 

(3) Benedic. 14, lib. 13, cap. 2, N. 6 y 7. 

(4) L. 2, tít. 13, Ub. 1.' R. I. 
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maree sino por la licencia expresa del Gobierno del Estado. 
(1) Según las Constituciones de cada orden, á tiempos se, 
fialados se reunían en capítulo general los padres de una 
misma provincia para elegir sus provinciales, guardianes ó 
priores de los conventos. Los capítulos presentaban en otro 
tiempo un grande interés por la riqueza é influencia que 
tenían en América las órdenes regulares, y más de una vez 
se vieron en ellos desórdenes de graves consecuencias. Por 
esto el Rey siempre que temía que esto sucediera nombra- 
ba un prelado ú otra persona que fuese á presidir el capítulo. 
En la nota última del tít. 6, lib. l.'R. C. dice así: «En todos 
los casos que se teme que ha de haber disensión ó cuestión 
en las elecciones de provinciales y generales de las órdenes 
« así de oficio como á pedimento de parte, nombra S. M. 
« prelado ú otra persona que va á presidir los capítulos.» 
En América la ley mandaba que el Virrey asistiera á ellos 
para conservar el orden y hacer guardar las respectivas cons- 
tituciones, y que cuando se tuvieran donde él no se encontrase 
les escribiera cartas monitorias encargándoles guardar sus 
institutos. (2) Y aún podía arrestar y sacar de sus provincias 
á los regulares que causen desórdenes en los capítulos. (3) 
No estaba á esto limitada la autoridad sobre los capítulos 
de los regulares, sino que aún el Obispo ó Arzobispo de la 
Diócesis podía poner veto á las elecciones que se hicieran 
cuando recayesen en personas que no tuviesen las cualidades 
necesarias. En la cédula de 8 de Octubre de 1624 el Rey 
decía al Arzobispo de Manila: «Estén bien las diligencias que 
« hicisteis por estorbar el nombramiento que pretendían ha- 
< cer de provincial de la Orden de San Agustín en persona 

(1) L. 2, tít. 13, lib. !.• R. I. 

(2) L. 60, tít. 14, lib. 1/ R. de I. 

(3) L. 61, tít. 14, lib. 1.* R. de I. 
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• qufií DO tenía, las» partes y reqw^'ito» aeeesados) y siempre» 
« acudiréis á^ semajaates- cosas^ cooif> estéiis obligaáo.» (L) 



CAriTULO VI. 

Bulas Pontificias, bxl pase ó retención 

Las razones que los Soberanos han tenido para permitir 6 
nó la reunión de los Concilios generales y la publicación de 
sus decisiones son las que pueden autorizarlos para retener 
ó dar el pase á las Bulas Pontificias aunque sean meramente 
dogmáticas. Mil veces los Soberanos Pontífices han traspasado 
los límites de sus santas funciones y han legislado ó aconse- 
jado en negocios puramente temporales con grave perjuicio 
de los pueblos. En estos últimos anos se han visto encíclicas 
contra la independencia de América y contra la libertad de 
la Polonia cuyo curso no era posible permitir. Por otra parte^ 
los Papas han dado á los Soberanos, principalmente á los 
de América como ya se ha visto, derechos especiales en ol 
gobierno de las iglesias de su territorio, de los cuales ya no 
pueden privarlos y volver sobre las facultades originarias de 
la Santa Sede; y sin duda que los Soberanos temporales 
pueden velar por la conservación de ellos é impedir que los 
Sumos Pontífices se los abroguen. Pero sería un error con- 
cluir de aquí que tienen facultad para retener los rescriptos 
Pontificios cuando quieran hacerlo. Esto sería un abuso de 
la fuerza, que desgraciadamente se ha repetido mil veces. 
El poder del Soberano Pontífice instituido por Dios mismo, 

(1) Se halla en Fraso, tom. 2, pág. 323. 
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permanecerá siempre tal como Dios ha querido que fuese, 
reconózcasele ó nó por las potencias temporales. La unidad 
de la doctrina no puede sal)sistir sin un poder continuo, 
capaz por sí de declarar lo que es conforme con la fe de la 
iglesia, y lo que él prescriba debe obligar en conciencia á 
los fieles que tengan la certidumbre moral de su existencia 
por cualquier conducto que les venga, porque eso importa 
reconocer la autoridad de la iglesia. Así es que en muchos 
Estados de Alemania las leyes (1) respecto á las Bulas dog- 
máticas autorizan sólo á los Gobiernos para examinar si entre 
las disposiciones cuya publicación se solicita, hay alguna de 
distinta naturaleza que las otras, debiéndose consentir las 
Bulas si no la hubiese. Van-Espen, defensor exagerado de los 
derechos de los Gobiernos, en este punto se expresa así: 
Ytaque nequáquam dependet á puhUcafione vel execidione decreti 
sm hulee dogmatices, ut quis dogmati assensum fídei proehere tema- 
tur, eo quod proeveniendo omnem publicafionem et executionem 
teneatnr quis fide divina credere dogma, quod ipsi suficienter 
constat ex divina revelatione esse tradiium, Qu/i uñase proptef 
placitum Regium nequáquam spectat ipsumfidei assensum pross- 
tandum dogmati; de quod Jidelibics sujfficienter constat esse divi 
nitus rébelatum; sed dum faxat exfemum illud quod consistit in 
ipsa dogmatis extema propotitione, publicatíone et executione. (2) 
Otros, y principalmente los franceses, hacen depender la 
autoridad del Pontífice de la autoridad del Episcopado, y que 
las decisiones de los Papas no obligan mientras no asientan á 
ellas los Obispos de las Iglesias particulares. Pero una igle- 
sia particular no puede decir que no piensa como el Papa, 
porque entonces el poder de la iglesia misma sería incierto y 
no se sabría dónde estaba la verdadera doctrina. 

(1) Véase á Walter, § 173 y sus notas. 

(2) De public, Leg. Eeles., parte 5, cap. 2, § I.' 
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Vamos después de esto á esponer el derecho positivo so- 
bre el pase ó retención de las Bulas Pontificias. 

Como el Soberano de la América residía en España, y allí 
se hallaban sus Supremos Consejos, á quienes estaba enco- 
mendado el pase ó retención de las Bulas, las leyes de 
Indias sólo mandan que las autoridades civiles ó eclesiásti- 
cas no den cumplimiento á Breves ó Bulas Pontificias que 
no tengan el pase del Consejo de Indias, y que si se le pre- 
sentase alguna sin esta j>revia diligencia, la remitan al Go- 
bierno. (1) Esto suponía la necesidad de la presentación de 
los decretos ó gracias Pontificias. Las leyes que rigen la ma- 
teria, serán, pues, las leyes de España, y por ellas vamos á 
ver cómo se obtienen ó pasan las decisiones, ó concesiones 
pontificias. 

La ley principal es la 37, tít. 3, lib. 1\ R. C, que es hoy 
la ley 9, tít. 3, N. R. «Manda, dice, se presenten en mi 

< Consejo antes de su publicación y uso todas las Bulas, Bre- 
«ve« y Rescriptos y despachos de la Curia Romana que 
«contuvieren Ley, Regla ú observancia general para su re- 

< conocimiento, dándoseles el pase para su ejecución en cuan- 
f to no se opongan á las regalías, concordatos, costumbres, 
« leyes ó decretos de la Nación ó no induzcan en ella noveda- 
« des perjudiciales, gi-avámen público ó de tercero.> 

Segundo. — «Que también se presenten cualesquiera Bulas, 
« Breves ó Rescriptos, aunque sean de particulares que con- 
«tuvieren derogación directa ó indirecta del Santo Concilio 
« de Trento, disciplina recibida en el Reino, Concordato de 
« mi Corte con la de Roma, los Notarios, Grados, títulos de 
« honor, ó los que pudieren oponerse á los privilegios ó re- 
« gallas de mi corona, Patronato de legos, y demás puntos 
«contenidos en la ley T, tít. 13, lib. I'.» 

(1) L. 66, tít. 7 y L. 2 hasta 6', tít. 9, lib. 1* R. de I. 
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Tercero — «Deberán asimismo presentarse todos los res- 
f criptos de jurisdicción contenciosa, mutación de Jueces, de- 
« legaciones ó avocaciones para conocer en cualquiera ins- 
«tancia de las causas apeladas ó pendientes en los trihuna- 
« les eclesiásticos de estos Reinos, y generalmente cuales- 

< quiera monitorios y publicaciones de censuras, con el fin 
* de reconocer si se ofende su Real potestad temporal ó de 
f mis tribunales, Leyes ó costumbres recibidas, ó se perjudi- 
«ca la pública tranquilidad ó be usa de las censuras in Ccma 
^Dominiy suplicadas y retenidas en todo lo perjudicial á las 
«regalías.» 

Cuarto — «Del mismo modo se han de presentar en mi Con" 
«sejo todos los Breves ó Rescriptos que alteren, muden ó dis- 

< pensen los institutos y constituciones de los Regulares, aun- 
« que sea á beneficio ó graduación de algún particular, por 

< evitar el perjuicio de que se relaje la disciplina Monásti 
«ca, ó contravenga á los fines y pactos con que se han es 
« tablecido en el Reino las órdines religiosas bajo del Real 
«permiso.» 

Quinto — «Igual presentación previa deberá hacerse de los 
«Breves ó despachos que para la exención de lajurisdic- 
«ción ordinaria eclesiástica intente obtener cualesquiera cuer- 
«po, comunidad ó persona.» 

En Buenos Aires se ha reproducido esta ley extendiéndo- 
la á las instituciones de Obispos in partihus que no se ha- 
llen consagrados y pretendan serlo en la provincia. (1) 

También debían presentarse para obtener el pase las pa- 
tentes de los generales de las órdenes regulares para el Go- 
bierno de los Conventos. (2) 



fl) Decreto de 27 de Febrero de 1837. 
(2) L. 23, tít. 14, lib. r. R. de I. 
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Perj no generalmente toda patente, sino las que se diri- 
gieran á extinguir alguna provincia conventual ó crearla de 
nuevo, fundar Conventos, enviar visitadcires 6 provinciales, 
nombramientos de Presidentes para los capítulos, quedando 
exceptuados los que tuviesen sólo por objeto el gobierno in- 
terior ó doméstico de los Religiosos. (1) 

Se quiso al fin evitar que el Gobierno se viera en la ne- 
cesidad de negar el pase á las Bulas ó Rescriptos de Su 
Santidad, y se ordenó que el Embajador en Roma no con- 
sintiera impetrar ni impetrara él gracia, ni despacho alguno 
para América, sino aquellos que el Gobierno le avisara ú 
ordenara. (2) 

Para quü esta ley tuviera su efecto, se prescribió una 
regla general para los ocurs »s al Pontífice por la circular 
de 16 de Setiembre de 1778, que es hoy la Ley 12, tit. 3, 
L. 2 N. R., mandándose que nadie ocurriera al Soberano 
Pontífice por gracia, indulto, dispensaciones ó privilegios, sin 
presentarse antes al Prelado de la Diócesis demostrando la 
necesidad de obtenerlos. El Ordinario debe remitir las pre- 
ces al Gobierno con su dictamen sobre ellas, y visto todo, 
el Gobierno les da ó nó dirección. Las Bulas, Breves ó Res- 
criptos que se obtengan sin observar estos trámites, no 
obtienen el pase. De las reglas dadas sólo se exceptúan las 
de penitenciaría, que en América serán muy singulares por 
las facultades con que están autorizados los Obispos ó Pre- 
lados. Como el Gobierno toma á sí, antes de impetrarse las 
letras Apostólicas, conocimientos suficientes de su convenien- 
cia, cuando ellas vienen, se les da el pase sin necesidad de 
otras actuaciones. 



(1) L. 64, tít. 14, lib. !•. R. de L 

(2) L. 9, tít. 9, lib. r. R. C. 
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Según las leyes citadas, deben, pues, retenerse las Bulas 
que alt(>ran las costumbres y disciplina eclesiástica ordenan- 
do otra cosa que lo que está «landado por el Concilio de 
Trentü que es ya una ley civil. 

Las que derogen privilegios dimanados de la Santa Sede 
que se han elevado á la ley civil por el Soberano del Esta- 
do, como se dice de la facultad de dividir los Obispados, que 
fué dada por la Silla Apostólica y es hoy una Ley de In- 
dias. (1) 

Las que ataquen algunos de los derechos del patronato de 
las Indias, como si el Pontífice erigiese una Catedral sin 
conocimiento del Jefe del Estado, ó nombrara Diocesano sin 
presentación del Patrono. 

Los rescriptos de jurisdicción contenciosa. Si el Papa, por 
ejemplo, llamara alguno á su Tribunal, ó resolviera algo en 
pleito entre partes; pues como veremos, para América hay 
Jueces Eclesiásticos designados por la Santa Sede, y ninguna 
causa por la Ley de Indias (2) debe salir del territorio de la 
Nación. 

Los que perturban la tranquilidad pública, como han sido 
los Monitorios de los Papas excomulgando á los Magistrados 
ó Jefes de las Naciones, ó aquellos que imponen censuras, 
como la Bula in Gema Doniini á los que no cumplen las 
Bulas aunque estén retenidas, ó que en los juicios eclesiás- 
ticos interpongan recursos de fuerza que la ley civil ha auto- 
rizado. 

Las que en general se obtengan fuera de la forma proscrip- 
ta por la circular de 1778. 

Pero si el Gobierno pudiera en algún caso prescindir^de las 



(1) L. 7, tít. 2, lib. 2 R. de I. 
(2; L. 10, tít. 9, lib. !.• R. de L 
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diligencias precisas que dicha circular exige, aún debiera re- 
tenerse por la ley los rescriptos ó Breves de gracia parti- 
cular, contrarios á la Constitución de las Órdenes Regulares, 
ó á las de las Iglesias conventuales, como aquellas gracias 
tan comunes en América á los Regulares para poder adqui- 
rir bienes 6 las que mes de una vez pretendieron los Regu- 
lares de tener Bautisterio en sus Templos con perjuicio de 
los Curas ó Iglesias Parroquiales. 

Y las dispensas de impedimentos para el matrimonio, que 
ha podido conceder el ordinario, pues que la ley (1) manda 
que se ocurra á él y no al Pontífice en aquello para que 
tenga autoridad y jurisdicción. 

Aquellas Bulas, en fin, Breves ó Rescriptos que trajeren 
perjuicio é tercero, que redundasen en daño de una institu- 
ción pública, ó cuando de las letras Apostólicas resultase que 
han sido obtenidas obrecticia ó subrecticiamente. Un ejemplo 
pueden ser las excepciones de pagar diezmos que tan comun- 
mente obtenían algunos individuos poderosos, llamándose 
pobres, y dañando así en una renta considerable el servicio 
de la Iglesia. 

Pasemos al juicio que se seguía sobie retención de Bulas. 

Las leyes 21, 25, 26 y 28, tít. 3.", lib. 1." R. C, no manda- 
ron que se presentaran al Consejo todas las Bulas que se 
obtuviesen de Su Santidad, sino aquellas que en el concep- 
to de los prelados y demás personas eclesiásticas parecieren 
perjudiciales á la causa pública, dejando pendiente de su 
arbitrio juzgar de las conveniencias públicas. La ley 25 aún 
ordena de una manera general «que todas las letras Apostólicas 
«que- vinieren de Roma en loque fuesen justas y razonables, 
«y se pudieren buenamente tolerar, las obedezcan y hagan 



(1) Nota 6.* á la ley 6.% tít. 22, lib. 1.* R. N. 
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«obedecer y cumplir en todo y por todo sin poner en esto 
«impedimento ni dilación alguna.» 

Con tales leyes naturalmente se suscitaban cuestiones y se es- 
cribieron voluminosas obras sobre las Bulas ó Rescriptos 
Pontificios que debían remitirse al Soberano, ó cumplirse 
inmediatamente. Nacía también de aquí un juicio entre partes 
que era preciso crear sobre las retenciones de toda letra 
Apostólica. Pero á mediados del siglo pasado se dio la ley 37 
del mismo título que ordenó que todas las Bulas ó Rescrip- 
tos se presentaran al Consejo para darles 6 negarles el pase; 
y después la circular de 1778 que determinó las precisas for- 
mas de obtener las Bulas ó Breves de Su Santidad haciendo 
se con esto inútil cuanto se había escrito antes de esa fecha 
sobre el juicio de retención de Bulas. El que leyere hoy, 
por ejemplo, al señor Salgado de Rdentione et ISuplicatione 
Bulurum, no aprendería sino disposiciones revocadas, ó doc- 
trinas que desaparecieron con las leyes que se diei-on después 
que él escribió su obra. La práctica de hoy e<?tá sólo reduci- 
da á un negocio diplomático y eu manera alguna contencio- 
so. El Gobierno pasa las Bulas al Fiscal del Estado; y con 
lo que él diga, les da ó niega el pase. Si hay parte interesa- 
da en la retención ó pase de las letras Apostólicas se presen- 
tará al Gobierno, coadyuvando al Fiscal; pero no se sigue un 
juicio formal, porque no es el interés particular, sino el públi- 
co el que ha de fundar la retención ó pase de las Bulas. Si 
las Bulas se retienen, el decreto común es: Betiénense las 
Bulas b Breves de que en este expediente se trata, sin fundar 
los motivos, porque de ello no hay que dar cuenta á nadie, 
conio vamos á verlo. 

Sobre la súplica de Su Santidad de las Bulas retenidas, se 
ha escrito también mucho, enseñándose generalmente que la 
súplica se puede hacer por las personas á quienes peijudi- 
quen las letras Apostólicas, ó por el Fiscal del Estado, como 
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se ve por el auto 50, tít 19, lib. 9, R. C, ó por parte del 
Soberano; y generalmente se cree que informa á Su Santidad 
de los motivos que obligan á retener sus letras, y que la 
retencii'>n es así siempre interina, mientras el Pontífice resuel- 
ve lo que era conveniente. A esto dan lugar las leyes que 
derogó la práctica de los Consejos de España adoptada con 
consentimiento del Soberano, la cual esponlremos tomándola 
de un sabio jurisconsulto que fué el Gobernador del Consejo 
de Castilla—el Conde de la Cañada. 

La ley 1.', tít. 9, lib. 1.° R. L, hablando de la retención de 
las Bulas, ordena al Consejo que le dé cuenta de las que 
mandase retener, para que dice la ley, interponiendo los reme- 
dios legítimos y necesarios^ supliquemos á S. 8, que mejor infor- 
mado no dé lugar, ni permita se nos haga perjuicio. 

Lo mismo disponían las leyes de España. Pero parece que 
el Consejo hacía otra cosa y obraba de una manera más 
digna, no dando al Rey cuenta alguna de las Bulas reteni- 
das. Entonces se dio el decreto de 1° de Enero de 1747, 
cuyo capítulo 7.° dice así: «Es mi voluntad que cada cuatro 
«meses se me dé cuenta por el Gobernador de los pleitos 
«que se tuviese conclusos para definitiva y de los sentencia- 
«dos. Entre estos son de superior recomendación los recursos 
« que se introducen pai*a las retenciones de Breves y Rescrip- 
«tos de Roma, para justificar por este medio la súplica á Su 
< Santidad ; y debiendo ésta hacerse á mi Real nombre por 
^ mis Ministros en aquella Corte, hecho menos que no se me 
«dé por la Sala de Justicia aviso formal de los Breves ó Bu- 
« las retenidas, para poder ejecutar la suplicación de ellas, 
« en cuya inteligencia tendrá en adelante el cuidado que 
«correspondo, poniendo en mis 'manos copia del auto de reten- 
«ción con el pedimento Fiscal para la súplica á Su Saoti- 
•< dad, á fin de que remitiéndose á mi Agente en la Corte 
«Romana pueda interponerla, y darme cuenta de haberlo 
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«Rentado; cuíyn oQÜeift; haré comunicar al Gobernadoc d«l 
«GoDsejo padTft que lli^ tinga anotar en Us autosf de reteuctóa^ 

< pués/ dé: lo' contrarto seespone á; no canseguirse el prior^ 
«eípjal intento- deí eate lemediot tmikvi^ que con.^ justa causa 

< didpeiMa rn^i reg»lía> á > quiem iáftplom.>' ($) 

El Consejo pidió ser oído del Rey, y después de Ifi^ méi^ 
retenidía y prefttnda: reflexión^ < fué de parecer^ dice el Con- 
« de de la Oañaida^, conformarse con el de los sefiores Fiscal 
«les: que la intención de S; M. contenida y explicada en su 

< citado decreto de 1;* de Enero no se dirigía á introducir 
* novedad alguna, sino á que se observase lo establecido por 
« las leyes y por los usos constantíes del Consejo, reduciendo 

< el aviso que mandó dar á la Sala de Justicia á una susr 
«cinta relación del recurso introducido por el señor Fiscal, 
«de las razones sólidas en que la fundó y en cuya cense* 
c cuencia mandó el Consejo retener las Bulas: que la súplica. 
« que se había de hacer á 8u Santidad á nombre de 8. M. 
«no teula parte alguna de judicial siendo extrajudicial por 
« mera noticia que daba el Embajador ó Agente de 8. M. en 
« Roma de las enunciadas retenciones : que estas súplicas no 
«se hacían con respecto á los cjiaos particulares, sino en 
« general, y en el modo, tiempo y forma que indica S. M. á 
«su Embajador ó Ministro y en que estaban de acuerdo ya 
« las dos Cortes, concluyendo, que no deseaba S. M. que el 
« aviso de la Sala de Justicia fuese tan material y á la letra 
« como suena con la copia del auto de retención y del pedi- 
€ mentó judicial» 

El Conde de la Cañada, Gobernador del Consejo, continúa 
así: « Este giuve y serio dictamen del Consejo pleno unido 
« á la Soberana resolución de S. M. que fué conforme, no 



(1) Decreto de ]." de Enero de 1747 y L. 6, tít. 3, Ub. 1.° N. R. 
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« dejan arbitrio para dudar de los artículos indicados en el 

< capítulo 1/ Que la sápUca la hace S. M.; 2." que es extra- 
« judicial con relación y noticia suscinta de la retención y sus 
€ causas; 3/ Que no se pide ni espera posterior explicación 
€ de S. S. acerca de que se conforme ó no con los autos del 
« Consejo.» 

El mismo autor agrega: < El Real decreto mismo de 1/ de 
« Enero de 1747, manifiesta que el Consejo ni aún aviso daba 
<á S. M. de las retenciones, y si alguna vez lo hacía era 
«muy suscinto, dando en esto á entender que ó no tenía por 
« necesario la efectiva suplicación ante S. S. estimando por 

< bastante la que por atención y respeto á la Santa Sede 
« hacía el Fiscal al mismo tiempo de introducir el recurso »* 
«ó que la que se repetía en nombre de S. M. debía ser 
« un breve resumen con noticia extrajudicial y de palabra 
* de las retenciones acordadas, indicando los inconvenientes 
« que traería la ejecución de las Bulas. > 

Y concluye diciendo: «Que la suspensión de las Bulas se 
«perfecciona y consuma con la autoridad Real/ conociendo 
«en uso de ella de las causas que ofenden al Estado públi- 
« co del Reino, y esta es una consideración que hace innece- 
csario esponer menudamente en la súplica que se hace á 
€ S. S. en nombre del Rey, las causas ó inconvenientes que 
«obligaron á suspender las letras Apostólicas, y que basta 
ten señal de veneración y acatamiento que se tiene con la 
€ Santa Sede instruirla de palabra de las suspensiones acorda- 
« das por las causas públicas en general que examinaron y 
«calificaron los Ministros de S. M.» (1) 

Resulta, pues, que retenidas las Bulas, no se hace al Sumo 
Pontífice manifestación alguna de las cuales que para ello 



(1) Recurso de fuerza, parte 2', Cap. 10. 
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ha habido, ni se le pide que disponga otra cosa, ni se espera 
resohición alguna de él. Esto sería indigno del Soberano del 
Estado. La súplica sólo está reducida á una expresión de 
consideración al Papa del Fiscal del Estado que suplicando á 
S. S., pide que las Bulas se retengan. Resulta también de la 
práctica de los Consejos de España que ni aúa se avisa a^ 
Pontífice de la retención de las Bulas, y que sólo se le dará 
noticia en el caso y en el tiempo que el Gobierno juzgare 
oportuno, y esto diplomáticamente por aviso verbal uéi Mi. 
nistro de Roma y de una manem general por los motivos que 
el Gobierno ha tenido por suficientes; pues el Gobierno es el 
único juez de lo que conviene ó nó á su Nación, y no tiene 
que dar cuenta de las razones en que lo funda á un poder 
extraño, porque todo despacho pontificio lleva ya la condición 
implícita, si el gobierno del país no hallase inconveniente 
para su retención. 

Para concluir esta materia debemos prevenir que el Consejo 
nunca ha usado, como testifica el señor Elizondo, (1) poner en 
las mismas Bulas ó Breves Pontificios el decreto de exequátur 
6 de retención de ellos, pues parecería un acto jurisdiccional. Si 
las Bulas se retienen, se pone en el expediente el auto que se 
ha dicho. Si so permite el pase de ellas, es por letras ejecuto- 
riales dirigidas á los prelados que las han de ejecutar, avi- 
sándoles que las Bulas han sido examinadas y no se, ha encon- 
trado inconveniente alguno para que se les dé cumplimiento, 
ordenando en su virtud las cumplan y ejecuten. Sólo cuando 
la Bula ha sido retenida en alguna de sus partes y ha obte- 
nido el exequátur en los demás, se anota la limitación en la 
misma Bula. (2) 



(1) Tomo 6.*, pág. 69, N. 63. 

(2) Cañada, Cap. 10, N. 43. 
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El Gobierno de Buenos Aires: acostíimbraba dar un decreto 
sobré las Bulas poresentaiias y mandar comunicarlo á'las autori- 
dades que corresponda sin anotar cosa alffuna en ellas. 



CAPITULO VIL 

Legados á latero— Nuncios Apostólicos y Sagradas Congrega- 
ciones de Roma, 

Los usos y leyes de las naciones de Europa respecto á los 
Legados de Su Santidad partían de antecedentes que no han 
existido ni pueden ya existir en América. Los Sumos Pontí- 
fices tenían la provisión de los beneficios eclesiásticos y po- 
dían delegarla á sus Embajadores. Ellos, según los Cánones, 
eran los Ordinarios en todas las Iglesias, y estaba en uso 
ocurrir á su Santidad en las causas eclesiásticas. Mas en Amé- 
rica la provisión de todos los Oficios y Beneficios se concedió 
á los Soberanos del territorio y la jurisdicción del Pontí- 
fice delegó en los Metropolitanos, como lo veremos cuando 
hablemos de los Tribunales Eclesiásticos. Desde entonces los 
Legados de su Santidad no tendrán en las Naciones de Amé' 
rica la autoridad y jurisdicción que hicieron necesarias tan- 
tas leyes como existían en Europa sobre las Legaciones Pon- 
tificias. El Papa no podría entre nosotros proveer un solo 
beneficio, porque todos son de patronato, ni avocarse el cono- 
cimiento de ninguna causa, porque toda su jurisdicción está 
trasmitida á los Obispos Metropolitanos sin recurso alguno 
á Su Santidad. Difícilmente, pues, tendrían hoy un objeto 
las Legaciones Apostólicas, y si no fuera un motivo ordina- 
rio que obligase á despacharlas, los Legados Nuncios de Su 
Santidad deberían ser únicamente consid^ados como enviados 
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del Soljferano de los Estados* Pontificios» Tampoco sería para^^ 
nosofe'os de ningún. uso la división de las clases de Legados*^ 
á latere, Nuncio^í Apostólicos, Legados natos, desde que no- 
hubo Legacía particular dada á algún Obispada del Nuevo 
Mundo, ni jamás se estableció en América el Tribunal de 
la Nunciatura, 

En el antiguo régimen los Legados y Nuncios residían, 
como debía ser, ante el Soberano de España, y respecto á 
América, no tenemos, diremos así, sino leyes negativas, des- 
conociéndose la potestad y jurisdicción que ejercían en la 
Metrópoli. Sin embargo, expondremos las leyes y j»ráctica^ 
que había respecto á Legados Pontificios, porque pueden pre- 
sentarse con algún motivo en las nuevas Repúblicas de Amé- 
rica; pero no se olvide jamás que todas las formas y condi- 
ciones que los Soberanos exponían para el ejercicio de sus 
funciones, tenían por única causa la potestad y jurisdicción 
que les reconocían; circunstancia que no se extendía al Nuevo 
Mundo por las leyes que hemos trascripto respecto del Patro- 
nato, y por las que después expondremos sobre la jurisdicción 
eclesiástica. 

Lsis falsas decretales habían extendido á tanto el poder de 
los Papas, que ante ellos desaparecía la autoridad y juris- 
dicción de los Obispos y Arzobispos, de los Patriarcas y Pri- 
mados. El Obispado no era sino un Vicariato del Pontífice^ 
Obispo y Metropolitano de toda Iglesia. La Suprema y omní- 
moda jurisdicción de los Papas, podía delegarse y se delega- 
ba en efecto, casi en toda su extensión. Un legado de Su 
Santidad podía proveer toda clase de beneficios eclesiásticos, 
y aun confirmar las elecciones de Obispos. (1) La cruz de los 



(1) Cap. 9 de Oficio Legati. Cap. 36 de Electi. in 6. tít. id., Cap. 

81 de prebendis in 6.". 

7 
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Patriarcas y Arzobispos debía abatirse entre ellos. (1) Los 
Metropolitanos dejaron de provocar y presidir los Concilios 
Provinciales y Nacionales. Su dignidad ofuscada por la de los 
Legados Pontificios degeneró en meros títulos y ceremonias, 
pues no tuvieron autoridad sobre los Obispos Sufragáneos, ni 
se vieron otros Concilios Provinciales que los que convocaban 
los Legados Pontificios. (2) Los Obispos se prestaban con difi- 
cultad á ser presididos por un Ministro extranjero ó por un 
mero Sacerdote ó Diácono con el título de Cardenal y ver así 
desaparecer toda la jurisdicción episcopal. El Concilio de 
Trento oyó sus quejas, y ordenó que los Legados de Su Santi- 
dad, aunque fueran de primer orden, como los Legados á late- 
re, los Nuncios, Gobernadores eclesiásticos, ú otros, cuales- 
quiera que fuesen sus facultades, no privaran á los Obispos 
de su jurisdicción, ni pretendiesen arrogársela. (3) Esta ley de 
la Iglesia no acabó sin duda con las doctrinas de las decreta- 
les, y los Soberanos se vieron en la necesidad de tomar medi- 
das muy positivas para la admisión de los Legados Apostóli- 
cos, porque éstos, representando al Pontífice, creían tene^ una 
potestad y jurisdicción sin límites. 

Desde los tiempos más antiguos, cuando el Papa quería 
nombrar un Legado para el Reino de Francia, era obligado 
á dar aviso al Rey, instruirle de los motivos de la Legación 
y asegurarse que la persona elegida era del agrado del Sobe- 
rano. Los Sumos Pontífices Bonifacio VIII y Juan XXII pre- 
tendieron sustraerse de esta obligación, y el último dio una 
Constitución sosteniendo su facultad de enviar Legados á todos 
los Estados Católicos sin el previo asentimiento de los Sobe- 



(1) Cap. 8 de Oficio Legati. Cap. 2d Decret. de privilegis. 

(2) Fleury discur. 4 § 11. 

(3) Sección 26 Cap. de reform. 
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ranos. (1) Por el artículo 11 de las libertades de la Iglesia 
Galicana, los Papas no pueden enviar á Francia Legados á 
latere sino á solicitud del Soberano ó con su consentimiento. 
(2) Los Legados no pueden usar de sus facultades, sino des- 
pués de haber hecho al Soberano la promesa verbal ó escrita 
que llenarán su mandato de una manera conforme á las leyes 
Nacionales, y que tendrán por concluida su misión cuando 
el Soberano tenga así por conveniente. (3) liOS motivos que 
fundan la facultad de los Gobiernos para retener las Bulas 
Pontificias, pueden aplicarse con mayor razón á los actos de 
jurisdicción que el Papa pudiese ejercer por medio de sus 
delegados. No habría seguridad para un Gobierno sí autori- 
dades extranjeras pudiesen venir á su territorio á ejercer un 
poder cualquiera, ó si un ciudadano se encargase de una 
misión extranjera para ejercerla bajo la dependencia sola de 
un superior extranjero. (4) Este no es un derecho que sólo 
la Francia haya ejercido, pues todas las potencias de la cris- 
tiandad han exigido siempre su previo asentimiento á la ele> 



(1) Merlín Repert. art. Legat. 

(2) Dupin. Droit Eclec. pág. 13. 

(3) Fleury DJc. X § 20 y Dupin sobre el art. 11 de laa libertades 
de la Iglesia Galicana. 

(4) Portales concord. de 1801 pág. 166- — La palabra autoridad 
extranjera, poder extranjero, aplicada al Papa, ha chocado á los ultra- 
montanos; pero ella ha sido siempre empleada por los escritores que 
han hablado del poder de los Papas y principalmente por Fleury en 
su Institución al derecho eclesiástico i^ap. 26 hablando de los Legados. 
Los Prelados del Concilio Nacional de Francia tenido en 1811 emplea- 
ron igualmente el nombre de poder extranjero hablando del Papa. 
M'agmentos relativos á la historia eclesiástica del siglo XIX pág. 186. 
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ción de los Legados Pontificios (1)/ Veremos luego que d/e este 
derecho siempre usaron los Reyes de España. 

Desde el siglo XV muchos Legados de S. 8. antes de reci- 
birse, han hecho la declaración de que hablamos, y á prin-^ 
cipios de este siglo el Cardenal Oprana, Legado á latere de 
Pío VII ante el Gobierno Francés, juró y prometió según la 
fórmula usada de conformarse á las leyes del Estado y cesar 
en sus funciones cuando fuere advertido por el Gobierno de 
la República. 

El Legado teniendo sus facultades y jurisdicción del Pontí- 
fice que lo ha nombrado, parece que con la muerte de éste 
debiera también acabar su oficio. Mas después que el Con- 
cilio Tridentino mandó que los Legados Apostólicos de cual- 
quier clase que fuesen no embaracen la jurisdicción de los 
ordinarios; después que el poder judicial eclesiástico se dele- 
gó para América en los Obispos y Arzobispos sin haber recur- 
so alguno á S. S., las facultades de los Legados reducidas á 
sólo las que corresponden á un Ministro público, no debían 
concluir con la muerte del Pontífice que los hubiera elec^ido. 
Así también lo ha declarado una decretal de Clemente IV 
inserta en el Sexto en el título de oficio legati. 



Nuncios Apostólicos. 

Reconocida la jurisdicción contenciosa del Sumo Pontífice 
en toda la Cristiandad, se autorizaron los recursos ante él, y 
los procesos se llevaban á Roma un inmenso perjuicio de las 
mismas partes, sufriendo, la decisión de las causas dilaciones 
consiguientes á un tribunal universal. Carlos V pidió áiS.S. 

(1) Cavalario !.• part. C. 13 § 10. Tomasin part. 1.* lib. 2 O. 119 
Walter Derecho Eclesiástico § 131. 
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Paulo III delegase en el Nuncio Apostólico que hasta enton- 
ces no había sido sino un Embajador ordinario, toda la juris- 
dicción contenciosa á fin de que sus subditos no fueran obli- 
gados á ir á litigar á los Tribunales de Roma. Desde enton- 
ces residió en la Metrópoli de los Reinos de España un Nun- 
cio Apostólico delegado á latero de S. S. con toda la autoridad 
7 jurisdicción contenciosa de los Sumos Pontífices. La ley 4 
tít 4 lib. 2 N. R. insertó después el Breve de Clemente XIII de 
18 de Noviembre de 1766 y mandó que se reconocieran en 
el Nuncio las facultades que en él se le daban. La Nuncia- 
tura era el Supremo Tribunal Eclesiástico del Reino de Es- 
pana. El Nuncio podía visitar las Iglesias Patriarcales, Metro- 
politanas, Catedrales, Colegiatas y Parroquiales. Podía visitar 
los Cabildos eclesiásticos, las Dignidades y Canonjías, y ave 
riguar el estado, instituto, costumbres y disciplinas eclesiás- 
ticas; y variar, corregir y revocar los estatutos; quitar cual- 
quier abuso; y absolver de todo género de censuras. Era, 
en fin, un Pontífice al lado del Rey de España. 

A mediado del siglo pasado, se suprimió en España el Tri- 
bunal de la Nunciatura; pero fué reconociendo siempre la 
jurisdicción de los Nuncios Apostólicos en las causas eclesiás- 
ticas. El Sumo Pontífice Clemente XIV por el Breve de 26 
de Marzo de 1771 inserto en la ley 1' tít. 5 lib. 2 N. R. 
permitió que la jurisdicción de l()s Nuncios Apostólicos se 
delegara en la Rota de la Nunciatura. Así los Nuncios que- 
daron reducidos á sólo el carácter de Ministros públicos. 

Pero entre tanto los Reyes de España habían tomado me- 
didas directas para asegurar que los Nuncios no abusarían de 
la potestad y jurisdicción que el Pontífice y Soberano del 
Estado les concedían. La cédula de 16 de Julio de 1784, que 
es hoy la ley 14 tít. 1 ¡ib. 2 N. R., refiere que los Sumos 
Pontífices antes de éiívidr sus Nitncioíí, acostumbraban hiicer 
saber al Rey la persona que pencaban elógír pái'a nombrar 
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aquella en que el Soberano no hallara reparo alguno. Por 
el art. 2/ tít. 8/ lib. 2." R. C. y nota 4.' á la 5/ del misino 
título, ei mismo Nuncio Apostólico, aunque fuera Lega<lo a 
latere debía exhibir en el Ci)nsejo todas las Bulas y Bieves 
de las facultades que trajese de su Santidad. El Consejo po- 
día ponerle las restricciones que juzgase convenientes, lo que 
importa no usar de otros poderes que aquellos que el Rey 
permitiem. El Nuncio no podía delegar sus facultades cuando 
salía de España, aunque fuera con motivo necesario, como 
asistir al C(')nclavc, si el Rey especialmente no se lo per- 
mitía, y entonces debía hacerlo en persona del agrado 
del Scberan.0. (1) Sustituido á la Nunciatura el tribunal de la 
Rota, el Breve citado de 1771 ordenó que los seis jueces que 
le componían nombrados por su Santidad habían de serlo por 
presentación del Soberano. El Fiscal del tribunal lo mismo 
que el auditor del Nuncio que quedaba ya sin jurisdicción 
alguna y sólo para el despacho de gracia y justicia, debían 
ser españoles y del agrado del Rey, como también los demás 
oficiales de la Nunciatui-a. Así los Reyes de España limitaron 
la potestad y jurisdicción de los Nuncios; tuvieron una parte 
muy principal en sus nombramientos y se reservaron permi- 
tirles el uso de los poderes que el Consejo creía necesarios,, 
retirándoles los otros que trajeran de la Silla Apostólica. 

Y aún bajo de estas limitaciones redujeron la representación 
y potestad de los Nuncios á solo el Reino de España sin 
permitir que se extendieran á las Indias. En América 
nunca los Nuncios tuvieron jurisdicción alguna, porque toda 
la jurisdicción apostólica se delegó á los Metropolitanos 
sin recurso alguno á S. S. ; y así fué que todas las causas 



(1) Las cinco notas del auto 6.' tít. 8.* lib. 1.* autos acordados. 
Teatro de la Leg, art. conservadores § 4.* 
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acaban en América por las leyes que después citaremos, 
sin que el tribunal de la Rota pudiera conocer de ningu- 
na causa eclesiástica del Nuevo Mundo. El señor Solor- 
zano hablando de los Nuncios para España, dice: « Hasta ahora 
« no se ha permitido qué su jurisdicción se estienda ni 
« ejerza en las Indias como lo dice una real cédula da- 
« tada en Valladolid á 3 de Mayo de 1605 y otra da- 
« tada en Madrid á 10 de Diciembre de 16Ü7. » (1) 



Sagradas Congregaciones de Roma. 

En Roma existen diversas Congregaciones de Cardenales 
para juzgar las materias eclesiásticas. (2) Los jurisconsul- 
tos españoles é Italianos han tcrmado grandes cuestiones 
sobre la autoridad que en toda Iglesia tengan las Sagradas 
Congregaciones. Algunos les dan á sus resoluciones la mis- 
ma fuerza que á los mandatos ó disposiciones Pontificias, 
y otros se las niegan absolutamente por no haber ley ecle- 
siástica que obligue á obedecerlas. (3) Las Sagradas Con- 
gregaciones no han sido reconocidas en Francia, (4) ni en 
España como tribunales de la Iglesia Universal; ni ley 
alguna obliga en América á pasar por sus resoluciones. La 
Congregación del Santo Oficio no tiene objeto en la Repú- 
blica desde que fué abolida la Inquisición. La inter- 
pretación del Concilio de Trento no podría tampoco dar- 



(1) L. 4 Cap. 26 N. 31 

(2) Sobre la creación de ellas, su objeto y N. véase Walter § 128. 

(3) Fráso en el O. 92 desde el N. 38 cita los autores de una y 
otra doctrina. Véase á Murillo en el preámbulo, al N. 20. 

(4) Fleury Discurso 10 § 20. 
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nos una nueva dotrina; ni la del índice espurgatorio pro- 
hibir la lectura de libros <|ue no estuvieran prohibidos 
por el Obispo Diocesano ; ni la de los Ritos variar los 
que observan las Iglesias de América y así de las demás. 
En general en América no están reconocidas estas autoridades, 
ni habla que negarles el pase á sus resoluciones, sino devol- 
verlas como de Tribunales cuya existencia legal no se conoce. 



CAPITULO vm. 

Arzobispos, Patriarcas, Exarcas, Primados Vicarios Apostólicos 

Arzobispo.^. 

Varias Diócesis reunidas forman una provincia eclesiás- 
tica con un prelado á su cabeza, que lleva el nombre de 
Arzobispo. Este título fué en los primeros siglos exclusivo 
del Obis[)0 de Alejandría, pero después lo tomaron todos 
los Metropolitanos, es decir, los Obispos de las Metrópolis 
de las provincias eclesiásticas y aun todos los de las Capi- 
tales de los Estados y los de los grandes pueblos (1). 

Como estaba mandado por el Concilio Calecedouense ^2) que 
las divisiones eclesiásticas correspondientes á las divisiones 
civiles del territorio del Estado, las Metrópolis eclesiásticas 
han sido regularmente las Ciudades Capitales de los Es- 
tados de las provincias eclesiásticas. Pero en América no 
fué siempre así. En el primer siglo, el Arzobispo de Lima fué 



(1) Walter Derecho Eclesiást. 

(2) Canon 17. 
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el Metropolitano de todas las Iglesias existentes hasta el Río 
de la Plata. Después en 1609 el Obispo de la Plata ó de 
Chuquisaca fué creado Arzobispado, y la provincia eclesiás- 
tica que presidía se compuso de los Obispados del Alto Perú, 
del de Salta, Córdoba, Paraj^uay y Buenos Aires. Entonces 
Chuquisaca no era la Metrópoli del territorio, pues que sólo 
existía allí una audiencia subalterna, residiendo en Lima la 
audiencia Gobernadora y elVirrey del Perú. Pasado más de 
siglo y medio, se creó el Virreinato del Río de la Plata 
siendo la Capital Buenos Aires; y sin embargo, su Iglesia 
no se hizo Arzobispado, y continuó la provincia eclesiástica, 
^omo antes había estado, teniendo por Metropolitano al Arzo- 
bispo de Charcas. De esta manera el Obispo de la Capital 
del Virreinato venía á ser sufragáuéo del Arzobispo y Me- 
tropolitano de Chuquisaca. La Capitanía General de Chile 
era independiente del Virreinato de Lima, excepto en los 
negocios de guerra; y sin embargo, el Obispo de Santiago, 
Capital de Chile, fué también sufragáneo del Arzobispo de 
Lima, Metrópoli de aquella provincia eclesiástica. 

Los Sumos Pontífices muchas veces han erigido en Europa 
Arzobispos sin ningún Obispado sufragáneo, como era el de 
Luca, Ferrara y otros de Italia y Alemania. Éstos, cuando 
no tenían sujetas Abadías ó Prelacias con lo que se llamó te- 
ití torio nuUitts diócesis, venían á ser meros Obispos, y su tí- 
tulo más era un título de honor de la Silla, que una je- 
rarquía en la Iglesia. 

En América los Arzobispos siempre han sido Metropdli- 
tanos, Qfi decir. Obispos de la Metrópoli de la provincia ecle- 
siástica compuesta de diversas Diócesis. El primer Arzo- 
bispado que se creó fué el de Santo Domingo, y ya se le 
dieron dos Obispados sufragáneos. 

Los Papas han creado en Europa algunos Obispados exentos, 
que sólo dependían de la Silla Apostólica. En España había 
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cuatro, que eran de León, Oviedo, San Marcos y Ucles. 
Sus Obispos tenían el deber de elegir un Metropolitano 
vecino á cuya provincia pertenecían desde entonces y esta- 
ban obligados á asistir al Concilio Provincial y observar 
lo que en él se ordenare, como lo mandó el Concilio de 
Trento. (1) La excepción se extendía á los privilegios que 
se les hubiesen dado por los Sumos Pontífices, pero su 
Diócesis se comprendía en la Diócesis Metropolitana, á di- 
ferencia de las prelacias en los territorios nuUius diócesis. 

En América todo el territorio se dividió en Diócesis 
determinadas. La Iglesia de la Jamaica fué creada Iglesia 
Abacial en 1514, nombrándose de Abad al historiador Pe. 
dro Mártir de Algueria, el cual nunca tomó posesión. En 
el reinado de Carlos V, aquella Iglesia fué erigida en 
Obispado, teniendo por Metropolitano al Arzobispo de Santo 
Dimingo. (2) 

Los Padres Jesuítas en sus misiones del Paraguay, obtu- 
vieron tantos privilegios, que puede decirse que en el 
territorio de las Misiones no reconocían la autoridad de 
ningún Obispo. Pero aquellos pueblos no formaban un Obis- 
pado exento, ni se podian decir nullius diócesis, pues 
correspondían á los del Paraguay y Buenos Aires, y reco- 
nocían por Metropolitano al Arzobispo de Charcas. 

La autoridad y jurisdicción de los Arzobispos no principia 
como la de los Obispos desde la elección ó confirmación, 
sino des'le que reciben el palio, y aun entonces no pueden 
llamarse Arzobispos, sino Metropolitanos. En el palio se 
contiene, dice una decretal, (3) la plenitud del oficio Pon- 
tifical con el nombre de Arzobispal, y por tanto los Me- 

(1") Sec. 24 Cap. 2 de Reforma. 
(2) Morelli orden 26. 
(8) Lib. !.• tít. 8 Cap. 3. 
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tropolitanos no pueden ejercer jurisdicción antesS de recibirlo 
ni llamarse Arzobispos aunque ya estén consagrados. No 
por esto se entienda que ol palio confiere la plenitud de 
su potestad, sino tan sólo que no puede ejercerse la recibida 
por la consagración hasta haberla obtenido. (1) 

El palio es personal con restricción á determinado lugar, 
cual es la provincia Arzobispal, y es por esto que los 
Arzobispos in partihm infidelium no pueden usarlo. (2) 

Por la misma razón el palio que ha servido á un Arzobispo no 
puede servir á otro. (3) Por esto también el Arzobispo 
trasladado á otra Silla lleva consigo el antiguo palio -.tiene 
que recibir otro nuevo y es sepultado con ambos. (4) 
Y por esto en üu, los Arzobispos sólo puden usar del pa- 
lio dentro de los límites de la provincia eclesiástica. (5) 

Sólo el Pontífice puede conferir el palio, habiéndose quitado 
ya el privilegio de darlo que tenían los grandes Patriarcas de 
las Iglesias de Oriente, (6) derecho exclusivo que nuestras 
leyes le han reconocido: (7) pero no es preciso recibirlo direc- 
tamente de Su Santidad, sino que basta que la imposición de 
él se haga por el Obispo á quien el Sumo Pontífice le hubie- 
ra remitido. En América había la singular práctica por la 
distancia de los Obispados de remitirse á alguna dignidad de 
los Cabildos eclesiásticos, quien lo imponía al Metropolitano á 
nombre de Su Santidad. (8) 



(1) CavaJario ]•. parte Cap. 9 N. 6. 

(2) Benedic. 14 de Sínod. Dioces, lib. 16 Cap. 16 N. 10. 

(3) Decretales lib. 1.* tít. 8 Cap. 2.' 

(4) Cap. 4 de porst proelat. y Murillo lib. 1.' N. 184. 
(6) Cap. !.• lib. 1.' tít 8 Decret. 

(6) Cap. 23 de privileg. 

(7) L. 6 tít. 6 P. !.• 

(8) Manilo Ub. 1.* N. 148. 
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Antiguamente los Metropolitanos tenían una autoridad muy 
extensa, y aun formaban un grande jerórquico aparte. Ellos 
confirmaban la elección de los Obispos de su provincia, los 
^ ordenaban y consagraban. (1) El código de Justiniano les dio 
en K) contencioso y en la administración de las Iglesias dere- 
ch(»s muy especiales. Las causas contra los Obispos debían 
seguirse ante el Metropolitano de la provincia eclesiástica, y 
de éste se apelaba para ante el Patriarca. (2) Lo mismo se 
estableció en los Concilios generales. (3) Ellos á más presi- 
dían los Concilios Provinciales ó Nacionales, y visitaban los 
Obispados sufragáneos. Pero las desmedidas pretensiones de 
los Arzobispos, alzaron contra ellos la opinión pública y la 
del Clero: y las más de sus facultades, como la de juzgar las 
causas mayores de los Obispos, su confirmación, consagración, 
deposición y trasladación á otros Obispados pasaron á los Su- 
mos Pontífices. Fueron también privados de conocer en las 
causas menores de los Obispos, ordenando el Concilio Tri- 
dentino que el Juez de ellas fuera el Concilio Provincial ó 
los que él eligiem. (4) Aun respecto á la visita de los Obis- 
pados sufragáneos, el Concilio de Trento limitó su autoridad, 
prescribiéndoles que sólo visitaran cuando hubiera una causa 
justa conocida y aprobada por el Concilio Provincial. (5) 

La ley de Indias mandó observar rigorosamente esta deter- 
minación, c Porque algunos Arzobispos de las Indias, dice, 
«envían visitadores á los sufragáneos sin observar la forma 



(1) Concilio Niceno. Cap. 4.* y Gonoilio de Laodicea Can. 12. 

(2) Novela 123 Cap. 2. 

(3) Concilio Calcedonense Can. 9. 

(4) Concilio Trid. Secc. 2 i de reforin. Cap. S-Tomasin 1.* parte lib. 
1.* Cap. 48, Caval. !.• parte Cap, 8. 

(6) Secc. 24, Cap. 23 y 4. 
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« deK Santo Of>iM>HiQ»^de**TrentOi dO'- que lo» Obispos recibeui 
«agravifi: 0iHÍéDadBft€>es^'^iiiciA^^a«aQ»^JcvgrAra9biitp0£ qne sobrio^' 
<e«to giMirden y haga» gui^rdartlo coatenido. en^ el Santo Oon- 
€ cilio sin exc€dei>«<ie tío ^i-we dispone en.nkigúmcaso.» (1) 

Los poderes misnio» que -les^^onsei^vó el Ooocilio Tridén*' 
tifio no están hoy en-armonfa con lagxftkcultades que el Oliér 
ro-.y» los pueblos recoflocen á los Obispossj y si el po»dárf 
temporal quisiera* sostenerlo, habría acaso colisiones < tan vio- 
lentas como las que sucedieron en otras épocas* Hoy puede' 
decirse que se limitan á presidir los Concilios Provinciales ó 
Nacionales y á gobernar por medio de Vicarios las Iglesias 
vacantes de su provincia que no tuvieran Cabildo eclesiástico, 
ó cuando éste no eligiera Vicario Capitular. (2) 

La distancia de la Silla Apostólica y las grandes agitaciones 
que hubo en América en el primer siglo de su descubrimien- 
to, á los cuales no pudo remediarse por la vía común de 
ocursos al Papa, hizo que la Santa Sede diera á los Arzobis- 
pos de la América tal autoridad en lo contencioso cual jamás 
reconocieron los Papas ni á los grandes Patriarcíis de las Iglesias 
de Oriente. Los Arzobispos de Indias, como más adelante lo 
expondremos, tenían la suprema autoridad eclesiástica, pues 
eran los jueces de apelación de las sentencias pronunciadas 
por los Obispos sufragáneos y de ellos no se podía apelar ni 
al Sumo Pontífice. Así se dispuso por el Breve de Gregorio 
XIII de 1578, de cualquier género que fuese la causa. La ley 
de Indias (3) mandó observar la resolución Apostólica. De 
esta manera, puede decirse, se acabó en América ó se delegó 



(1) L. 21, tít 7, lib. 1." E. I. 

(2) Benedic. 14 de Sínod. Dioc, lib. 2, Cap. 9, N. 2. Van-Espen. 
part. 1.* tít. Cap. !.• hasta el 6.' y LL. del tít. 7 lib. 1.* R. I. 

(3) L. 1.% tít. 9, lib. 1.* R. I. 
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en los Arzobispos por disposición de los mismos Papas el Pri- 
mado de jurisdicción contenciosa de los Sumos Pontífices. 

Los Arzobispados fueron como los Obispados, incluidos en 
la Bula del Patronato, y su provisión se hace según la ley 
de Indias por presentación del Soberano al Sumo Pontífice, (1) 

Muchas veces los Arzobispos obtuvieron en América el 
poder político siendo Virreyes ó Presidentes de las Audiencias. 
Cuando esto sucedía les era prohibido conocer en ningún 
pleito que fuese á la Audiencia por recurso de fuerza de los 
Tribunales Eclesiásticos. (2) 



PATRIARCAS Y EXARCAS. 

Así como de varias Diócesis reunidas se formó una provin- 
cia eclesiástica con un Arzobispo á su frente, así también para 
estrechar los vínculos de la unidad entre los Metropolitanos, 
se formó de diversas provincias eclesiásticas una Arquidió- 
cesis Metropolitana, cuyo Prelado era uno de los Arzobispos 
con el nombre de Patriarca. (3) 

El Patriarca llevaba cruz diferente de la de los demás Ar- 
zobispos: tenía una inspección general para la observancia de 
la disciplina eclesiástica en las provincias del Patriarcado. Su 
autoridad se extendía á los Obispos de su distrito que siem- 
pre comprendía todo el territorio de la Nación. Presidía los 
Sínodos Nacionales, y le correspondía la ordenación y consa- 
gración de los Metropolitanos. Conocía de sus causas, y de 
su sentencia sólo había recurso al Sumo Pontífice, recurso á 
que muchas veces no asistieron los Patriarcas por no reco- 



cí) L. 3, tít. 6, lib. 1." R. I. 

(2) 1.. 15, tít. 16, lib. 2, R. I. 

(3) Walter, Derecho Ecles. § 150. 
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nocer autoridad superior que pudiese reformar sus senten- 
cias. (1) 

Por muchos siglos los Patriarcas de Occidente y Oriente 
formaron la primera jerarquía en la iglesia después del Sumo 
Pontífice, estimándose dignidad más alta que la de los Car- 
denales. Los Papas mismos tomaron el título de Patriarca de 
Oriente, aun cuando su potestad particular se extendiese sólo 
á la Diócesis Romana, compuesta de diez provincias subordi- 
nadas á Roma como á su Metrópoli. Ellos por varios siglos 
no ordenaron ni consagraron á los Metropolitanos de Francia, 
España, África, ni á los de Italia propiamente dicho, cuya 
Metrópoli era Milán, ni se apeló á la Silla Apostólica en 
asuntos eclesiásticos hasta la admisión de los Cánones Sar- 
diseences. (2.) Pero después el Patrircado se extendió á todo 
el Occidente de Europa, y las facultades de los Patriarcas 
mayores pasaron á los Sumos Pontífices. 

En España el Arzobispo de Sevilla tenía el título de Pa- 
triarca como lo tiene aún el Arzobispo de Lisboa con faculta- 
des especiales, pero muy inferiores á las del Patriarca 
Universal del Occidente y aun á la de los grandes Patriarcas 
de las antiguas Sillas de Oriente. 

Los Patriarcas se llamaban Exarcas en las iglesias del 
Oriente, aunque estos eran en algo inferiores á ellos. (3) Los 
Exarcados no se extendieron á las iglesias de Occidente 
puesto que en ellos nada se ve que se asemeje á los Exar- 
cas, sino es las relaciones del Obispado de Roma con las 
provincias suburbanas de las cuales el Papa es el Arzobispo. 

Respecto á la América, la dignidad de Patriarca existió ya 



(1) Oavalario^ Instit. !.• par. Cap. 10, y Murillo lib. 1.* N.' 328. 

(2) Dupin Disert. 1.* de antiquit. ecles. discipli. 

(3) Dupin Disert. I." § 11. 
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6nr;ti©n»pc^ de Carla?- V. Felipe II lanpidió de nuevo y secredr 
en 1572 el Patriarcado de Indias, pero jamás hubo iglesia- 
Patriarcal, y loe 'Patriarcas de India» q^e residían en Espato 
notj tenían, ninguna jurisdicción nd voluntaria ; ni contenciosa i 
en: la. Iglesia de Amériica. El Patriarcado de Indias era un^ 
nuevo título de honor del primer Capellán del Rey, al cual 
se dio el Vicariato general de los ejércitos de mar y tierra' 
de España; pero aun este Vicariato no se extendía á las tropas 
ó ejércitos de América. El señor Benedicto XIV, hablando 
del Patriarcado de Indias, dice, que el Patriarca no puede 
consagrarse de Obispo, á título del Patriarcado, ni usar del 
palio, porque es una dignidad meramente de honor, y que 
para hacer que invistiera el carácter episcopal, se acostumbra 
darle el título de Obispo in partihtis; que todo esto se esta- 
bleció así en el Consistorio Secreto de 20 de Enero de 
1774. (1) 



PRIMADOS. 

En los primeros siglos de la iglesia, los Obispos en España 
eran todos iguales en dignidad y no tenían entre sí dependen- 
cia alguna. La única preeminencia que había era la de 
mayor antigüedad en la consagración y se llamaba Obispo de 
la- primera Silla, Primado, al Decano en cualquiera Iglesia que 
estuviera. (2) Esta primacía no daba otro derecho que la 
presidencia en las reuniones ó Concilios de los Obispos. 
Después, la primacía pasó al Obispo ó Arzobispo de la Ciudad 



(1) De Sínod. Dice, lib. 13, cap. 8, Oavalario tom. 1.** pág. 164 
nota 1." 

(2) Masden historia antigua, tom. 8.' pág. 224. 
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Capital del Reino. En las decretales se halla mandado asi 
colocándose á los Primados entre los Arzobispos y al Papa, 
( 1) llamándoseles muchas reces Patriarcas, pues tenían en 
efecto las facultades de éstos como lo demuestra la institu- 
ción del Primado de España. Urbano II por su Constitución de 7 
de Octubre de 1088 dio la primacía de las Iglesias de España al 
Arzobispode Toledoy en ella le dice: «Y por decreto y privilegio 
« nuestro te constituimos Primado de todos los Reinos de las 

< Españas, y queremos restituir tu primitiva autoridad á la 
« Iglesia de Toledo y que te miren como Prelado todos los 

< Obispos de España y acudan á ti si se suscitare alguna 

< cuestión entre ellos.» 

Cuando se multiplicaron los recursos á Roma fué iiidispen- 
sable establecer Vicarios Apostólicos y dar á uno de los 
Obispos del territorio las facultades del Pontífice pam decidir 
á su non bre los recursos (]ue se interpusieran para ante la 
Silla Apostólica. Así figuraron con Vicanos Apostólicos Uni- 
versales el Obispo de Tesalonia para la Iliria, el de Arles 
para las Galias, el de Sevilla pam España. Esta dignidad 
fué en un principio meramente personal, hasta que una serie 
de nombramientos le dio el carácter de permanente y anexa 
á determinada Silla, y se conoció entonces con el nombre de 
primacía. Pero causó tantos celos á los Arzobispos, que la 
primacía se extinguió casi en todas partes, quedando reducida 
á un título honorífico con el derecho de presidir los Concilios 
Nacionales y consagrará los Reyes. (2) 

En las Iglesias de América nunca hubo Primado alguno. 
Los Arzobispos entre sí no tenían dependencia de ningún 
género, ni reconocían por Prelado al Primado de las Españas* 



(1) Canon 7 y 15, cap. 2.* cuestión 6." 

(2) Walter § 13 y 160. 
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En 31 de Enero de 1545 toda la Iglesia Americana fué dividida 
por una ordenación apostólica en tres provincias eclesiásticas» 
la primei-a la Isla de Santo Domingo con las Antillas y parte 
del Continente, teniendo por Metropolitano al Arzobispo de 
Santo Domingo. La sejjunda, la nueva España bajo el Arzo- 
bispo de Méjico, y la tercera, de todas las Iglesias del alto j 
bajo Perú, teniendo á sru cabeza el Arzobispo de Lima. Se 
creyó por esto que el Arzobispo de Santo Dom¡nu:o, como el 
más antiguo, tenía el Primado en el Nuevo Mundo. El Padre 
Carlevoix (1) asegura que hasta el año de 1605 todas las Igle- 
sias de las Indias Occidentales, le reconocieron por Primado. 
La Calle (2) le da también la primacía, y en las memorias de 
Trevaux se dice igualmente que la Silla Arzobispal de Santo 
Domingo tiene la primacía en todas las Iglesias de la América 
Española. (3) Pero estos escritores carecen de fundamento, 
pues qie ni los Sumos Pontífices ni los Reyes de España le 
dieron el Primado. Se le llamaba la primera Silla porque su 
Arzobispado fué el primero que se creó, más antes de dos 
años se erigieron el de Méjico y Lima, y en su institución no 
les hace reconocer como primado al Arzobispo de Santo Do- 
mingo. Se le ha llamado sin duda Primado por ser Prelado 
de todos los Obispados sufragáneos como se llamó también 
Primado al Ai*zobispo de Lima por algunos escritores. (4) Mas 
el título de Primado no puede tomarlo cualquier Arzobispo, 
según la Constitución de Adriano I, y es preciso que él sea 
concedido por la Silla Apostólica. (5) 



(1) Historia del Paraguay, lib. 6. pág. 220. 

(2) Notic. Eclesiást. de las Indias pág. 1." 

(3) Año de 1783 art. 10. 

(4) Véaae Morelli, ordenad. 78. 
(6) Cavalario 1." part. cap. 14. 
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VICARIOS APOSTÓLICOS PERPETUOS. 

Los deberes de la Silla Apostólica respecto á la Iglesia Uni- 
versal han obligado á los Sumos Pontífices á poner quien los 
represente en los países y ocasiones en que ellos no podían 
proveer á la administración de los Obispados, ó cuando éstos 
no estaban constituidos como en Inglaterra y otras naciones; y 
han nombrado al efecto Vicarios Apostólicos Universales. En 
las Iglesias de las Indias Orientales hubo siempre Vicarios 
Apostólicos que tenían coadjutores con derecho á la sucesión 
en el Vicariato como los hubo en diversos Estados y Dióce- 
sis d3 la Europa. Estas coadjutorías no se juzgaron inclui- 
das en la prohibición que de ella hizo el Concilio Triden- 
tino, no por reputarse como beneficio eclesiástico el Vicariato 
Apostólico ó por existir las causas que el Concilio dejó á 
juicio de los Papas. 

No habiendo muchas veces en aquellas Iglesias coadjuto- 
rías con futura sucesión, sucedía que muriendo el Vicario 
Apostólico, las Iglesias quedasen sin prelados. El Sr. Bene- 
dicto XIV remedió este mal por sü Bula de 26 de Enero de 
1753, ordenando que todo Vicario Apostólico de las Indias 
Orientales que no tuviera coadjutor con futura sucesión, eli- 
giera del Clero secular ó regular un Vicario general, el 
cual á la muerte del Vicario Apostólico tomase el Gobierno 
que á éste correspondía hasta que Su Santidad nombrara 
nuevo Vicario Apostólico. Este Delegado interino tenía todad 
las facultades del Vicario Apostólico, excepto las de orden. (1) 
Si esta Constitución se hubiera extendido á la América, la 
Igesia del Estado Oriental no se hubiera encontrado en las 

(1) Benedíc. 14 de Slnod. Dioc, Cap. 16 N." 12. 
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dificultades en que se ha hallado. Separado aquel territorio 
de la República Argentina, su Iglesia, que hacía parte del 
Obispado de Buenos Aires, fué gobernada por un Vicario 
Apostólico; y como no se había erigido la Catedral ni el 
Cabildo Eclesiástico á la muerte del Vicario Apostólico, quedó 
en un completo cisma, no teniendo otro Prelado legal que 
el Obispo más inmediato, cuya jurisdicción no se reconocía. 
En América puede decirse que han sido desconocidos los 
Vicarios Apostólicos perpetuos. Descubierto el Nuevo Mun- 
do, el Sumo Pontífice, Alejandro VI á solicitud de las Re- 
yes de España nombró al Padre Boil, Patriarca y Vicario 
Universal en el territorio descubierto y que se descubriera 
en adelante. Acompafíó á Colón en su segundo viaje y estuvo 
sólo dos años en Santo Domingo cuando aun no había Obis- 
pados creados ni otros cristianos que los mismos conquistado- 
res. Este Patriarca Universal era un simple Sacerdote regu- 
lar y recién á su vuelta á España fué nombrado Obispo de 
Gerona. (1) 



CAPITULO IX. 

Erección de Iglesias Catedrales, Parroquiales, Templos, 

Conventos, etc. 

Por las Leyes y Bulas citadas en el Capítulo III quedó 
dispuesto que en América no se erigieran Iglesias Catedrales, 
Parroquiales, Templos, Monasterios ó lugares piadosos sin 

(1) Morelli ordenac. Apostólicas, orden ll2. 
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previa licencia del Gobierno. Esto se repitió después en las 
lej'es de Indias, (1) ordenándose que se demolieran los Mo- 
nasterios, Hospicios, etc., que de otra manera se hubiesen fun- 
dado. (2) Y cuando ha lle«¡;ado el caso se han demolido en 
efecto, como sucedi('> con el Convento de Mercedarios Reco- 
letos en la Ciudad de Lima por onlen de 12 de Febrero de 
1608 á costa del Virrey y de los Oidores que le habían per- 
mitido sin licencia previa delRey, y con el de San Francis 
co.de Mendoza en esta República. (3) 

La licencia era aún necesaria para las cofradías de blancos, 
indios, negros y mi'latos, aunque fuesen de mero objeto pia- 
doso ó espiritual. (4) Ella debía pedirse con los antecedentes 
que prescribe la ley 1.* tít. 3 lib. 7 id., que dice así: «Con 
«calidad de que antes de fabricar Iglesia, Convento, ni Hos- 
«picios de Religiosos, se nos dé cuenta, y pida licencia espe- 
«cialmente como se ha acostumbrado en nuestro Consejo de 
< Indias, con el parecer y licencia del Prelado Diocesano con- 
« forme al Santo Concilio de Trente; y del Virrey y Audien- 
<cia del distrito ó Gobernador, é información de que concu- 
trren tan urgente necesidad, y justas causas que verosímil- 
*mente pueda mover nuestro ánimo, y quedar informados 
«piara lo que nos fuéremos servidos proveer; y si de hecho 
«ó por disimulación se hicieren ó comenzaren á hacer alga- 
<no<5i de estos ediíicios, sin preceder la dicha calidad, los 
*VirreyeSi Audiencias, ó Gobernadores, las hagan demoler, y 
t tildo lo reduzcan al estado que antes tenía sin admitir 



<1) L, 2, tít. 6, iib. i.'' R. I. 

(2) L. 1.' tít 3, lib. !.• R. I. 

(3) Solorzano lib. 4, Cap. 23, N." 19 y nota 2." al tit. 7 lib. 7." R. 
de I. edic. de Boix. 

(4) L. 25, tít. 4, lib. 1.* Ind. 
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«excusa ni dilación; y sea capítulo de residencia ó visita para 
«los dichos nuestros Ministros si los consintieren comenzar, 
«ó comenzados los disimularen y no nos dieren cuenta en 
«la primera ocasión. Otrosí mandamos que lo contenido 
€ en esta ley se guarde y ejecute en los Monasterios de 
« Monjas. * 

En las instrucciones generales que se daban á los Virreyes del 
Perú y México, siempre se ponía la cláusula siguiente: «No 

< permitáis que se liaga cosa en contrario, ni se edifiquen 

< nuevos Monasterios sin mi licencia, antes prevendréis que 
« cuando se hubiere do venir á pedirla sea con información 

< de tan urgente necesidad, y otras causas justas que verosí- 
« milmente puedan mover mi ánimo, á lo menos quedar más 
« informado para loque hubiese de proveer, enviando vuestro 

< parecer y de la Audiencia con la dicha información. » (1) 
Y en fin, por las cédulas de 1609 y 1616 se ordenó nueva- 
mente á los Virreyes que no consintieran la fundación de Con- 
ventos sin previa licencia del Rey. (2) 

El Soberano Pontífice, pues, no podría erigir una Catedral 
sin asentimiento del Jefe del Estado, aunque la erección de 
Catedrales en su significado místico sea una cosa espiritual que 
parece debía corresponder al Sacerdocio. Pero es preciso do- 
tarla, proveer á su servicio, al Obispado, á las dignidades y 
Canónigos, y elegirlas perdonas dignas para estos beneficios; 
para esto fué necesario el consentimiento del Gobierno, que 
como Patrono, debe atender á todas las necesidades dé la Igle- 
sia. « En América, dice el señor Solorzano, se hace la erec- 
€ ción por el Sobemno, dotando la Iglesia, al Prelado, dis:nida- 

< des y Canónigos, y se envía lucero á la Santa Sede para que 



(1) Solorzano lib. 4 Cap. 23 N. 18. 

(2) Solorzano lib. 4 Cap. 23 N. 20 y 21. 
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< ella la apruebe y confirme, como siempre se ha aprobado y 
« confirmado. > (1) Es, pues, preciso para la fundación de una 
Catedral, que el Papa la erija por una Bula expresa, como se ve 
por la Ley de Indias. (2) 

La Bula de erección es la primera ley de la Catedral erigida 
si se ha hecho conforme á las leyes civiles del Patronato, y 
ella no puede ser alterada por el Pontífice. La ley de Indias 
ordena: « Por cuanto á instancia y suplicación de los señores 
« Reyes nuestros progenitores y nuestra, ha dado Su Santidad 
« Bulas y Breves Apostólicas para erigir Iglesias Catedrales y 

< Metropolitanas en nuestras Indias, y en su ejecución se han 

< otorgado las escritums de sus erecciones, las cuales están 
« por Nos confirmadas: ordenamos y mandamos á los Prelados, 
« Arzobispos, Obispos, Cabildos y Sede vacantes que hagjm 

< guardar y ejecutar, y guarden y ejecuten, las erecciones de 
* sus Iglesias en la forma que estuvieren hechas y aprobadas, 
« y no las alteren ni muden en todo ui en parte alguna ; y á 
^ nuestros Virreyes y Audiencias Reales que así lo hagau cum- 
« plir y ejecutar dando las órdenes, y librando las provisiones 

< necesarias. (3) 

Pero la erección no se juzga hecha sino desde el día que 
tuviere efecto la división de la Diócesis. La ley dice así: « De- 
. « claramos que las erecciones de las Iglesias Metropolitanas y 
« Catedrales, se entiendan desde el día que tuviere efecto la 
« división que se mandase hacer de los distritos y Diócesis de 
« los Arzobispados y Obispados, y estuviesen señalados y di- 
« vididos. » (4) 



(1) Solorzano lib. 4 Cap. 4 N. 1. 

(2) L. 8 tít. 2 libro 1." 

(3) L. 13 tít. 2 libro 1." 

(4) L. 10 tít. 2 libro 1 • 
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Estas leyes han acabado, pues, toda cuestión conónica sobre 
las erecciono^ de las Catedrales, y más si se atiende al dere- 
cho de los Soberanos de dar el pase ó retener las Bulas Pon- 
tificias sobre toda materia, y así siempre sería de acuerdo de 
los dos poderes la erección de la Catedral. 

Se acostumbraba en algunas partes dar ó vender Capillas 
ó Altares de las Catedrales á las Cofradías, ó hacer funda- 
cione.*3 piadosas para los objetas de sus institutos; y la ley 
mandó que esto no se hiciera sin expresa licencia del Gobier- 
no. (1) 

Los oratorios urbanos y rurales no pueden constituirse sin 
previa licencia del Obispo y del patrono de la Iglesia, como lo 
dispone una Real cédula. (2) 

Sentemos otros principios. 

Todo lo que ha sido concedido por autoridad del Soberano 
temporal, y cuya concesión ó negación dependía de su volun- 
tad, no le priva del derecho de alterar 6 mudar lo mismo que 
concedió, y aun de derogarlo enteramente cuando lo exija el 
bien general de la Nación que preside. Aceptamos todas las 
consecuencias con que se nos quiera argüir. Los males que de 
un tal principio pueden temerse, desaparecerán, si suponemos 
UB pueblo católico que confiese el dogma, el deber del culto 
y la autoridad de la Iglesia, y al cual sólo una grave causa, 
una necesidad insuperable, ó los abusos introducidos obliguen 
á reconocer la institución que se crió con su beneplácito. El 
permiso del Soberano para una institución religiosa no importa 
un convenio, ni se puede al tratar del derecho déla Nación 
en tan graves negocios, baj-irlo á la escala de las obligaciones 
particulares. La materia no podía ser objeto de un contrato; 

(1) L. 42 títeiibro 1.^ R. I. 

(2) Cédula de 26 de Abril de 1787 citada en la nota 2." del tít, 6 lib. 
1." R. de I. edición de Boix. 
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no hay derecho adquirido por persona alguna; pero unj^ conve- 
niencia uncida de circunstancias extrañas puede aún ella sola 
constituir el derecho; y ni hay ley ni principio alguno civil 
que obligue á una sociedad á sufrir un mal, ó tolerar un abu- 
so sin tener medios de consultar su propio bien. La reforma 
de los abusos que no miran á materias dogmáticas no puede 
depender del Sumo Pontífice, que no tiene derecho de ejercer 
ningún acto de autoridad temporal en el Estado. La discipli- 
na externa del Clero secular ó regular, la existencia de los 
Conventos y todas las otras instituciones religiosas que debie- 
ron su ser á la voluntad del pueblo, expresada por el Jefe 
de la Nación, dependen de la autoridad política administra- 
tiva que debe acomodarla al tiempo y á las circunstancias 
del Estado, y á nadie debe dar cueuta y satisfacción de las 
medidas que respecto á ellas tome. El código de Indias está 
lleno de leyes sobre Conventos, religiosos, clérigos, su vida ex- 
terna, y hasta sobre el vestido que han de llevar. Esa facul- 
tad omnímoda del Soberan) comprende sin excepción todo lo 
que en la Iglesia no es puramente de derecho Divino, sino 
de institución humana, y loque no ha sido establecido, ó no ha 
podido serlo sino por concesión expresa, ó tácita de la potestad 
temporal. La licencia para su creación importa lo que una ley 
cualquiera que el Legislador puede revocarla, siempre que lo 
exigá el interés de la Nación. 



CAPITULO X. 

División de los Obispados y Curatos. 

53n un tiempo el Soberano de España formaba, demarcaba y 
4iridia los Obispados. Concedió luego esta facultad á los Pon- 
tífices Romanos por ol Código de las partidas, y éstos á su 
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turnóse la devolvieron para el territorio del Nuevo Mundo. 
No estando ahora las Repúblicas de América bajo la soberanía 
de la España, se forman cuestiones sobre el poder al cual co- 
rresponda originariamente tales derechos. Pero si en algún 
punto de derecho público esclesiástico los Gobiernos de Améri- 
ca no pueden ceder á la Corte Romana, es precisamente en és- 
te. Sólo el Gobierno del territorio puede conocer la población 
y la riqueza de un distrito. Sólo él puede pesar todas las con- 
veniencias déla creación de un Obispado y determinar su ex- 
tensión por los datos estadísticos, por el número del Clero, por 
la posición topográfica de los lugares. Los Soberanos de Roma 
no pueden tener estos corocimientos en América, cuando ni los 
libros ni los viajeros pueden dárselos. Hemos visto Bulas, 
como las de la erección de la Catedral del Tucumán, en la que 
el Papa cree que Tucumán es una Isla, y que no necesitaba 
por lo tanto fijarle otros límites que sus costas. Hemos visto 
Breves Pontificios concediendo gracias y privilegios al templo 
de San Miguel de Buenos Aires como Iglesia de los Padres 
Jesuítas formada y administrada por ellos; y hemos visto la 
Bula de erecciíJn del Obispado de San Juan, motivada en que 
de Córdoba á San Juan no es posible transitar; pone un Obis- 
po auxiliar en Mendoza por la mucha distancia de Mendoza á 
San Juan, y por la aspereza de los caminos. Así saldrían to- 
dos los Obispados, sise dejase la demarcación á quien no pue- 
de tener los antecedentes topográficos y estadísticos que ente- 
ramente son necesarios. ¿Qué valen las razones del Arzobis- 
po don Prat ante este im|)Osible de hecho? La mejor que se 
alega es que los Gobiernos podrían acabar los Obispados re- 
duciéndolos á pequeñas porciones, y sin el territorio bastante 
para constituirles rentas. Pero la dotación de una Iglesia no 
es precisamente con diezmos ó contribuciones parciales, y pue- 
de el Gobierno, como lo hace el de Bue.nos Aires, señalar una 
renta fija al Obispo, sea pequeña ó grande la Ditícesis. Silo 
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quisiera, el poder temporal tiene tantos nnedios de hacer care- 
cer á las Iglesias de lo necesario para su servicio y decoro 
que lo que se ha creído la mejor razón que pudo discurrir 
el señor don Prat, es sin duda lo mas débil que aquel hombre 
escribió. La demarcación y límite de los Obispados tiene una 
tan íntima conexión con la división política del terntorio, que 
debe precisamente subordinarse á ella para el ejercicio del de- 
recho de patronato. Si el Obispo de La Paz, por ejemplo, se hu- 
biera extendido más allá del Virreinato de Buenos Aires, ¿quién 
hubiei-a hecho las presentaciones para los beneficios eclesiás- 
ticos? El Virrey del Perú, ó el Virrey donde estaba la Metró- 
poli del Obispado? Si en el antiguo régimen el Obispado de 
Córdoba hubiera comprendido la provincia de Santa Fe, perte- 
neciente en lo político á la de Buenos Aires, ó si el Pontífice la 
hubiese unido á aquella Diócesis, ¿quién hubiera hecho las 
presentaciones canónicas? El Virrey que tenía la facultad para 
ello en la Metrópoli del Virreinato, ó el Gobernador Intendente 
de Córdoba donde estaba la Metrópoli del Obispado? Esto es 
de tanta importancia, que está reconocido por la Iglesia mis- 
ma que la separación política de una parte del Estado causa 
por sí la separí>ción del Obispado, y cesa en ella la jurisdic- 
ción y autoridad del Obispado desde que cesó la del Sobe- 
rano temporal, como ha sucedido en el territorio que es hoy 
Estado Oriental, y como sucedió antes eu el de Bolivia cuan- 
do se hizo Estado independiente, cesando desde entonces la au- 
toridad del Metropolitano de Charcas en las Iglesias de la 
Confederación Argentina. Que no se aleguen entonces teorías 
de derecho canónico aceptadas unas veces y repelidas otras por 
los poderes temporales y que al fin no han podido sostenerse 
cuando se desmembran los Estados sin consulta alguna de los 
Soberanos Pontífices. 

Por lo demás, tenemos leyes positivas sobre la materia da- 
das para América, y la autoridad de la ley civil ha acabado 
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felizmente con las interminables cuestiones de derecho canó- 
nico, de lo espiritual y temporal, y debe ella prevalecer sobre 
los orígenes de los derechos y 8<»bre toda otra consideración 
cualquiera. Mientras no se deroguen, ellas solas deben gober- 
nar; y aun cuando la Silla Apostólica pensara no reconocer* 
ks, tendríamos á lo menos el derecho al sicUu quo al tUi 
possiddis, hasta que por los dos |/oderes se acordase otra 
cosa. 

Cuatro son las leyes que 9«»bre la materia hay en el Códi- 
go de Indias. La 1.*, la ley 3, tít. 7, lib 1/ que señala los 
límites á todos los Obispados de América, y hace ver que 
sólo al Soberano corresponde la división y demarcación de 
los Obispados. Ella dice así: «Los límites señalados á cada 
«uno de los Obispados de nuestras Indias, son quince leguas 
«de término en contorno por todas partes que comiencen á 
«contarse en cada Obispado desde el pueblo donde estuviere 
«la Iglesia Catedral; y la demás tierra que media entre los 
«límites de un Obispado á otro, se parte por medio y ca<te 
«uno tiene su mitad por cercanía, y hecha la partición en 
«esta forma, entran €on la caliecera que empiece á cada uno 
«sus sujetos, aunque Q^ié^ en límites de otro Obispado. 

«Rogamos y encargamos á los Prelados de nuestras Indias 
«que guarden sus límites y distritos señalados, como hoy los 
«tienen sin hacer novedad, y en cuanto á las nuevas divi- 
«eiones y límites, se efectáe lo susodiclK), donde Nos no pro- 
^veyeremos otra cosa,» 

La segunda es la ley 8, tít. 2, lib. 1/ Ordenando á los Pre- 
lados que envíen al Consejo copia de las erecciones de sws 
Iglesias; y * asi mismo, agrega, de la división y término de 
«sus Diócesis y declaraciones que sobre ellos, y sobre las 
«erecciones hasta entonces hubiese fechas por Nos ó por quien 
«para ello tubiere derecho y fivcultad y todo nos lo envieii 
«pOP dos vías al nuestro Consejo de las Indias, para que ea 
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«él se tent^a la noticia que conviene y es necesaria al Buea 
«Gobierno :le las Indias. > 

Esta ley hace ver que el Rey e'*a quien dividía los Obis- 
pados aun pcu* actos posteriores á las erecciones de las Cate- 
drales. 

La 3/ es la 7.* tít. 2, lib. 2, que puede decirse la ley de 
la niaetria por la cual el Soberano encalca al Consejo que 
divida los Ai-zobispados y Obispados, las Parroquias y Provin- 
cias de las órdenes religiosas, y le da la base á la que debe 
arre.ií;lnrse la división. «Porque, tanta, dice, y tan grandes 
« tierras, Islas y provincias se puedan con más claridad y 
«distinción percibir y entender de los que tuvieren cargos de 
«g(»bcrnarlas: mandamos á los de nuestro Consejo de las In- 
edias (|ue siempre tengan cuidado de dividir y partir todo el 
«Estado de ellas descubierto y por descubrir; paní lo tempo- 
« ral y Virreinatos, Provincias de Audiencias y Cliancillerías 
« Reales y Provincias de Oficiales de la Real Hacienda, Ade- 
« lantamientos, Gobernaciones, Alcaldías Mayores, Corregí- 
« iiüentos, Alcaldías Ordinarias, y de la Hernumdad, Consejos 
« de Españoles y de Indios; y para lo espiritual de Arzobis- 
« pados sufi*agáneos y Abadías, Parroquias y Desinerías, Pro- 
« Tíncias de las órdenes y religiones, teniendo siempre aten- 
« ción á que la división para lo tempoml se vaya conservando 
«y coiTCSpondiendo cuanto se pudiere con lo espiritual: los 
« Ai*zob¡spados y Provincias de las religiones con los distritos 
« de las Audiencias: los Obispados con las Gobernaciones y 
€ Alcaldías Mayores; y las Parroquias y Curatos con los Corre- 
« gimientos y Alcaldías ordinarias.» 

La 4." es la L. 40, tít. 6, lib. !.• respecto á los Curatos. 
EHa aun es más positiva, si es posible serlo. < Damos liccneia> 
«dice, y facultad á los Prelados Diocesanos de nuestras Indias 
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*para que habiendo necesidad de dividir, unir, 6 suprimir 
« algunos beneficios cui-ados, lo puedan hacer, precediendo 
« conocimiento de nuestros Vice-Patronos, para que juntamen- 
«te c'on los Prelados den las ordenes que convengan.» 

Por la cédula posterior de 9 de Marzo de 1798 se advirtió 
al Virrey del Petú que no se contentara con la disposición 
de la ley citada y que él procurase dividir los Curatos. Por 
otra de 5 de Febrero de 1795 se había mandado también 
que el Virrey para desmembrar los Curatos, oyera antes á sus 
poseedores actuales, lo que suponía el derecho de hacerlo. (1) 

El poder eclesiástico, pues, sólo tomó parte en la división 
de los Curatos por licencia y facultad del Soberano temporal, 
cuando la América era gobernada por delegados del poder 
Supremo, como los Virreyes, que no eran Patronos, sino Vi- 
ce-Patronos de las Iglesias. Mas en la Corte donde residía el 
Patrono, y Jefe del Estado, su Consejo sólo hacía la división 
de los Obispados y Curatos, como se ha visto, y hoy tendrán 
esta facultad los Presidentes de las Repúblicas en conformidad 
á las leves citadas. 



CAPITULO XI. 

Provisión de los Obispados, Obispo electo Gobernador del 
Obispado, Vicarios Apostólicos particulares, Consagración, Ju- 
ramento de los Obispos y posesión de la Iglesia. 

El derecho no permite elegir y presentar Obispo ó Ai*zobis- 
po estando vivo el Diocesano; pues está mandado que no se 
haga la elección del Prelado, sino tres días después de eute- 

(1) Ambas cédulas s^penoQ^trarán citadas en ía nota 18 del tít. 6.* 
lib. 1." R. 4e h Edii^iBoix. j i , -. , 
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rrado el Obispo, por cuya muerte ha quedado vacante la Igle- 
sia. (1) El Concilio Trldentino (2) aun quitó todos los mandatos 
de providendo, y toda concesión de beneficios en e-^pectativa y 
hasta lus reservaciones mentales; es decir, que el Papa no 
pudiera proveer ningún obispado, ni beneficio eclesiástico para 
cuando falleciera el que lo tuviera, ni aun decir que lo pro- 
veería en la persona que ya tenía presente aunque no la nom- 
brara. El Obispo contrae un matrimonio espiritual con la Iglesia 
que se le destina, y es preciso que este vínculo se acabe para 
que se pueda elegir otro Obispo. Aun para las traslaciones de 
un Obispado á otro, el Papa ante todo absuelve del vínculo con 
su Iglesia al Obispe» que va á ser trasladado á otra Diócesis. 

Aunque el derecho canónico sólo exige treinta años para ser 
Obispo, sin embargo las leyes de España mandaban que la Cá- 
mara del Consejo no propusiera al Rey personas para elegir 
Obispo que no tuvieran cuarenta años de edad y grados en Teo- 
logía y Cánones, ó el Magisterio de su orden, si fuese regu- 
lar, (3) y que á más fuesen naturales del Reino. (4) 

«Los Araobispados de nuestras Indias, dice la ley, se proveen 
« por nuestra presentación hecha á nuestro muy'Santo Padre». (5) 
Así, el Gobierno elige y nombra el Obispo y lo presenta al 
Papa para que le dé su institución. Este acto se ha querido 
llamar una mera postulación, como si fuera una súplica del 
inferior al Superior, y no una verdadera elección y nombra- 
miento del Obispo, Efectivamente, hasta hoy los Papas usan 
de las antiguas formas. Hacen en el Consistorio dos proclama- 



(1) Murülo lib. 1.*, tít. 6, Dec. N. 140. 

(2) Secc. 24 Cap. 19. 

(3) L. 12 Cap. 12 tít. 18 lib. I. K R. 

(4) L. 1.- tít. 14 libro 1.* N. R. 
(6) L. 3 tít. 6 lib. 1.* R. I. 



Digitized by 



Google 



— 116 — 

ciones del Obispo, la una eligiéndole y la otm confimiándole. 
Pero estas formas sólo indican los derechos del antiguo tiempo 
de que desistieron los Pontífices respecto á las Iglesrias de 
América. En el concordato de 1753 con la Corte de España se 
leen estas palabras bajo el Sello Pontificio de un Papa como 
el señor Benedicto XIV: «Y no habiendo habido tampoco con- 
ttroversia sobre la nbtnina de los Reyes Católicos á los Arzo- 
« bispados, Obispados y Beneficios de las Indias, etc.» Esto bas- 
taba para acabar toda cuestión sobre la importancia del acto 
que reducido á mem postulación podría el Papa no acceder y 
negar la institución, cosa que no puede hacer, y que ningún 
efecto tendría en el Gobierno del Obispado, como vamos á ver- 
lo. Y si no es el Gobierno, ¿quién hace la elección cuando el 
Papa tiene que esperar la presentación del Soberano para darle 
su confirmación? El título de esta materia en el Derecho Canó- 
nico es de electíone et de elecfi factdfafe hh. í/tít. 6 Decret, y 
vemos á más diversas disposiciones de derecho respecto al 
Obispo electo, aun antes que de él tenga noticia el Soberano 
Pontífice. Los Canonistas más defensores del poder de los Papas, 
cuando tratan de esta materia, usan de verbos nonibrar, elegir, 
porque efectivamente el Soberano elige y nombra al Obispo, y 
el Papa le da sólo la institución Canónica como sucede en todos 
los Beneficios eclesiásticos, para los cuales el Soberano presen- 
ta los individuos que han de obtenerlo, y sin embargo nadie 
dirá que el Ordinario nombra los Curas, Dignidades y Canó- 
nigos. 

El Obispo elegido por el Soberano entra regularmente á go- 
bernar el Obispado aun antes que el Papa tenga noticia de su 
nombramiento. El Derecho Canónico ordenaba que el elegido 
para una Dignidad de la Iglesia no la administrara bajo de 
ningún nombre hasta que la elección fuese confirmada. (1) 

(1) lu sexto Cap. 6." lib. !.• tít. 6. 
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Pero en el mismo título está la excepción, que por necesidad 
y utilidad de la Iglesia puedan administrarla los eclesiásticos 
en lo espiritual y temporal cuando la Iglesia está fuera de Italia, 
lejana de la Santa Sede. (1) 

En el Código de Indias, al final del tít. 6 lib. 1.', se mandó 
poner la nota siguiente, que tiene la fuerza de una declaración 
del Soberano: «S. M., en virtud del patronazgo, está en pose- 
« sión de que se despache su cédula Real dirigida á las Iglesias 
« Catedrales, Sede vacantes para que entretanto que lleguen las 
«Bulas de S. S. y los presentados á las prelacias son consagra- 
« dos, les den poder para gobernar los Arzobispados de las Indias 
« y así se ejecute.» 

En algunas Iglesias de las Colonias Españolas que no tenían 
Capítulo, como las de Manila, gobernaba en Sede vacante el 
Arzobispo ú Obispo más inmediato. Pero luego de electo y 
presentado el Obispo que había de suceder, entraba él á go- 
bernar el Obispado, sin necesidad que le diera la administra- 
ción el Arzobispo ó el Obispo que la había servido. Una cé- 
dula de 2 de Agosto de 1736 dirigida al Arzobispo de Manila 
demuestra la posesión en que el Rey estaba de mandar que 
el Obispo electo gobernara el Obispado. Ella dice así: «Ha 
« parecido preveniros como lo hago, que los sujetos que yo 

< presentare para la Iglesias de esas Islas, á quienes se les des- 
« pacharen las cédulas para gobernarlas, constando de ellas y 

< de su aceptación, no necesitan para entrar á gobernar legíti- 

< ma y canónicamente sus Iglesias por sus personas y Vicarios 
c generales, tanto en lo temporal como en lo espiritual, de que 
c los Obispos inmediatos que estuvieren gobernando en la va- 
c cante esas Iglesias les subdeleguen jurisdicción alguna para 
« gobernarlas por suponerles trasmitida toda la que necesitan 



(1) Cap. 44 tít. 6 lib. 1.' dec. 
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< con el acto mismo de la presentación y acef)tacij(SD, por la 
«autoridad de S. S. j de la mía que inniíediatamente concuiTen 

< en este consentimiento en atención á la necesidad de las 
«Iglesias y distancia déla Corte Romana.» (1) 

La posesión de eírte derecho es tan antigua en América, que 
puede referirse á los primeros Obispos que se criaron. Fray 
Agustín Dávila en su historia de México (2) hablando de la 
elección de Fray Domingo de Bentanzos para Obispo de Gua- 
temala el año de 1543, refiere habérsele mandado cédula para 
el Gobierno del Obispado mientras llegaban las Bulas de con- 
firmación. 

Los escritores más respetables sobre el derecho público ecle- 
siástico en América, como el señor Solorzano, Fraso, Murillo 
y Morelli, dicen que esta es la práctica constantemente obser- 
vada en América y en España; que cuando el Rey elige y 
presenta el Obispo, despacha su cédula al Cabildo eclesiástico 
en Sede vacante para que dé al Obispo electo el gobierno del 
Obispado, lo cual siempre se obedecía en Indias. (3) 

Y aun los que no han comprendido el origen de este derecho, 
refieren su ejercicio constante en América. El Sr. Almanza, 
trasladado del Arzobispado de Santo Domingo al del Reino de 
Nueva Granada, escribiendo sobre la administración de la Igle- 
sia que había dejado por el Sr. Vera, electo Arzobispo de San- 
to Domingo, dice: «Me ha hecho grandísima dificultad la cos- 
€ tumbre tan ordinaria que hay en las Indias de que los 
«Obispos electos se vayan sin Bulas Apostólicas con cédula 
€ que llaman de Gobierno para que el Cabildo en Sede vacante 



(1) Se hallará en Mnrillo lib. I.' tít. 6 N. 161. 

(2) Lib. J.' Cap. 31. 

(3) Solorzano lib. 6 Cap. 4 N. 4 Fraso, Cap. 8 pertotum. Murillo 
lib. 1.' tít. 6 N. 161. Morelli ordenac. 3a9. 
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« les encargue la administración. Esta materia es muy odiosa 
« y costó muy gran pesadumbre á un Santo Arzobispo con 

< una cédula de reprensión que le enviaron por haber pro- 
« puesto está dificultad á S. 8., y así no trato de ahondar más 

< en este punto. > 

El Sr. Almanza y el Arzobispo de Lima á que se refiere' 
equivocaban la administración de la Diócesis con la posesión 
del Obispado en la cual no entra el Obispo electo hasta que 
después de confirmado por el Papa haya t'>mado posesión de la 
Iglesia. 

No puede decirse tampoco que éste es un privilegio especial 
para el Rey de España respecto á las Iglesias de América; 
pues del mismo derecho usa en España y ha usado siempre la 
Corona de Portugal y de Francia. 

La orden al Cabildo eclesiástico para que encomendase el 
Gobierno del Obispado al Obispo electo, era concebida en estos 
términos: «Venerable Deán y Cabildo, Sede vacante de la 
Iglesia Catedral de N., por la buena relación que tengo de la 

persona, letras y vida de , he tenido por bien de presentarle 

á S. S. para esa Iglesia y Obispado que está vacante por muerte 
de.... y sus Bulas se despacharán y enviarán con toda bre- 
vedad para que pueda ejercer su oficio Pastoral. Y porque en 
el entre tanto conviene al servicio de Dios que haya persona 
que tenga á cargo el Gobierno del Obispado, y el dicho Obispo 
electo lo podrá hacer con la comodidad y cuidado que se re* 
quiere, os ruego y encargo que queriendo el dicho Obispo 
electo encariñarse del Gobierno del Obispado, le recibáis por 
tol y le dejéis administrar y le deis poder para que pueda hacer 
lo que vosotros podríais en Sede vacante, entre tanto que se 
despachen las Bulas de su confirmación. > 

Si la Iglesia no tiene Cabildo eclesiástico, como algunas de 
Manila, y se bftUase gobernada en Sede vacante [)or el Metropo- 
litano ó sufragante más inmediato, bastaba avisar la eleccióa 
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del Obispado al que estaba administrándola. Si tampoco tu- 
viese constituido Opispado 7 faltare el que la gobernaba como 
Vicario Apostólico, que es el caso en que se ha hallado la Iglesia 
del Estado Oriental, el Soberano de la República para criar en 
el día una autoridad legal, debía por una ley erigir la Catedral 
y el Obispado con Cabildo eclesiástico ó sin él: nombrar el 
Obispo y presentarlo á S. S. haciéndole reconocer por el Clero 
y el pueblo por Gobernador del Obispado, entre tanto llegaren 
las Bulas de confirmación y erección de la Diócesis; ó podía 
encomendar el Gobierno de la Iglesia al Obispo más inmediato 
con arreglo á la cédula de 2 de Agosto de 1736. 

Con motivo de los términos de que se usaba en la comuni- 
cación del Rey al Cabildo eclesiástico, diremos que el ruego y 
encargo de los Soberanos impone una estricta obligación á los 
Prelados eclesiásticos, tal como si él usara de la palabra man- 
damos. El ruego y encargo es un lenguaje sólo de considera- 
ción y respeto para mandar á los eclesiásticos lo que haya que 
ordenarles. Así las leyes de Indias casi todas ellas usan de las 
palabras rogamos y encargamos, y no se dirá que no imponen un 
deber á los Prelados eclesiásticos. Por ejemplo, la ley de Indias 
ruega y encarga á los Arzobispos y Obispos cumplan las leyes 
del patronato, y nadie dirá, sin embargo, que queda todavía á 
su arbitrio reconocer en el Soberano la facultad de las presen- 
taciones, ó que no deba pedírsele licencia para la fundación de 
Templos, Conventos, etc. Cuando hablemos de la provisión de 
beneficios, veremos entonces leyes penales á los Prelados que 
no cumplieren el ruego y encargo del Soberano. (1) 

El Obispo electo Gobernador ya del Obispado, nombra como 
el Diocesano su Vicario general, dándole la jurisdicción vo- 



(1) Sobre la materia, Frase, Cap. 46 N. 36 y siguientes, Solorzano 
lib. 6 Cap. 16 N. 24. Morelli notas á la ordenac. 25. 
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luntaria y contenciosa. Así aparece de la cédula citada dirigida 
al Arzobispo de Manila, y así se ha practicado en América. 

Si hay, pues, medios de gobernar la Diócesis por sus autori- 
dades propias, como siempre lo ha querido la Iglesia, ¿qué ob- 
jeto tendrían entre nosotros los Vicarios Apostólicos de Diócesis 
particular? La experiencia ha enseñado que las autoridades en 
Sede vacante nunca desempeñan sus deberes como lo exige la 
religión y el bien de los pueblos ; y por esto, cuando el patrono 
no elige Obispo y lo presenta á S. S. para acabar la Sede va- 
cante, no puede negarse al Papa el derecho de nombrar un De- 
legado suyo que administre mientras se le provee de pastor. 
Así lo han hecho los Papas en las Iglesias de la República Ar- 
gentina ; criando á algunos Sacerdotes Obispos in parUbtis y 
dándoles el Gobierno de una Iglesia y á veces también sin con- 
ceder la orden Episcopal al nombrado, como se hizo respecto 
al Vicario Apostólico de la Iglesia del Estado Oriental. Han 
hecho más, han dividido virtual mente los Obispados y han de- 
signado una parte de la Diócesis á un Vicario Apostólico y 
otra á otro, como sucedió en el Obispado de Córdoba nom- 
brando á los señores Oro y Lascano. Pero esto puede suceder 
únicamente por asentimiento de los Gobiernos cuando ellos no 
quieren presentar Obispos y nombrar Gobernadores de los 
Obispos. Pero desde el día que el Gobierno eligiere y presen- 
tare Obispo para la Catedral vacante, ó cuan .lo la Iglesia tu- 
viere su propio Diocesano, el Pontífice no podría nombrar 
Vicarios Apostólicos que gobernasen los Obispados, porque en- 
tonces por ese acto vendrían á tierra todas las leyes del patro- 
nato de las Iglesias. Muy raro será, pues, el caso en que el Go- 
bierno pueda admitir á un Vicario Apostólico y concederle el 
Gobierno de la Iglesia. 

Volvamos á la presentación de los Obispos. ¿Qué se hará si 
el Papa se niega á confirmar al Obispo electo? El caso no es 
posible que suceda. Hay ya un Gobernador del Obispado : la 
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Iglesia está servida 7 la negativa del Pontífice sólo tendría un 
efecto personal, lo que no es verosímil, porque regularmente no 
conoce las pei'sonas, y porque es de suponer que el Gobierno 
le haya propuesto un sacerdote con aptitudes y capacidad Ca- 
nónica para ser Obispo. El Papa, por otra parte, no puede pro- 
veer al Gobierno de la Diócesis nombrando un Vicario Apostó- 
lico, porque ya existe un Gobernador del Obispado. En fin, no 
hay por parte del Sumo Pontífice el menor interés en negar la 
confirmación ni se debe suponer que lo haga por un capricho 
tratando un negocio tal de Soberano á Soberano con el Jefe del 
Estado. 

Pero si este caso extraordinario sucediera, la Iglesia se- 
guiría gobernada por el Obispo electo aunque careciera dei 
orden Episcopal. Se ha querido en algunas Naciones fijar á 
los Papas un término para lu institución, pasado el cual la 
facultad de hacerlo se juzgue devuelta al Metropolitano, 
Pero los Papas jamás han cedido en esta materia, y en nues- 
tros códigos no hay alguna sobre ella. 

El Obispo electo no puede proceder á consagmrse mientras 
no lleguen las Bulas de su institución, aunque tcLgan cono- 
cimientos positivos de que se han despachado. El Sr. Cárde- 
nas, Obispo electo del Paraguay, teniendo noticias ciertas de 
estar despachadas sus Bulas, fué consagrado por el Obispo de 
Córdoba después de recibidas las correspondientes informacio- 
nes. Llegó el hecho á noticia del Consejo de Indias, y aunque 
parecía cosa puramente correspondiente á la validez de la orden 
Episcopal, el Consejo escribió á ambos Prelados extrañando su 
conducta, y diciéndoles: < que si esa práctica continuase podría 

< dar lugar á muchos fraudes, y se perjudicaría el patronato 
€ que está en costumbre de enviar junto con las Bulas la pro^ 

< visión para que se cumplan, es decir, las leti'as ejecutoriales». 
(1) La Sagrada Congregación declaró que la consagración del 

fl) Solorzano líb. 4 Cap. 7 N. á6. 
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Obispo del Paraguay era válida en cuanto, al Sacramento é 
impresión del carácter, pero que era ilícitaj. El Pontífice AI1&- 
jandro VII por Bula de 1-5 de Febrero de 1658 confirmó esta 
declaración. (1) 

Hecha la confirmación del Obispo y presentadas las Bulas, 
el Obispo electo goza ya de las rentas de Diocesano y puede 
llevar el vestido Episcopal. (2) Si no hubiese sobrevenido oh- 
gún motivo para retenerlas, el Rey daba un auto, del tenor 
siguiente: c Y visto por los de mi Consejo de Indias y las 
* dichas Bulas, lo he tenido por bien y así os mando á todos 
« y á cada uno de vos según dicho es que veáis las dichas 
« Bulas originales, ó su traslado signado y conforme al tenor 
c de ellas deis y hagáis dar al dicho N. la posesión del di* 

< cho Obispado y le tengáis por tal Obispo de esa provincia 
^ y le dejéis y consintáis hacer su oficio pastoral por sí y sus 
« Vicarios y oficiales y usar y ejercer de su jurisdicción por 
't sí y por ellos en aquellos casos y cosas que según las Bulas 
cy conforme á las leyes de estos Reinos lo puede y debe 
« hacer haciéndole acudir con los frutos, rentas y diezmos> 

< réditos y otras cosas que como á Obispos le pertenecieren 
« conforme á su erección y orden que tengo dada. > 

Estas son las letras ejecutoriales que se dirigían á los Virre- 
yes y al Cabildo de la Iglesia para la cual venía nombrada 
el Obispo, y sin ellas el Virrey ni el no Capítulo podían 
darle la posesión del Obispado; pues podía haber sobrevenido 
entre la presentación del Gobierno y confirmación del Papa 
alguna cuusa bastante para no dar el pase á la Bula,, ó eje- 
cutoria para la posesión del Obispado. 

Las ejecutoriales no se remitían á América cuando el Obispo 



(1) Frase Cap. 28 N. 38. 

(2) L. 40 tít. 7 lib. !.• R. I. 
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estaba en Espafia, ni se le entregaban aquí, cuando se hallaba 
en el Virreinato, mientras no prestara el juramento que ordena 
la L. 1/ tít. 7 lib. 1/ de Indias de no contrariar en tiempo 
alguno al patronato Real, guardar y cumplir todo lo que en 
él se contiene y lo que está prescripto por la L. 13 tít. 3 lib. 
1/ R. C, la cual se manda observar. La ley sólo exige que 
este juramento se haga ante Escribano y testigos. En Buenos 
Aires se ha usado que lo preste ante el Ministro de Relaciones 
Exteriores 

Despachadas las letras ejecutoriales, el Obispo antes de to- 
mar posesión de la Iglesia debe también hacer la profesión de 
fé y juramento de fidelidad al Papa. (1) Para tomar este 
juramento se designaba en Europa otro Obispo. Pero en Amé- 
rica el juramento al Papa se toma por el Deán de la Iglesia 
con presencia de todo el Cabildo, y le da entonces la pose- 
sión del Obispado. (2) 

El Obispo debe proceder inmediatamente á consagrarse. Por 
Derecho Canónico la consagración debe hacerse por tres Obis- 
pos. Pero el Papa Pío IV, por súplica de Felipe II, dio la 
Bula de 11 de Agosto de 1562, permitiendo que en América 
un solo Obispo cualquiera que elija el que va á consagrarse 
puede hacer la consagración, acompañado de dos Dignidades 
ó Canónigos que para el acto se pongan mitras. (3) 

(1) Tridentino. Sección 24 Cap. 10. 

(2) Solorzano lib. 4. 

(3) Fraso Cap. 29 N. 42, trae á la letra la Bula. 
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CAPÍTULO xn. 

Obispos titulares, Obispos coadjutores con futura sucesión y 
con facultades casi episcopales. 

Los Suníns Pontífices queriendo conservar la memoria de 
las Sillas Episcopales que se hallan en poder de infieles ó 
cismáticos, han creado Obispos con el título de ellas, los cua- 
les aunque no tengan jurisdicción actual en territorio alguno, 
reciben por la consagración el carácter y la potestad episcopal. 
Los primeros siglos de la Iglesia conocieron ya estas prelatu- 
ras, y desde entonces los Obispos titulares han servido siem- 
pre é los Sumos Pontífices en su Ministerio Apostólico, y á los 
Diocesanos como auxiliares ó coadjutores. Pero en el Concilio 
de Trento hubieron de suprimirse á solicitud de los más ve- 
nerables Obispos y Arzobispos; (1) y no es fácil comprender 
cómo continuó su institución cuando el mismo Concilio en sus 
Cánones los llama vagamundos y sin Silla permanente. (2) 

Aunque los Obispos titulares tengan la potestad de orden 
sin embargo el Concilio Tridentino les prohibió dar las 
ordenes Sacerdotales sin consentimiento de los Obispos ó 
Prelados de los que quisieran recibirlas, aún cuando tnvie-i 
ren su residencia ^n algún lugar nullius diócesis ó exento de 
la jurisdicción episcopal. (3) 

Aun cuando fueren Vicarios generale9 de los Obispos Dio- 

(1) Tomasino Disciplina Ecl. Parte 4/ tít !.• Cap. 7 N. 1 y 2 
Palavicini. His.. del Concil. lib. 2." Cap. 16 N. 10 y 12. 

(2) Sección 14 Cap. 2 de reform. 

(3) Concil. Trid. lugar citado. 
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ccsanos, do pueden ejercer las fuDciooes episcopales, como 
administrar el Sacramento de la confirmación, consagrar el 
Crisma, las Iglesias o altares ; ni dar facultad á otro Obispo 
para hacerlo sin licencia especial del Diocesano, porque el 
Vicariato episcopal sólo trasmite el ejercicio de la jurisdic- 
ción y no el de las funciones episcopales (1) 

Tales Obispos no se instituyen por la Sede Apostólica 
sino cuando media una necesidad ó una conveniencia de la 
Iglesia, y jamás por sólo hacer honor á un individuo. Así 
se ven continuamente Obispos titulares servir de Nuncios 
6 Vicarios Apostólicos, pero nunca sin destino alguno en la 
Corte Romana ó en las Iglesias particulares, para que la 
Suprema Dignidad del Episcopado no aparezca en Sacerdote» 
sin Clero, sin pueblo, sin residencia fija mendigando de los 
Gobiernos funciones menos dignas de su elevado carácter. Por 
esto es reconocido en el Derecho Canónico, que los Obis- 
pos nombrados in partibm infidelium, para ser auxiliares de 
algún Obispo Diocesano ó para ocupar algún destino en la 
Corte Romana, si falta este, no pueden consagrarse con el 
sólo título de su Obispado porque falta 1^ congrua necesaria 
para todo beneficio eclesiástico. 

El Sumo Pontífice, cabeza visible de la Iglesia que tiene 
sin duda la facultad de conferir la orden Episcopal sin desig- 
nación de Silla, (2) puede nombrar á cualquiera Sacerdote 
Obispo in partihus si j presentación ni consentimiento del 
Soberano de quien depende el elegido, cuando le destina á 
servicio del Ministerio Apostólico, como Nuncio, Vicario, 
Pontificio, ó cuando no le dé beneficio alguno en una Iglesia 
patronada, ó cuando el Soberono es infiel, cismático, ó no 



Benedic. 14 de Sinod. Dice. lib. 2." CUip. 8 ^. 2. 
Benedic. 14 de Sinod. Dioc. lib. 2.' Cap. 7 N. 2. 
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tiene relaciones con la Iglesia Católica. (1) Así vemos á los 
Papas nombrar Obispos para las Iglesias Católicas de los Es- 
tados Unidos, y al mismo Pontífice actual nombrar Arzobis- 
pos y Obispos para las Iglesias de Inglaterra que no está» 
bajo el patranado del Soberano de aquel Reino. La depen- 
cía del Soberano como habitante ó ciudadano del territorio 
no es el suficiente motivo para que su asentimiento sea ne- 
cesario por sólo haberse elegido un subdito suyo para fun- 
ciones espirituales cuando por sus leyes no le dan un carácter 
civil ni mudan su estado ó condición. La ley de Indias (2) 
sólo hizo necesario el beneplácito del Soberano para aque- 
llos oficios ó beneficios que fueren del patronado de él, y no 
lo son por cierto en las Iglesias Católicas los Vicarios Apos- 
tólicos ni las legaciones Pontificia^ 

El Gobierno de Buenos Aires ordenó sin embargo por 
decreto de 27 de Febrero de 1837 que ninguna persona ó 
autoridad civil ó eclesiástica de esta Provincia pudiesen reco- 
nocer ni hacer valer como verdadera y legítima ninguna clase 
de nombramiento, creación, erección ó institución que se haya 
hecho ó pretendiere hacer en cualquier parte del territorio de 
la República, ó en alguno de sus habitantes mientras que la 
Bula, Breve ó Rescripto no tuviesen pase ó exequátur de la 
autoridad encargada de las relaciones exteriores de la Re- 
pública, 

Pero esta resolución no importa mandar que sea precisa la 
presentación del Gobierno para un Obispado titular sino que 
sólo exige la presentación de la Bula ó Brev^e. Y aun puede 
decirse que no habla de los Obispados in partibus, pues 



(1) Andreusi Hyerarchir. Ecles. lib. 1.** part. 1.* Cap. 4 N. 18 y^ 29 

(2) L. 5 tít. 16 Ub. 1/ R. Ir 
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cuaudo se contrae á ellos al final del artículo 2.' dice asi: 
« Debiendo tenerse entendido que esta prohibición se estiende 

< á las instituciones de Obispos in partibtis infidelium, que 

< no se hallen consagrados y pretendan serlo en esta Provincia. » 
Por consiguiente si el Obispo nombrado lo fuera con el título 
de una Iglesia extraña de la República Argentina, y quisiera 
consagrarse en otro territorio, el Gobierno no podría ponerle 
embarazo alguno ni el tendría que presentar sus Bulas aun 
cuando fuera ciudadano ó habitante de esta República. 

Para nombrarse Obispo auxiliar de un Obispo Diocesano, 
debe proceder una positiva necesidad que imposibilite al 
Obispo del territorio el ejercicio de sus funciones Pontifi- 
ciales en toda la Diócesis, ó que lo exija la estensión del 
Obispado. En estos casos el Diocesano eleva súplica, á Sa 
Cantidad por conducto del Soberano del Estado, pidiéndole 
un auxiliar con el título de alguna Iglesia in partibus infide- 
lium (1). 

Otras veces se nombra el auxiliar por demencia del Obispo, 
por dilapidación en la administración del Obispado ó cuando 
esta se le suspende á consecuencia de causa que se le siga 
ante el Concilio Provincial. Entonces la súplica á Su Santi- 
dad se hace por el Cabildo Eclesiástico remitiendo compro- 
bantes de los antecedentes que lo fundan. 

El Obispo in partibtcs, para ser nombrado auxiliar de una 
Iglesia patronada, es preciso que sea presentado á su Santidad 
por el Soberano del Estado. El señor Benedicto XIV no 
reconoce este derecho á los Gefes de los Estados, pero otra 
cosa piensan el mayor número de canonistas. La auxiliatura 
al Obispo es un oficio ó beneficio en la Iglesia patronada con 



(1) Benedic. 14, Hb. 13 Cap. 16 N. 9. 
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una congrua suficiente que se saca délas rentas del Obispado, 
y puede decirse que se halla comprendida en la Bula del pa- 
tronato 7 en las leyes y decretos citados sobre la materia en 
el Capítulo 3/ Si para la elección de Vicario Episcopal que 
no tiene las facultades de orden es preciso el asentimiento 
del Gobierno en la persona elegida, con mayor razón debe 
serlo cuando se trata de un Obispo que acaso va á sostituir 
al Diocesano en todas sus funciones Pontificiales. 

Cuando el auxiliar se pide por la extención de la Dió- 
cesis, es preciso probar á Su Santidad que ha habido costum- 
bre de tener un Obispo auxiliar. (1) En las erecciones de 
los Obispados puede el Sumo Pontífice crear una auxiliatura 
permanente, como sucedió á la erección de la Catedral 
de San Juan en la Provincia de Cuyo, poniéndose un 
Obispo auxiliar en Mendoza por la distancia y fragosidad 
de los caminos, como decía la Bula de erección. Aunque 
en estos casos la auxiliatura sea por razón del territorio, 
siempre rige el principio Canónico que ella se dá, no á la 
Iglesia, sino al Obispo Diocesano y que por consiguiente 
acaba con él. (2) 

Los Sumos Pontífices no acostumbran nombrar Obispos auxi- 
liares, si no señalándoles una parte de las rentas del Obispo- 
Diocesano que no baje de trescientos ducados lo menos. (3) 
Esta renta subsiste aunque el Obispo auxiliar llegue 
á circunstancias de no poder prestar servicio alguno al Dioce 
sano en la Iglesia y aunque haya necesidad de nombmr 
un segundo Obispo auxiliar. (4) 

(1) Benedic. 14 de Sinod. Dioc. lib. 13 Cap. 14 N. 9. 

(2) Fagnani. In capite episcopalia N. 68 y siguiente. De privileg. 
Benedic. 14 de Sinod. Dioc. lib. 13 Cap. 14 N. 13. 

(3) Benedic. 14 de Sinod. Dioc. lib. 13 Cap 14 N. 6 y siguiente. 

(4) IdemN. 9. 
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Si sucede la vacante de la Iglesia y ocupa la Silla un 
Obispo que no necesita auxiliar, parece que debería, 
cesar la renta de este, pues ya no son precisos sus oficios, 
los cuales por otra parte se presentaban al Obispo Dioce- 
sano, y concluyendo con su muerte. Pero es tan principal 
la congrua al nombramiento de un Obispo in partibus, que 
sin ella no se hubiera hecho la institución. Así como la 
renta se da al Obispo auxiliar para sostener la dignidad de 
su carácter, aunque se halle imposibilitado para prestar ser- 
vicios algunos, por igual razón ella siempre debe conti- 
nuársele, aun cuando el nuevo Obispo Diocesano no necesite 
de sus funciones. 

Los Papas habian acostumbrado también nombrar coadju- 
tores á los Obispos Diocesanos con el derecho de futura 
sucesión al Obispado. Cuando así sucedía negarse á los 
patronos el derecho de presentarlos, pues que podrián ocu- 
par el primer beneficio dé una Iglesia patronada: y los 
Pontífices mismos se los reconocieron para todos los oficios 
ó beneficios para los cuales se nombrase coadjutores con 
futura sucesión. El Concilio Tridentino (1) prohibió este 
género de coadjutorías y sólo permito la dü los Prelados 
de las Iglesias cuando el Papa hallara suficientes motivos 
para crearlos. La ley civil (2) confirmó en todas sus par- 
tes la disposición del Concilio de Trento. La escepción 
que el Concilio ponía respecto á los Prelados de las Iglesias 
no importaba derogar la ley general que el había dado 
prohibiendo la concesión de todo beneficio en expectativa, 
pues que el Obispo coadjutor no se nombra sino por sú- 
plica del Diocesano ó cuando este llega á demencia ó está 



(1) Sección .15 Uap. .7 de reforma 

(2) L.6tít. 13 lib. !.• N. R. 
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suspendido por causa suficiente, de la administración del 
Obispado, y entonces no hay temor de que se procure su 
muerte como en el caso de un beneficio dado en sim- 
ple espectativa. (1) Sobre todo, el. mismo Concilio Tridentino 
hizo aquella famosa declaración al concluir sus secciones; 
que todas y cada una de las cosas decretadas por él res- 
pecto á las reformas de costumbres y disciplina eclesiástica^ 
bajo cualesquiera cláusula que estuvieran concebidas, se 
entendiesen y debían siempre entenderse salva en ellas la 
facultad de la Silla Apostólica. (2) Así sucedió que el mis- 
mo Pío IV acabado el Concilio, dio al Obispo de Verona 
un coadjutor con futura sucesión en el Obispado. El mismo, 
Pontífice y después Pió V y sus sucesores han continuado 
dando coadjutorías de ese género cuando la necesidad ó 
conveniencia de las Iglesias lo han exijido. (3) 

Aun cuando el coadjutor se pida para un Arzobispado 
él no lleva otro título que de Obispo. Los Soberanos, 
como el Rey de Portugal, en el siglo pásalo han pedido 
coadjutores con el título de Arzobispo, y si los Papas han 
accedido á sus súplicas ha sido poniendo la cláusula de ser 
por sólo una vez y sin que sirva de ejemplo. 



Prelados con jurisdicción y postestad cuasi Episcopal. 

Por las leyes citadas en el Capítulo 3.* todo Provincial, 
Visitador, Comisarios del general de las órdenes religiosas, 
todo Prelado er fin, antes de usar de su patente, debía 
presentarse al Virrey, Presidente, Audiencia ó Gobernador de 

(1) Benedic. 14 de Sinod. Dioc. lib 13 Cap. 10 N. 26. 

(2) Sección 25 de la Reform. Cap. 21 y último. 

(3) Benedic. 14 lib. 13 Cap. 11 N. 29 Ub. idem Cap. 14 N. 3. 
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de la Provincia para que le autorice el ejercicio de la 
jurisdicción que ella le daba sino se oponía á los derechos 
de los Soberanos. La jurisdicción Episcopal, puede sin duda 
trasmitirse sin la orden; pero desde que ella es ordinaria 
en los Obispos y se cria sólo en caso de excepción; desde 
que tiene una referencia necesaria á la disciplina esterna 
de la Iglesia, ó vá á ejercerse en subditos del teiTitorio, 
aunque fuesen exentos de los Obispos como lo fueron los 
Regulares, no se le podrá negar al Soberano del Estado la 
inspección que juzgue necesaria respecto al ejercicio de esas 
facultades jurisdiciouales. Por otra parte, las leyes mandan 
que no puede usarse de ninguna Bula Pontificia ni obte" 
nerse gracia alguna de su Santidad sin el beneplácito del 
Gefe del Estado. Por consiguiente, cuasi Episcopal, no 
podría ejercerla en la República sin el previo asentimiento 
del Gobierno. 

La jurisdicción Episcopal puede delegarse por el Dioce- 
sano como la delegan en sus Vicarios generales, pero no 
así las facultades de orden, y por lo tanto cuando es 
preciso hacerse, debe pedirse al Sumo Pontífice. Así se ha 
ejecutado muchas veces en América. Los Obispos por la 
extensión de las Diócesis han pedido repetidas veces á Su 
Santidad que confiera á un Sacerdote que designan la fa- 
cultad de ejercer funciones Episcopales en determinado 
territorio de las Diócesis á donde no era posible que los 
Obispos se trasladaran. En 1733 el Obispo de Concepción 
en Chile, pidió á su Santidad que diera á un simple 
Presbítero las facultades que se le pedían. Lo mismo lo 
hizo en 1751 el Arzobispo de Lima y el Obispo de Quito. (1) 
Pero estas concesiones llevan la condición de que las 



(1) Benedic. 14 de Sinod. Dice. Hb. 13 Cap. 14. 
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facultades Episcopales, se han de ejercer con aceite consa- 
grado por un Obispo, sin embargo Wandigo, retíere que el 
Padre de la orden de Menores Fabián de Bacchia al partir 
para las Indias Orientales recibió del Sumo Pontífice Eu- 
genio IV todas las facultades Episcopales, y aun las de 
preparar y consagrar el Crisma. El señor Benedicto XIV 
que refiere el hecho parece dudar de la aserción de Wan- 
digo. Si quafides Wandigo, dice. De todos modos estas 
delegaciones están sugetas á lo que hemos dicho sobre toda 
facultad concedida por los Papas en las Iglesias de América 
ó en subditos del territorio. 



CAPITULO xm. 

Provisores ó Vicarios generales, Vicarios foráneos, 
Tribunales Eclesiástícos. 

En los tiempos evangélicos los Obispos ejercían por sí mis- 
mos la jurisdicción eclesiástica, pero después la autoridad ecle- 
siástica se extendió á tanto, que puede decirse que casi todos 
los negocios contenciosos correspondían al fuero de la Iglesia. 
Los Obispos delegaron sus facultades en los arqui-diáconos, y 
aunque se les consideraba como la fuente de la jurisdicción 
eclesiástica, no juzgaban por sí las causas, sino por sus dele- 
gados, á semejanza de los Reyes que instituían los tribunales, 
pero que no administraban la justicia personalmente. Los 
arqui-diáconos, por la larga posesión en que estuvieron de la 
jurisdicción Episcopal, la creyeron propia, la disputaron á los 
Obispos, y. muchas veces triunfaron en esta lucha. Recién en 

el siglo XII, por interposición de la Santa Sede ó por tran- 

10 
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saceioDes particulares, conquistaron los Obispos sus antiguas 
facultades, y comenzaron á transmitirlas á sus oficiales ó Vi- 
carios generales, funcionarios de los cuales no se hace mención 
ni en el decreto de Graciano, ni en las decretales de Grego- 
rio IX, sino en el texto por primera vez ; pero continuó siem- 
pre la costumbre de no administrar el Obispo por sí la juris- 
dicción contenciosa, sino por medio de un oficial delegado al 
efecto. 

En América han existido siempre los Vicarios generale<5 de 
los Obispos desde la fundación de sus Catedrales. Tomada 
posesión de la Iglesia, l*1 Obispo nombra un Provisor ó Vi- 
cario general para el despacho de los negocios correspondien- 
tes á la jurisdicción contenciosa. Sus facultades se extienden 
á toda la Diócesis, salvo las reservas que haga el Prelado al 
conferirlas. (1) Pero la delegación del Obispo, por general que 
sea, siempre se juzga ser para lo meramente contencioso, pues 
si quisiera conceder otras facultades debe hacerlo por man- 
datos especiales. (2) 

El Provisor ó Vicario general no representa el Oficio Epis- 
copal, sino la persona del Obispo, por cuya razón sus facul- 
tades se acaban con la muerte ó destitución del Prelado. (3) 

No pudiendo los Obispos atender á toda la Diócesis ni ejer- 
cer en todas las partes de ella la jurisdicción eclesiástica, fué 
costumbre en Europa dividir cada Diócesis en pequeños Obis- 
pados sujetos á la jurisdicción de los Corespíscopos, Deanes 
rurales, ó Vicarios Episcopales. Pero en América no se han 
conocido estos oficios, y la costumbre ha sido poner Vicarios 
foráneos en las Iglesias que están fuera de la Metrópoli del 



alter, § 140. 

¡nedic. 14 de Sínod. lib. a."" Cap. 8. 

alter, § 140. 
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Obispado, facultándolos para la decisión de las causas de menor 
importancia, ó dándoles otras facultades tales como lo exija la 
distancia de la Silla Episcopal. Estos Vicariatos foráneos re- 
gularmente son ejercidos por los Curas de las Iglesias Matri- 
ces, aunque los Cánones y las leyes civiles han prohibido que 
los Párrocos puedan ser Provisores ó Vicarios generales, (1) 
pues en tales casos, el Cura Vicario foráneo no es Provisor 
ni Vicario general del Obispo en el distrito de la Iglesia que 
está á su cargo, sino que sólo desempeña por delegación al- 
gunas pequeñas facultades para el mejor servicio de la Iglesia 
ó de los fieles. 

El Obispo puede nombrar por Vicario general á otro Obispo 
que no esté en posesión de su Iglesia, como los Obispos in 
partibiis. 

Y aun puede nombrar un Secular, pues aunque el Vicariato 
Episcopal sea una Dignidad en la Iglesia, el Derecho Canó- 
nico no ha exigido órdenes sagradas para ejercerlo. En Indias 
y en España se han visto iiiuchas veces Seculares, Vicarios 
generales de la Diócesis. Clemente VII, por Breve de 1.** de 
Febrero de 1601, mandó que en el Reino de Castilla y de 
León nadie pudiera ser Provisor, que no tuviera alguna de 
las órdenes sagradas. (2) Pero este Breve se dio á pedimento 
de esas Iglesias, y no comprendía, por tanto, á la de Aragón, 
Navarra, etc. Tampoco él fué recibido ni publicado en España 



(1) Carta acordada de 10 de Agosto de }79(J en la nota 4.' del tí- 
tulo 7 lib. !.• R. de I. Por cédula de Mayo de 1792 ya estaba man- 
dado que los Curas sólo pudieran ser Provisores cuando en el Cabildo 
Eclesiástico ó en lo demás del Clero no hubiese persona en quien pu- 
diese recaer la elección. 

(2) Fraso Cap. 26 N. 58 trae á la letra el Breve. 
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ni América. (1) Al contrario, puede decirse que era una cos- 
tumbre pn el Perú elegir para Provisores, Seculares que tu- 
vieran la primera tonsura, que á ninguno faltaba. En los 
últimos tiempos, el señor Videla, que murió en Buenos Aires 
en 1818, siendo Obispo de Salta tuvo por Provisor á un Abo- 
gado Secular de aquella Provincia. 

Pero el Obispo no puede elegir por Provisor á ningún Re- 
gular. En los primeros tiempos los Obispos de América 
fueron casi todos frailes, y nombraban por Provisores á otros 
de sus Conventos, desnaturalizando así sus institutos; pues 
nada era menos propio de los Regulares que ser Jueces Ecle- 
siásticos. Muchas veces se dieron órdenes particulares á di- 
versos Obispos para que quitaran los Provisores Regulares 
que habían nombrado. (2) Y por último, la ley de Indias (3) 
prohibió de una manera general á los Arzobispos y Obispos 
de América tener Religiosos por Provisores. 

Hasta fines del siglo pasado los Obispos elegían sus Pro- 
visores y éstos entraban á ejercer su oficio sin tener el 
Gobierno parte alguna en el nombramiento del Juez Ecle- 
siástico. Esto era muy extraño cuando el Pontífice mismo por 
el concordato de 1753 había declarado que el Nuncio que 
nombrara debía ser del agrado del Rey por la jurisdicción 
que tenía en las causas eclesiásticas; (4) y cuando hasta los 
Prelados y Provinciales de los Conventos no podían ejercer la 
autoridad interior y doméstica del claustro sin asentimiento 
del Soberano respecto á la persona elegida. (5). Pero en 1784 



r^'\ 



Solorzano lib. 4.' N. 19. 
Solorzano lib. 4-* Cap. 8 N. 9. 
L. 20 tít. 7 lib. 1.* 
Véase la L. 14 tít. I.' lib. 2 N. R. 
L. 64 tít. 14 lib. 1.* B. I. 
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un pleito pai^ticular del Arzobispo de Valencia con su Provi- 
sor, hizo dar el decreto de 16 de Julio de aquel año, orde- 
nando que el Arzobispo hiciera presente á la Cámara del 
Consejo la persona que destinase para el Provisorato, para que 
con la aprobación del Rey se llevase á efecto el nombra- 
miento, y si hubiese legítimo reparo en ella, se mandase al 
Arzobispo que propusiera otro individuo. En el mismo año 
una circular de la Cámara del 12 de Agosto, ordenó que lo 
resuelto respecto al Arzobispo de Valencia fuese general á 
todo el Reino. De estas órdenes se formó después la L. 14 
tít. I.** lib. 2 N. R. 

Respecto á América, nada se había provisto hasta que por 
consulta del Consejo de Indias se expidió la cédula de 4 de 
Agosto de 1790, en la que se dice: « que el Rey ha venido 

< en aprobar sobre el nombramiento de Provisores de aque- 
« líos dominios la ley acordada por la junta particular del 

< nuevo Código de las Indias, en la que se encarga á los 
« Arzobispos y Obispos, que cuando eligieren Provisores y 
« Vicarios generales que se hallaran en estos Reinos den no- 
« ticia al Consejo de la Cámara con expresión de las cali- 
edades del nombrado, para que ésta, hallando que tienen los 
« grados, edad, estudios, años de práctica y buen olor de 
«costumbres que se requieren por las leyes eclesiásticas y 

< Reales para ejercer jurisdicción, lo ponga en noticia de Su 

< Magestad, y mereciendo su aprobación se lleve á efecto su 
«nombramiento; y que si hubiere legítimo reparóse mande 
« al Prelado proponer ó destinar otra persona ; pero si los 

< nombrados se hallaren en las Indias, darán dicha noticia 
« para los mismos fines á los Virreyes y Presidentes, con 

< cuya aprobación se pondrán en posesión de sus empleos.» (1) 



(1) Nota 8." á la L. 14 tít. 1.' lib. 2.* R. de I. 
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Los ordinarios Diocesanos pueden nombrar los notarios ma- 
yores y numerarios con quienes han de actuar, arreglándose 
á lo dispuesto en la pracrnática de 18 de Enero de 1770. 
(1) Estos Notarios deben obtener ante todo q\ fiat 6 título de 
Notarios del Reino, que se despachaba por la Cámara del 
Consejo, examinándose de Escribanos con las formalidades 
prevenidas en las leyes, pero no pueden actuar en las causas 
temporales ni ante la jurisdicción civil. Para las Notarías de 
diligencias, los ordinarios eclesiásticos deben nombrar á los 
que tengan títulos de Escribanos. Los actuarios que se nom- 
bren, así mayores como los de Vicaría y de diligencias, de- 
ben ser precisamente Seculares, y sólo les es permitido á 
los ordinarios nombrar un Notario ordenado in sacris para 
actuar en causas criminales de los Clérigos, al cual Notario 
no se le dá título. Por lo tanto, hoy todos los Notarios de- 
ben tener títulos de tales dados pr»r el Gobierno después de 
haber sido examinados por la Cámara de Justicia. 

El Diocesano nombra también un Fiscal eclesiástico y 
quedan ya constituidas las personas que han de intervenir 
en las causas eclesiásticas. 

La 1.' Instancia se tiene ante los ordinarios según lo dis- 
puesto en el Concilio de Trento. (2) La dificultad estaba en 
las otras Instancias. Las leyes de partida habían menoscabado 
no sólo la jurisdicción del Soberano temporal, sino también 
la de los Metropolitanos y demás Prelados eclesiásticos. « El 

< Apostólico, dice la ley 5.' tít. 5/ p. 1.', puede sacar á cual 
«Obispo que quisiere de poder de su Arzobispo ó de su 

< Primado ó de su patriarca Otro sí, non puede ninguno 

€ librar los pleitos de las Alzadas que los homes ficieren al 



trae Covarrubias. Recursos de fuerza, pág. 353. 
)rzano en el lib. 4.* Cap. 9 lo trae* á la letra. 
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« Papa, sinon el mismo ó quien él mandare, ni otro si non ha 
« de poder ningún Prelado do oir el pleito sobre que naciese 
« alguna duda de aquellos que lo 03'eron lo enviaren decir al 

«Papa Otro sí, en todo pleito de Santa Iglesia se pue- 

c den alzar primeramente al Papa dejando en medio á todos 

«los otros Prelados Otro sí, todos los pleitos mayores 

« que acaecieren en Santa Iglesia á él los deben enviar que 
€ los libre. > 

Erigido que fué en Roma un tribunal Soberano para conclu- 
sión definitiva de todas las causas de la cristiandad y autori- 
zadas las apelaciones para este Juzgado Universal del Mundo 
Cristiano, se vio acudir á aquella Capital los Clérigos contra 
sus Prelados, los Monjes contra los Obispos, los Obispos con- 
tra los Metropolitanos, y unos y otros formalizar recursos contra 
los Soberanos temporales. Con tal legislación era imposible 
que se gobernaran las Iglesias de América. Las sentencias de 
los ordinarios quedaban siempre sin efecto con la apelación á 
Su Santidad, y más de una vez se vieron escándalos muy gran- 
des, revoluciones de la mayor consecuencia sin haber un Juez 
eclesiástico que concluyera las cuestiones de América. Por él 
Breve Apostólico de 1578 se dispuso que todos los pleitos ecle- 
siásticos de cualquier género y calidad que fuesen se siguiesen 
en todas instancias y se acabasen aún sin sacarlos fuera de 
América. Y al efecto se ordenó por dicho Breve que en las 
causas eclesiásticas de las Indias la apelación no se interpu- 
siera para ante la Sede Apostólica, sino del sufragáneo Metro- 
politano, y si la primera sentencia fuese pronunciada por el 
Metropolitano, se debía apelar de ella para el sufragáneo más 
cercano de la misma Metrópoli. Se mandó también que dos 
sentencias conformes hiciesen cosa juzgada. Por consiguiente, 
si el Juez de la apelación revocaba la sentencia en 1.' Instan- 
cia, el recurso se interponía para otro Metropolitano, ó para 
el Obispo más cercano al que dio la 1.' Instancia. Si las dos 
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de éstas fuesen conformes, In ejecución la hacía el que. había 
pronunciado la última. (1) 

Después de conseguido el Breve, Felipe H no lo puso en 
uso y murió sin hacerlo publicar, porque tuvo escrúpulo de 
acabar con la jurisdicción del Pontífice en América, y aún 
después de dos cédulas, una de 1608 y otra de 1609 dirigidas 
á las Audiencias de Lima y de la Plata continuaron los re- 
cursos al Papa hasta que publicadas las leyes de Indias, se 
mandó en ellas que las Audiencias Reales hiciesen cumplir 
y ejecutar lo dispuesto por el Breve de Gregorio XIII. (2) 

Los Tribunales eclesiásticos quedaban todavía á inmensas 
distancias, pues había que apelar desde Buenos Aires á Chu- 
quisaca, y aunque los Metropolitanos delegaban su jurisdicción 
nombrando en las Diócesis un Juez del Arzobispado, había 
que ocurrir todavía á ellos como delegantes de la jurisdicción. 

Las cosas se complicaron más cuando de un mismo Virrei- 
nato en que no había sino un Metropolitano se crearon diver- 
sos Estados independientes, como ha sucedido en Buenos Aires. 
Entonces por el mismo hecho se acababa la jurisdi(5ción del 
Arzobispo, y la apelación debía interponerse ante el Obispo 
más cercano. Pero las sillas Episcopales distaban siempre 150 
á 200, y los pleitos se hacían interminables. Para ocurrir á 
este mal el Gobierno de Buenos Aires por la incomunicación 
con la Santa Sede organizó los Tribunales Eclesiásticos por 
decreto de 8 de Abril de 1834. La 1/ Instancia se tiene ante 
el Provisor, la 2." ante un miembro del Clero nombrado á pro- 
puesta del Prelado por el Gobierno, y la 3.' ante el Obispo 
Diocesano acompañado de dos individuos del Senado del Clero 
nombrados también por el Gobierno á propuesta del Prelado. 



(1) L. 10 tít. 9 lib. !.• R. L 

(2) Solorzano en el lib. 4 Cap. 9 lo trae á la letra. 
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El decreto parece que no se lia puesto en el caso que la 
Iglesia se ballai-a en Sede vacante. 



CAPÍTULO XIV. 
Espolios eclesiásticos. 

Por la L. 6/ tít. 12 lib. 1.' R. I., todo clérigo y Prebendado 
puede testar de sus bienes, aunque sean adquiridos por razón 
de alguna Iglesia, Beneficio ó renta eclesiástica, y si no lo 
hicieren, suceden en ellos sus herederos ab-intestato. Pero no 
así los Obispos, los cuales sólo pueden disponer de lo que 
hubiesen tenido al tiempo de tomar posesión de la Iglesia. 
Lo que hubiesen adquirido directa ó indirectamente por razón 
del Obispado ain haber dispuesto de ellos antes de su falleci- 
miento, se llaman espolios, y de ellos no pueden disponer por 
actos de última voluntad. 

Nunca ha habido sucesión más disputada que la de los Obis- 
pos. Los Papas, la Iglesia Episcopal y los Soberanos del Estado 
creyeron cada uno tener el mejor derecho. La razón estaba 
por el Fisco, mucho más si se atiende al destino que daba 
á los espolios eclesiásticos. Por los antiguos Cánones la suce- 
sión pertenecía á la Iglesia en cuya posesión hubiera muerto 
el Obispo. Pero el Pontífice Carlos III por su Bula de 3 de 
Enero de 1542 declaró haber sido la intención de sus predece- 
sores y ser también la suya que los bienes que dejaban los 
Obispos al tiempo de su muei*te conocidos por el nombre de 
espolios se reservaran y perteneciei-an á Su Santidad y á su 
Cámara Apostólica, á excepción de los ornamentos, va«os sa- 
grados, libros, cosas de oro ó plata destinadas al uso y culto 
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divino en Jos oratorios privados de los Obispos, los cuales de- 
t)ían aplicarse á la Iglesia de que fueron Prelados. Esta Bula 
no se recibió en España, ni en América, y como los Papas y 
los Nuncios de ellos hubieran ya nombrado comisionados para 
la colección de ios espolios en las Iglesias del Nuevo Mundo, 
se ordenó por cédula de 29 de Mayo de 1581 á la Audiencia 
de Méjico que no consintieran que se cobraran los espolios y 
que se recogieran las Bulas ó poderes que al efecto se hubieran 
librado por el Papa ó su Nuncio Apostólico en España. (1) 

La Corte Romana se contentó después con elegir una sola 
joya de la sucesión del Obispo en señal de su derecho, lo cual 
se llamó la luctuosa, y sobre ella hay escritos muy formales. 
Por último, en el concordato de 1753 con los Reyes de Es- 
paña, la Santa Sede desistió de todo derecho á los espolios de 
los Obispos, y se declaró que ellos pertenecían á la Iglesia 
del Prelado muerto y á los pobres de la Diócesis. 

Entre tanto las leyes para América habían mandado que todo 
Obispo ó Arzobispo, antes de tomar posesión del Obispado* 
fuese obligado á hacer inventario de sus bienes y deudas ante 
el Fiscal de la Audiencia ó donde correspondía el Obispado 
y dos Prelados de la Iglesia: (2) que cuando el Prelado esté 
mandado sacramentar, pasen á su casa un Diputado del Cabildo 
Eclesiástico acompañado del que nombre el Gobierno para 
hacerse cargo de guardar dentro de la misma casa los bienes 
y alhajas que en ella hubiese. Si el Prelado falleciese, ellos, 
después del funeral y exequias deben presentar al Cabildo 
Eclesiástico con el visto bueno del Patrono una cuenta exacta 
de lo que hubieron encontrado en la casa del Obispo. (3) 



La trae Frase Cap. 21 N.* 4. 
-. 29 tít. 7 lib. !.• R. de I. 
Cédula de 31 de Mayo de 1797. 
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Los Oficiales de la Real Hacienda, Tesoreros y Contadores, 
desde el día siguiente al del novenario, debían inventariar los 
bienes que dejaba el Obispo, á excepción de los inventariados 
cuando tomó posesión de la Iglesia. (1) La Audiencia estaba 
encargada de velar sobre la materia 7 de dar las órdenes co- 
rrespondientes á los Oficiales Reales. (2) 

Estas leyes se mandaror* observar en el Virreinato de Bue- 
nos Aires por los artículos 196 y siguientes de la ordenanza 
de Intendentes del Virreinato. En ellos se ordena que la asis- 
tencia personal del Fiscal en los inventarios fuese sólo necesaria 
en la Ciudad de Buenos Aires, y que en los otros Obispados 
asistiera el promotor ó Agente Fiscal que había en las- Inten- 
dencias; que en el inventario de los espolios, en las almone- 
das y remates de ellos había de asistir uno de los Oficiales 
Reales y dos prebendados. El Virrey en Buenos Aires y el 
Gobernador Intendente en las Provincias, eran los Jueces pri- 
vativos de los espolios, y ante ellos debía seguirse todo pleito 
que promoviesen los acreedores ó herederos del Obispe, y de 
ellos se apelaba á la Audiencia, siendo parte en el juicio el 
Fiscal del Estado. Pero este recurso del Virrey á la Audien- 
cia era por ser él, sólo Vice-Patrono. En España, de la Cámara 
del Consejo que conocía de estas materias no había recurso 
alguno. Siendo, pues, hoy los Presidentes de las Repúblicas 
Patronos absolutos de las Iglesias, no hará por lo tanto el re- 
curso de apelación de sus sentencias para la Cámara de Justicia. 

Fenecidos los autos de espolios en las Provincias, y las de- 
mandas puestas contra ellos, los artículos citados de la ordenanza 
mandaban que se remitiera todo al Tribunal de la Audiencia 
para que examinados los procedimientos se elevasen los autos 



(1) Cédula citada y L. 38 tít. 7 Hb. I.* R. «le I. 

(2) L. 37 id.. 
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al Gobierno para que hiciera entregar á la Iglesia el ;:roclucto 
de los espolios y el Pontificial del Obispo muerto. El Gobierno 
como Patrono disponía de los objetos en que se liabía de em- 
plear el dinero de los espolios. 



CAPITULO XV. 
Sede Vacante, Cabildo Eclesiástico, Vicario Capitular. 

La Iglesia puede quedar vacante por renuncia, traslación á 
otrn Iglesia, deposición ó muerte del Obispo Diocesano. 

Para la renuncia precede licencia del Soberano extendida en 
instrumento público. El Rey mandaba al Sumo PontíOce la re- 
nuncia del Obispo, el nombramiento y presentación del que de- 
bía sucederle. Su Santidad en el mismo consistorio admitía la 
renuncia, absolvía al uno del vínculo que tenía con la Iglesia, 
y confirmaba en su lugar á la persona nombrada por el Sobe- 
rano, mandando pedir las letras Apostólicas de la admisión de la 
renuncia, absolución al renunciante del vínculo con la Iglesia 
que dejaba, y publicación del nuevo Obispo. De manera que en 
el momento que acababa el uno de los Obispos, sucedía el otro 
y no había vacante Canónica. (1) Pero de todos modos la va-, 
cante comienza solo á ser efectiva para el Gobierno de la Iglesia 
desde que lais letras Apostólicas de la absolución del vínculo 
hubiesen recibido el pase del Gobierno. 

La vacante por traslación á otro Obispado sucede según el 
de Urbano VIII de 20 de Marzo de 1625 desde el mo- 
que el Obispo es absuelto por Su Santidad del vínculo 

)afíada. Recurso de fuerza par. 3.' Cap. 3.* N. 47. 
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que lo ligaba á su Iglesia aún antes de la expedición de las le- 
tras Apostólicas, antes de la posesión de la nueva Diócesis, y 
antes del nombramiento del Sucesor. Este Breve trajo en Es- 
pana y en América mil cuestiones ruidosas, cismas verdaderos, 
negándose á los Obispos y sus Vicarios toda jurisdicción legal 
desde que el Diocesano hubiera sido absuelto del vínculo de Su 
Santidad, aunque se ignorase en la Diócesis. Pero la Cámara 
del Consejo nnnca ha permitido que se publique la Sede Va- 
cante hasta que el Prelado que rejía la Iglesia la deje y entre 
en posesión de aquella para que está nombrado. (1) 

Respecto al breve, el Consejo de España declaró muchas ve- 
ces que sin embargo de lo ordenado por Urbano VIII no había 
Sede vacante pública hasta tanto que por testimonio auténtico 
visto y examinado en la Cámara, constase haber hecho Su San- 
tidad la traslación del Obispo. 

El Conde de la Cañada cita cinco cédulas que así lo han or- 
denado. (2) Esto no eia lejislar en materia espiritual, sino re- 
glamentar solamente la declaración del PontíOce para la paz 
de la República; asegurar su cumplimiento y no dar lugar á 
que en materias tales se procediera por noticias menos ciertas. 

Muchas veces en América un Obispo es promovido de una 
Catedral á otra, y según la costumbre, toma el Gobierno de la 
segunda Iglesia en virtud de la cédula de ruego y encargo diri- 
jida al Cabildo Eclesiástico. Este acto de desamparar el presen- 
tado su primera Iglesia, á irse á gobernar la segunda, induce 
una total abdicación y renuncia de la ínrisdicción y administra- 
ción de ella, de modo que ni por sí, ni por sus Vicarios le queda 
el derecho de retenerla, sino que luego que se ausenta se 
puede publicar la Sede vacante, como sucede en todos los be- 



(1) Solorzano lib. 4.* Cap. 13. 

(2) Cañada. Kecurso de fuerza par. 3/ Cap. 3 N. 67 y siguientes* 
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neficios eclesiásticos. Ni es preciso que haya hecho la renuncia 
ante el Papa, y que este le haya absuelto del vínculo con su 
Iglesia ; pues que el que recibe el nombramiento del Gobierno 
y toma posesión de la nueva Iglesia, es visto hacer renuncia de 
la primera en manos del Pontífice á quien se ha elevado la 
presentación. Respecto á la absolución del vínculo, basta que 
ella sea subsiguiente á la renuncia, porque en cualquier tiempo 
que se preste el consentimiento á la traslación se refiere á la 
súplica y presentación que se hizo á Su Santidad. Y también 
porque el matrimonio espiritual que se considera en los Obis- 
pos con sus Iglesias, se contrae como de futuro luego que acep- 
tan la elección, aunque se perfecciona hasta la confirmación 
del Romano Pontífice. ResTilta así que el Prelado que pasa á 
gobernar la segunda Iglesia, ya virtualmente vá desposado con 
ella en fé de la confirmación que había pedido el Gobierno con 
su asentimiento, y esperaba de la Santa Sede, la cual le traería 
la absolución del vínculo. Es preciso tener presente estas doc- 
trinas Canónicas, porque el Gobierno es el que ha de decidir si 
hay ó nó Sede vacante, como luego lo veremos. 

La vacante por deposición del Obispo puede tener su oríjen 
en el Gobierno, ó en el Soberano Pontífice. Los Papas muchas 
veces han excomulgado á los Obispos y los han privado de 
sus Diócesis, como sucedió en Francia á fines del siglo pasado 
y principios de éste. Pero las leyes de patronato dan derecho á 
examinar los Breves de deposición, ó las resoluciones del Con- 
cilio Nacional á quien por derecho Canónico corresponde la de- 
posición de los Obispos, y si el Gobierno no permite el pase, 
quedan ellos como no dados. Tenemos un grande ejemplo en 
Ifk ííamosa Bula in cosna Bomini que publicó tantas censuras y 
ios, y como fué retenida y suplicada, quedaron ellos sin 
omo la Iglesia misma lo ha reconocido. (1) 

éase á Covanub. Recurso de Fuerza, pág. 107. 
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Si el Obispo, por una causa temporal, después de juzgodo 
por el Tribunal competente que la Nación tenga designado, 
fuese privado por el Soberano de la jurisdicción y administra- 
ción de la Iglesia, aunque el vínculo subsiste hasta que de él 
le absuelva Su Santidad, la Iglesia se declam en Sede vacante, 
como sucede en el caso del Obispo que por cautiverio .5 por 
otra cosa que en derecho traiga la muerte civil no pudiera ad- 
ministrar legal mente la Iglesia. Los Gobiernos acostumbran 
parar su acción en esto, quedando solo conu> retirado el pase 
de las Bulsis de confirmación sin exijir que al Pontífice lo con- 
dene también y lo prive del Obispado Mientras él viva, la 
Iglesia será gobernada en Sede cacante pero no podrá elejirse 
otro Obispo. 

La Sede vacante por deposición no se infiere de ningún acto 
del Soberano respecto al Obispo que no importe una muerte 
civil. En 1815 el Gobierno de Córdoba declarado indepen- 
diente del Gobierno general que ejercía el Patronato, desterr.) 
al señor Obispo Orellana al pueblo de San Lorenzo fuera de 
la Diócesis de Córdoba. El Obispo al salir nombró su Vicario 
general ; pero el Cabildo Eclesiástico por el destierro) del Obispo 
fuera de su diócesis, declaró la Iglesia en Sede vacante y nom- 
bró Vicario Capitular. El Congi'eso reunido en Tucuman el 
año de 1816, tomó conocimiento de este negocio, y declaró 
que no había Sede vacante por el mero destierro del Obispo, 
fuera de su Diócesis. A principios de este siglo los Cabildos 
Eclesiásticos de la Francia no quisieron reconocer como va- 
cantes los Obispados mientras el Obispo viviera, aún cuando 
estuviese preso ó desterrado, y atajaron de esta manera las \^io- 
lencias del Emperador Napoleón contra los Obispos que soste- 
nían los primeros derechos de la Silla Apí»stólica en el Concilio 
Nacional de Francia. (1) 

(1) Memorias Eclesiásticas, año 1812. 
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Si sucediera la muerte del Obispo, el Cabildo ó Senado Ecle 
siástico dá aviso de ella al Gobierno y le pide licencia para 
declarar la Iglesia en Sede vacante. La lej exije para este acto 
precisamente el permiso del Gobierno. (1) 

Publicada la Sede vacante, el Cabildo Eclesiástico entra á 
gobernar la Iglesia. 

El Senado Eclesiástico de la Diócesis de Buenos Aires por 
ley de 21 de Diciembre de 1822, es compuesto de cinco Digni 
dades de Presbítero y cuatro Canónigos, dos Diáconos y dos 
Sub-diáconos. 

Regularmente en las Iglesias de Europa solo los Canónigos 
hacen y constituyen Capítulo con su Obispo, y no las Dignida- 
des aunque en ellas entre la de Dean. Pero en las Iglesias de 
América por las Bulas de sus erecciones, las Dignidades del 
Cabildo Eclesiástico forman número, y según sus grados pre- 
ceden á los Canónigos, y tienen como ellos voz y voto en las 
elecciones Canónicas, administración y gobierno de la Ig'esia. 
Debe de esto tenerse presente, cuando se lean autores do Dere- 
cho Canónico que no han escrito especialmente para América. 

El Cabildo ó Senado Eclesiástico por utilidad y necesidad de 
la misma Iglesia y del pueblo, sucede por la vacante en todo 
lo que pertenece á la jurisdicción ordinaria y administración 
de los Obispos tbnto en lo espiritual como en lo temporal. (2) 
Sucede también en la colación de las Prebendas, Canonjías y 
Curatos, porque no son de institución voluntaria sino forzada, 
y se tienen por meras confirmaciones, pues se hacen para poner 
en ejecución las presentaciones para los beneficios eclesiásticos 
hechas por el Patrono. 

Si la Iglesia es Arzobispado, al Cabildo de ella pasa toda la 



L. 9 tít. 18 lib. 1.* N. R. 
Secc. 24 Cap. 16 Conc. Trident. 
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jurisdicción Metropolitana, y \u puede ejercer por sus Vicarios 
ó por Jueces Metropolitanos que para ello nombrase. 

Y en general, gozando el Cabildo en Sede vacante de la ju- 
risdicción episcopal, puede conocer de todas las causas de que 
conocía el Obispo, y hacer todo aquello que estaba en las fa- 
cultades del Diocesano, á excepción de lo que competía al 
Obispo por razón de la orden ó dignidad, ó por delegación 
Apostólica ó derecho especial. 

Por este nuevo carácter que toma el Senado Eclesiástico en 
Sede vacante, por esta nueva potestad que nace en el Estado 
con jurisdicción ordinaria en el hecho de quedar vacante la 
Iglesia, la ley ha mandado, como hemos dicho, que no se 
pueda declarar el Obispado en Sede vacante sin licencia es- 
pecial del Gobierno. 

Antiguamente el Capítulo do la Iglesia ejercía por sí la ju- 
risdicción y administración episcopal; pero desde el Concilio 
de Trento se mandó que á los ocho días de declarada la Sede 
vacante, debía el Cabildo proceder á elegir un Vicario, ó con- 
firmar al Vicario Episcopal. (1) Este Vicario Capitular con 
toda la plenitud del poder del Cabildo Eclesiástico tiene por 
consiguiente más potestad y es más extensa su jurisdicción 
que la del Vicario Episcopal. Y si de éste, como se ha dichOi 
las leyes ordenan que la persona elegida deba ser del agrado 
del gobierno, con mayor razón la del Vicario del Cabildo 
que entra á administrar la Iglesia con todas las facultades 
episcopales. 

El Vicario Capitular puede ser elegido entre los individuos 
del Cabildo, ó fuera de él, pero debe tener aquellas cualida- 
des que se requieren para el Vicario Episcopal. Su jurisdicción 
dura mientras la Igle.«ia esté en Sede vacante, si no ha sido 



(1) Conc. Trident. Secc. 24 Cap. 18. 

11 
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elegido por tiempo determinado, y acaba cuando el Gobieroo 
elige el Obispo, lo presenta al Pontífice y encarga que se le dé 
Ifi admiqistración del Obispado; ó si no 1q ha hecho así, el Vi- 
cario Capitular cesa cuando confiraiado el Obispo electo toma 
posesión de ]a Iglesia. 



CAPÍTULO xyi. 

provisión de Dignidades y Ganongias. 

Llegamos á una materia larga y difícil en el derecho de 
Europa, pero clara, corta y sencilla en el derecho público ecle- 
siástico de América. Las Catedrales de España estaban erigidas 
con prebendas de todo género, reservadas las unas en su provi- 
sión al Sumo Pontífice, otras á los Obispos; algunas á los Cabil- 
dos Eclesiásticos, y aún á los particulares, y otras eran patrimo- 
niales que sólo podían proveerse en los hijos de la Provincia. 
Los Papas jamás desistieron de proveer estps beneficios ecle- 
siásticos; y lo que más pqdo consieguirse de^ ellos en el Concor- 
dato de 1763 fué que se reservfisen ^ólo cincuenta y dos bene- 
ficios en las Iglesias ^^ Espafifi. 

El año se dividió ei^ meses apqstólicQs y mese3 ordinarios. 
Los beneficios que vacaban en los primeros se proveían po? los 
Obispos, y k)? otros por pres^ntapióp deil Patrpno. $31 deof^cho 
se cumplió en tal gruido, que 1^ provisión de beneíicio?^ ^e^j^s- 
ticos ocupa muchos y largos <fítuloi3 ^n Ifts li^j^^ f^^copiladfts. 
Pero felizmente e)I^ no l^^n cogido en AiT^^^ica^ ni ^ I^U^^r^i^o 
Pontífice se ha reservado para sí, para les Obispos, ni para los 
Cabildos Eclesiásticos ninguno de los beneficios de las Iglesias del 
Nuevo Mundo. Tampoco tenenuxs Vicarios peypétuo«» Abad:í^s y 
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Prelacias con jurisdlccIÓD casi Episcopal, y todos los beneficios 
'de nuestras Iglesias están reducidos á Dignidades y Canongías 
sin ninguna prebenda fuera del Capítulo. Todos se proveen de 
igual manera, y no conocemos la$ provisiones por resiUtas, ni 
hay beneficios en América que puedan vacar en la Corte Ro- 
mana. 

La L. 12 tít. 18 lib. 1/ N. B. y 9 tít. 17 lib. id y 29 tít. 6.' 
lib. 1.* R. I., determinan los cualidades morales para obtener un 
beneficio. La 1/ de estas leyes hasta el 12 determina las cua- 
lidades en general, y desde el 16 las cualidades para Curatos y 
Canongías. Ellas también se encontrarán expresadas en la sec- 
-ción 24 Cap. 12 del Concilio Trldont-no. Las principales son 
que el elegido sea Clérigo, y que tenga cuando menos )a edad 
•de 22 años. Eí Conde de la Cañada entiende que esta edad es 
para los Canónigos Sub-diáconos^ pues para el Diaconato y 
Presbiteriato, el mismo Concilio de Trento en el Capítulo 12, 
í^cción 23 de reformas, exijió la edad de 25 años. 

Las Dignidades y Canongías se proveen por presentación del 
Oobierno por título especial sin ningún otro antecedente para 
la elección, y la institueión se hifcce también por escrito por el 
Arzobispo ú Obispo déla Iglesia. (1) 

Para dar la eolacióo Ganónioa, no basta ninguna información 
de la presentación que el Gobierno hubiere hecho, sino que 
-debe ella precisamente mostrarse original, sin lo cual la ley 
ordena que no se dé la institueión ni la posesión del beneficio. 
El nombrado por el Gobierno para alguna dignidad ó canongía 
debe á más tardar, $er instituido en el término de diez días por 
el Prelado, y si este no lo hiciere, la key le autoriza para ocurrir 
al ordinario más iiMfiedíaio para qoe le haga cdocaeiÓQ del 
beneficio. (2) 

(1) L. 4 tít. 6 Ub. !.• R. L 

(2) L. 36 til. 6 Ub» !.• E. L Bala del Patronato ée Julio I.* de ífiOS 
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Cuando el Prelado está distante del qué ha sido elegido para 
el beneficio Eclesiástico por el Gobierno, le señala un término 
en la provisión dentro del cual deba presentarse el bene- 
ficiado, y si en 61 no lo hiciese, el ordinario no puede hacer ya 
la institución. (1) 

Presentada la provisión original del Gobierno, el Prelado, 
sin dilación alguna debe hacer la Institución. La ley lo ordena 
de la manera más terminante. «Rogamos y encargamos á los 
«Prelados de nuestras Indias, dice, que habiéndoseles presen- 
«tado la provisión original dé nuestra presentación, sin dilación 
« alguna hagan á lo presentado provisión y canónica institución, 
€ y le mande.n acudir con los frutos, excepto teniendo alguna 
« excepción legítima contra ellos, y que se les pueda probar, 
« y si no tuvieran excepción legítima, ú oponiendo alguna 
« legítima y no probándola, ordenamos, y mandamos que si les 

< dilataren la instituciónó posesión sean obligados á les pagar los 

< frutos y rentas, costas é intereses que por la dilación se les 
« recrecieren.» (2) 

El Prelado Eclesiástico ni aún podía dilatar la institución 
alegando inconvenientes de ley. Era lo más común en América 
resistir la institución de un beneficio, ó porque el nombrado 
no tenía las cualidades Canónicas, ó por otros inconvenientes 
que á propósito se criaban para embarazar que tomase posesión 
del beneficio. Los Reyes de España no lo toleraron, y por una 
cédula de 14 de Agosto de 1620 se ordenó al Consejo de Indias 
que castigase severamente al que en estos casos no cumpliese 
lo que el Gobierno había mandado. < T porque, dice, sirven 

< de poco las órdenes que se dan que siempre se hacen con 
«grande acuerdo y consideración sino se ejecutan, y este es 



(1) L. 10 ídem. 

(2) 2 L. 11 Ídem, 
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< el mayor daño que ha habido en el Gobierno de esas partes, 

< de donde han resultado intolerables daños; v el principal des- 
« velo que en mi Consejo de las Indias ha de haber como se 

< lo tengo encargado, es saber cómo se obedece y cumple lo 
« que mando, y quien no lo hiciere ha de ser castigado severísi- 

< mámente.» 

Después con el mismo motivo el Rey dirigió á la Audiencia 
de Méjico la Cédula de 1622, diciéndole: «Ha parecido adver- 

< tiros como lo hago, que en las causas que se moviesen para 
« representar algunos inconvenientes de la ejecución de lo que 
«se manda, os abstengáis de las que fueren de derecho, pues 

< están vistas y mejor entendidas y prevenidas cuando se dispo- 
« nen y ordenan las cédulas.» El rey ha sostenido siempre su 
facultad de proveer los beneficios eclesiásticos allanando cua- 
lesquiera inconvenientes de derecho cuando lo juzgaba opor- 
tuno. En una vez nombró de Canónigo del Arzobispado de 
Valencia á un Fraile, y presentada la Cédula al Provisor, sus- 
pendió éste el cumplimiento, alegándola incapacidad del nom- 
brado por el voto de pobreza. El Arzobispo coadyuvó la negati- 
va de su Vicario, y llevada la causa al Consejo, éste declaró 
que el Soberano tenía facultad para remover el impedimento 
del derecho, y mandó librarle segunda provisión para que se 
diese la institución al Fraile nombrado de Canónigo (1) 

Si el Vicario ó el Obispo expusiere causas para negar la 
institución aunque sean espirituales, conoce de ellas exclusiva- 
nnente el Gobierno, y las decide, como lo hemos probado en el 
capítulo 4.* 

Hemos dicho que si el Prelado no quisiese hacer la institu- 
ción, el beneficiado puede ocurrir al ordinario más inmediato, 
La práctica en estos casos es la siguiente: El presentado ocu- 



(1) Cañada. Part. 3*. Cap. 4. N.* 69. 
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rre al Soberano haciéndole presente la dilación que sufre en 
la institución del beneficio y le pide carta de provisión para el 
Metropolitano Ordinario más inmediato para que haga la ins- 
titución y con ella se presenta y recibe la colación del bene- 
ficio. — 

Mas entre tanto el Prelado que ha negado el cumplimiento á 
la provisión del Soberano, como se ha visto, tiene que satis- 
facer las rentas vencidas del beneficio, y á más sufrir las con- 
secuencias de su inobediencia. Regularmente no se accede 
con facilidad á la sáplica del presentado para que le dé la 
colación el Ordinario más inmediato. Despachan en tal caso 
segunda carta de ruego y encargo amenazando al Prelado con 
las penas del derecho al Eclesiástico que no obedece lo que 
manda el Soberano temporal. Si aún se resiste, ordena darle 
de hecho la posesión del beneficio, impone al Ordinario la 
pena de extrañamiento y privación de temporalidades que 
prescribe la Ley 4, tít. 1.* lib. 4.* R. C. y después de esto 
libra recién su carta al Ordinario más inmediato para que 
haga la institución, ó la ejecuta el que ha entrado en lugar 
del Prelado desterrado del Estado. La Cédula de 6 de Octu- 
bre de 1639 dirigida á la Audiencia de Charcas hace ver la 
práctica de mandar dar en estos casos de hecho la posesión 
del beneficio. «Presidente y Oidores de mi Real Audiencia^ 
« dice, que reside en la Ciudad de la Plata de la Provincia 
« de Charcas. Por parte de los Licenciados D. Pedro Fernán- 

< dez de Córdoba y D. Baltasar Cerrato Maldonado se me ha 
* hecho relación que habiéndose presentado en el Cabildo de 
«la Iglesia Metropolitana de esa ciudad con las provisiones 

< que les mando enviar, en que promoví al dicho Licenciado 
« D. Pedro Fernández de Córdoba, Chantre que era de la 

< digna Iglesia, al Deanato, y al dicho Dr. Baltasar Cerrato á 
« la Chantría, el Arzobispo se había excusado de darles la pose- 
« sión sin haber dicho lo que le había uiovido que había sido 
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« causa á que se pensase había en sus personas algún desmé- 
« rito* Suplicóme mandase les hiciedes dar luego la posesión 

< de dichas prebendas. T habiéndose visto por los de mi Con- 

< sejo de las Indias, como quiera que encarga al dicho Arzo- 

< bispo les dé luego la dicha posésiófl, he extrai5ado mucho 

< que no hayáis ejecutado ío que os tocaba en razón de metéi? 
« en ella á los dichos Licenciados D. Pedro Fernández de Cór- 

< doba, y Dr. Cerrato para que tuviera efecto mi presentación; 

< pues os competía ordenar se guardase mi Real Patronazgo 
« sin permitir que el Arzobispo de hecho se haya quedado 

< con ellasj y así lo haréis luego que veáis esta mi cédula eje- 

< cutar las que en esta razón están dadas sin permitir ni dar 
€ lugar á lo contrario, como lo debierades haber hecho. Fecha 

< en Madrid á 6 de Octubre de 1639. —Yo el Rey. * 

En el capítulo siguiente trataremos de la inviolabilidad de 
los beneficios hablando eri general de todos ellos. 



CAPÍTULO xvn. 

Provisión de Curatos, Guras Vicarios, Capellanes 
de los Ejércitos y Armadas. 

Los párrocos sustituidos á los antiguos Presbíteros tienen el 
cuidado de las almas que les confía el Obispo. Ellos son los 
encargados de predicar el Evangelio^ y explicar las verdades 
de la religión; y bajo de este aspecto, su oficio es de institu- 
ción divina. (1) Pueden desde entonces por derecho propio ad- 
ministrar los sacramentos en todo el distrito de la ciudad ó 

(1) Tridentíno. Scc. 6.* Cap. 2.* y Seo. 24 Cap. 4.' de reformas. 
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provincia señalada á la Parroquia. Por esto nadie puede pre- 
dicar, decir misa, ni ejercer otra función espiritual en la pa- 
rroquia sin licencia del Cura. (1) Y así también los feligreses 
sin una causa bastante no deben ocurrir á otro eclesiástico para 
los actos que la Iglesia ha encargado á los Curas propios. (2) 
Al cuidado de los párrocos se libra el bautismo de los que na- 
cieron, y la Iglesia parroquial es la única que puede tener la 
fuente bautismal. A la parroquia pertenece la instrucción de la 
juventud, (3) el fuero de la penitencia, el entierro de los que 
mueren en su distrito y la celebración de los matrimonios de 
los cristianos que morasen en ella, pues el domicilio causa 
parroquialidad. (4) Estos sin duda son objetos de primera im- 
portancia para el Gobierno de una sociedad católica. Los actos 
de los Curas en algunos de los Sacramentos son actos verdade- 
ramente jurídicos por las consecuencias civiles que el dere- 
cho les ha dado. La validez de los matrimonios depende de la 
presencia del párroco en el contrato y Sacramento; y las suce- 
siones, la legitimidad de los hijos, la sociedad conyugal, la fa- 
milia civil, en una palabra, toma su ser de su bendición nup- 
cial. A ellos las leyes civiles han encargado el registro de los 
nacimientos, (5) y sus asientos son actos auténticos del oficial 
público, diremos así, que el Soberano puso para aquel objeto. 
Por todo esto, el Curato es uno de los principales beneficios 
eclesiásticos. El Soberano le ha dado la Iglesia, le ha consti- 



(1) Tridentino. Seo. 24. Cap. 4 de reform. Walter párr. 144. 

(2) Canon 2 Decret de Parroquia.. 

(3) Tridentino. Sec. 24 cap. 4 de Reform. 
Cap. 5 Decret. de Parroquis. 

L. 25 tít. 13 lib 1* R. I. y orden de 21 de Marzo de 1749 que 
Dta 1.* á la Ley 1.*, tít. 22 lib. 7 R. N. Coc. Trident. Sec. 24 
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tu ido rentas, ó le ha permitido la exacción de derechos parro- 
quiales. Así, la ley del patronato le ha comprendido, y la Bula 
de Julio II que antes hemos citado, expresamente lo incluye 
entre los cuales es necesario la presentación del Patrono. 

En ningún caso, aunque la Iglesia parroquial fuese fundada 
por particulares, como lo fueren en América muchas al prin- 
cipio de la conquista, no pueden proveerse los curatos sin que 
el Gobierno haga el nombramiento. Algunos encomenderos y 
Prelados Eclesiásticos que habían fundado parroquias, inten. 
taban nombrar los Curas sin presentación real, y entonces se 
dio la Cédula de 3 de Noviembre de 1567, por la que se 
abolió ese abuso. < Es contra nuestro derecho, dice, y pre* 
« eminencia real, á quien pertenece la presentación en las di- 

< chas nuestras Indias de todas las Iglesias, Dignidades, y otros 
«beneficios eclesiásticos de cualquier calidad que sean, para 
«que de aquí en adelante se sepa lo que en esto se ha de 
«hacer y se excusen los dichos derechos y pretensiones, por 

< la presente encargamos á todos y á cualesquiera Prelados de 
« las dichas nuestras Indias á cada uno en sus Diócesis, que 
« sin presentación nuestra no hagan colación ni provisión de 
«ninguna Dignidad ni beneficio de cualquier calidad que 
«sea. Y en los lugares donde conviniere haber Curas pue- 
« dan dichos Prelados dar el título de Cura al Clérigo ó bene. 
« ficiado por Nos presentado, y darle poder de administrar los 
« Santos Sacramentos, y hacer las otras cosas al oficio de Cura 
«pertenecientes sin hacerle de ello canónica institución. » 

Ya hemos visto en el Capítulo 6.' que el Gobierno sólo es 
el que designa, demarca las Parroquias, y divide ó une los 
Curatos. La Iglesia Catedral siempre es parroquia, y muchas 
veces cuando ella es pobre, el Curato se ha dado á todo el 
Cabildo Eclesiástico. Pasemos á la provisión de los Curatos. 

El Concilio Tridentino fijó la edad de 25 años para poder 
í^er Cura, bastando por la ley civil que los nombrados tengan 
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órdenes de Epístola 6 Evangelio, avioque no sean Sacerdotes^ 
(1) Como para todo beneficio eclesiástico está declarado por el 
derecho civil y Canónico, (2) que basta tener al año de la 
institución las cualidades que la ley requiere, resulta que ün 
Secular puede ser Cura y recibir la institución con tal que 
esté ordenado dentro de un añu de Epístola, Evangelio ó Misa, 
aunque no podrá administrar aquellos Sacramentos pam los 
cuales se requiere orden Sagrada. De esto ha habido más de 
un ejemplo. El doctor Castro, Presidente que fué de la Cámara 
de Justicia de Buenos Aires, había sido Cum en el Penli. 

Desde el descubrimiento de América hasta pasado ün siglo 
los curatos se dieron sólo en encomiendas amovibles á voluntad 
del Patrono. Una orden de 18 de Mayo de 1567 dirigida al 
Arzobispo de Lima^ les dice: «Pero pata lo de adelante esta- 
«réis advertidos de tener la mtino de no dar ningún título de 
« ningún beneflci(j sino fuese en encomienda para que la Igle- 
€ sia no carezca de servicio. » Sólo el Rey por su presentación 
directa daba los curatos en título perpetuo. La Cédula de 1605, 
de la cual se formó la Ley 38 tít. 6 lib* 1.* R. L hablando de 
la provisión de los beneficios por oposiciones y presentación de 
los Reyes dice. . í * Se les haga la provisión y Canónica institu- 
« ción por vía de encomienda, y no en título peípétuo, sino 
€ amovible ad mUum de la persona que en nuestro nombre los 
« hubiere presentado juntamente con el Prelado. » Así siguió eü 
América la provisión de los curatos hasta el año de 1609 en 
que, sintiéndose las consecuencias fatales de no haber Parro- 
eos propios y permanentes, se mandó que los curatos se prove- 
yesen en títiilo perpetuo, dando la forma en qiie debía hacerse. 
La ley 24, que se formó de la Cédula de 1609, tít. (í lib. 1.", dice 

(1) L. 24 tit. é lib. 1.' P. R. I. 

(2) L. 12 tít. J8 lib. N. R. Cap. 1 pártafo Inferior tít 6 lib. I.*' í)ecret. 
y Cap. 14 de elecHóne in 6.* Véase Murillo á áiclid tít. N. 167i 
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así: «Ordenamos y mandamos que en vacando en nuestras Id. 
« dias Occidentales é Islas de ellas cualquier beneficio curado, 
« así en los pueblos Españoles como de Indios, que se llaman 
«doctrinas, los Arzobispos y Obispos en cuyo distrito vacaren 
« pongan edictos públicos para cada uno con término competente 

< para que se vengan á oponer expresando en ellos que esta di- 

< ligencia se hace por Ofden y comisión nuestra y admitimos los 
« opositores, y habiendo precedido el examen conforme á dere- 
« cho, el cual examen se ha de hacet en concurso de los mismos 
«opositores, nombrando examinadores cada año conforme á ló 

< que manda el Santo Concilio de Trento. De los así examinados 
« opuestos en esta forma, escojan los Arzobispos y Obispos tres 
«los más dignos y suficientes y los propongan al Virrey, Presi- 
« dente de la Audiencia ó Gobernador de su distrito por su orden, 
« expresando la edad, órdenes de Epístola. Evangelio ó Misa, y 
« grados de Bachiller, Licenciado, Doctor en Teología, Cánones, 
€ su naturaleza y los beneficios que hubiese servido y las demás 
«cualidades y requisitos que concurrieren en cada uno para 

< que de ellos el Virrey, Presidente ó Gobernador escoja uno 
« el que le pareciere más á propósito, y le presente en nuestro 
« nombre y con esta presentación el Arzobispo ú Obispo á quien 
« tocare haga la institución, sin que los prelados puedan propo- 
« ner ni propongan otro alguno, si no fuere de los opuestos y 
« examinados. » 

Por esta ley aparece que los Gobernadores Intendentes de laa 
Provincias ejercían el Vice-Patronato en el nombramiento de 
los Curas. Eso se confirma por la ley 27 del título citado^ que 
ordena que sólo cuando los Gobernadores no hagan presentacio- 
nes, las hagan los Virreyes y Presidentes de las Audiencias. 
Si alguno de los propuestos tuviera alguna irregularidad y 
fuese precisa la dispensación de natales ó de otro impedimento 
eclesiástico, el Obispo no puede hacerla por sí solo. (1) Si no 

(1) Cédula de 17 de Febrero de 1792 citada en la nota 1.* del tíi. 9 
lib. I.' R. de I. 
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hubiese habido más que un opositor al Curato, el Obispo envía 
la propuesta de él al Gobierno, y si fuere digno, el Gobierno 
le presenta para que se le dé la institución canónica. (1) 

Si ninguno de los propuestos fuese digno, el Gobierno puede 
negarles la presentación y pedir al Prela<io eclesiástico que le 
proponga otros. « Declaramos, dice la Ley 28 tít. 6 lib. 1.' R. L, 

< que aunque el examen de los propuestos para beneficios toca 

< á los Ordinarios y á nuestros Virreyes, Presidentes y Gober- 
« nadores el elegir para cada doctrina, beneficio ú oficio uno 
« de los propuestos y aprobados por ios examinadores, puedan 
«los Virreyes, Presidentes y Gobernadores que tuvieren el 
« ejercicio de nuestro Real Patronazgo informarse extrajudi- 

< cialmente de la suficiencia de los propuestos para elegir el 

< mejor, y dado que ninguno de ellos sea á propósito para el 
«beneficio ú oficio que se hubiere de proveer y sean todos tan 

« insuficientes que con ninguno de ellos se pueda descargar - 
« nuestra conciencia, pedirán al Prelado que les proponga su- 

< getos en quienes concurran las cualidades necesarias, pero esto 

< ha de ser en caso que de otra manera no se cumpla con la 

< obligación de nuestra real conciencia guardando las leyes de 
«este título. > 

El examen de los opuestos al Curato es de forma esencial 
en términos que sin él la colación é institución canónica es nula 
y de ningún efecto, como lo ha declarado el Concih'o Triden- 
tino, que para nosotros tiene la fuerza de una ley civil. (2) Él 
se hace por los examinadores sinodales que en cada Diócesis 
manda nombrar el Concilio de Trento. Si la Iglesia está en 
Sede vacante el Gobierno nombra una persona que asista á 



(1) L. 26, tít. 6, lib !.• R. de I. 

(2) Sec. 24 Cap. 18, y Sec. 26 Cap. 9. 



Digitized by 



Google 



— 161 — 

ellos, la cual no tiene voto, y es solo para que le informe sobre 
la suficiencia de los examinados. (1) 

Presentado el Cura por el Gobierno al Diocesano para que 
le dé la institución, si él se negase á hacerlo por alguna causa 
sobreviviente á la propuesta de la terna, el Gobierno es quien 
decide de la incapacidad ó conveniencia de hacer la institución 
como que es causa de patronato, y si el Obispo aún resistiera á 
darle la colación se procede como hemos dicho respecto á las 
Dignidades y Canongías. 

Hecha la institución el Cum se recibe de la Parroquia bajo 
un inventario de todo lo perteneciente á la Iglesia. (2) El Go- 
bierno es el que fija los derechos parroquiales para Ja subsis- 
tencia del Cura. (3) 

Si el Cura renunciase después su beneficio, la renuncia debe 
hacerla ante el Prelado Diocesano, quien da cuenta al Gobier- 
no para que en conformidad al patronato se provea el benefi 
cío. (4) 

Por ley posterior, la facultad de los Prelados en caso de re 
nuncia del Curato ó beneficio, queda reducida á calificar las 
causas que se aleguen y pasarlas al Patrono, sin que el Cura 
ó beneficiado pueda entretanto dejar de servir el Curato ó be- 
neficio. (5) 

Como las permutas de beneficios importan por sí una espe- 
cie de renuncia, y no estén ellas prohibidas en América, sino 
las de los curatos por capellanías, se mandan las propuestas al 
Patrono para que él resuelva lo conveniente, encargándole las 



(1) L. 27, tít. 6, libro 1/ R. I. 
(2; L. 20, tít. 2, lib. !.• R. de I. 

(3) Cédula citada por Fraso en el tomo 2.* pág. 321 N, 3. 

(4) L. 61, tít, 6, lib. 1." R.. de I. 

(6) Cédula de 4 de Abril de 1794 citada en la nota 20 lib. 1." R. L 
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leyes que se tenga gran ouldado aun para admitir la permuta 
de unos curatos con otros, (i) 

Cuando queda vacante un Curato, ó cuando por ausencia ne- 
cesaria ó piir epfermedad, el Cura Rector no puede desempe- 
ñar sus funciones, ó mientras corrieren los términos de la opo- 
sición al Curato, el Obispo puede nombrar sin intervención del 
Patrono un Cura interna Estos son los Curas Vicarios, que existen 
mientras no se nombre el Cura propietario, los cuales adminis- 
tran el Cuitito sin hacerse en ellos su institución canónica. La 
ley obliga al Diocesano á dar aviso al Patrono de la vacante 
del Curato, á más tardar en el término de cuarenta días, y hacer 
cesar dicha vacante dentro de cuatro meses. (2) 

Si fuese necesario poner coadjutor al cura por ausencia de 
este, debían comunicarse al Gobierno las causas de la ausen- 
cia para que teniéndolas pop bastantes la permitiem nombrán- 
dose el coadjutor con acuerdo del patronato de la Iglesia; (3) 
pero esta disposición fué revocada por leyes posteriores, (4) 
ordenándOvse por ellas que lo prelados cumplen con sólo dar 
aviso al Gobierno de las lieencias que den á los Curas y de 
los coadjutores que provean. 

Si en los términos de ana Parroquia hubiere templos ó 
capillas destinadas al culto público, ellos precisameote se con- 
sideran como accesorios de la Igleáia parroquial, y los ecle- 
siásticos que Jas sirvan deben depender del cura como »i fue- 
ran sus vicarios ó tenientes. De estas disposiciones solo estaban 
exceptuadas las capillas Reales. (5) 

(1) Cédulas citadas en dicha nota. 

(2) L. 36, tít. 6, lib. 1/ R. dé 'I. 

(3) Cédula de 3 de Agosto de 1763." 

(4) Cédula de 26 de Agosto de 1768 y de 2? de Bidembre de 
1792 citadas en la nota 15 del tít. 6 lib. 1/ R. I. 

* (6) Walter§ 146. 



Digitized by 



Google 



— 163 — 

Los Cánones y las leyes civiles exijen A los Curas una resi- 
dencia indispensable, en término que los Obispos no pueden 
separarlos de los Curatos ni pam algún servicio de su dignidad 
ó de su persona. Si fuera absolutamente necesario ocupar al 
Cura para Fiscal, Secretario, Visitador, etc., la ley solo lo per- 
mite con asentimiento del Patrono. (1) 

Hemos dicho que el Obispo puede por sí solo nombrar Curas 
Vicarios ó interinos mientras se provee el Curato. La Ley de 
Indias habla suponiendo esta facultad en los Arzobispos y Obis- 
pos. (2) El Concilio de Trento les concede este derecho, (3) 
y la cédula de 22 de Junio de 1591 se lo dá de una manera 
positiva. « Por cuanto, dice, perteneciéndome como me perte- 
« nece por derecho y Bula apostólica, como á Rey de Castilla 
cy de León el patronazgo de todas las Iglesias de las Indias 
c Occidentales, y la presenbicióu de las dignidades, canongías, 
c beneficios, oficios y otras cualesquier prebendas eclesiásticas 
« de ellas, he proveído los beneficios que me ha parecido 
€ convenir, y en algunas presentaciones se ha puesto que pre- 
€ senté el beneficio, y vicaría no siendo como no ha sido mi 
c voluntad perjudicar la jurisdicción de los Prelados; y porque 
€ mi voluntad es que si en virtud de las dichas presentaciones 
«algunos de los beneficios ejercen la jurisdicción como vicarios, 
« la dejen á provisión y voluntad de los dichos Prelados, por la 
€ presente mando á los tales beneficiados cualesquier que sean, 
€ que COL las dichas presentaciones que hubieren en las dichas 
€ vicarías que no la ejerzan más, y la dejen á la voluntad y 
« provisión de los Obispos, los cuales sin embargo de las dichas 



(1) Cédulas citadas en la nota 4.* del til 7 Ub. 1. B. I. 

(2) L. 16, tít. 13, Ub. 1.* R. I. 

(3) Secc. 24 Cap. 18. 
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• presentaciones quiero que las provean según y conno deben 
c y pueden hacer.» (1) 

También la cédula de 11 de Setiennbre de 1562, entre otras 
disposiciones mandaba: « T tenemos por bien que habiendo en 
«algún pueblo necesidad de Clérigo ó beneficiado porque no 

< haya dilación en la Doctrina Cristiana y en la administración 
« de los Sacramentos, confesiones y otras cosas necesarias para 

< la instrucción de nuestra santa fé católica y provecho de las 
« almas que habiendo la dicha necesidad los Prelados pueden 
«dar licencia á los dichos Clérigos pura administrarlos dichos 
« beneficios sin hacerles de ello canónica institución.» (2) 

Sin embargo de esto, el Sr. Solorzano aconseja á los Prelados 
eclesiásticos que por decoro y respeto á los Patronos de las 
Iglesias deben darles cuenta de estas provisiones y de las causas 
porque las hacen. (3) 

Hablemos de la remoción de los Curas. Sobre la materia 
hay una famosa ley que se llama de la Concordia, que es la 
38, tít. 6, lib. 1." que trajo tan grandes cuestiones en América: 
« Por lo que toca á las remociones de los beneficios, dice, los 

< Prelados hayan de dar y den á nuestros Vireyes y personas 

< que gobernaren, las causas que tuvieren para hacer cualquier 
«remoción y el fundamento de ellas, y que también los Vire- 
c yes y Gobernadores á quien tocare la presentación de los 
«beneficios, las den á los Prelados de las que llegaren á su 
« noticia para que ambos se satisfagan; y que concurriendo los 
c dos en que convienen hacer la remoción, la hagnn y ejecuten 
«sin admitir apelación, guardando en cuanto á esto lo que 
« está ordenado, sobre que nuestras audiencias no puedan cono- 



(1) La trae Fraso, Cap. 14 N.* 41. 

(2) La ÍTSLQ Fraso, Cap. 10, N.* 21. 

(3) Lib. 4, Cap. 16, N.* 38. 
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< cer, hí conozcan de loe casos en que los Virejes y Ministros 
« que gobiernan, y los Prelados de común consentimiento, 
c hubiesen vacado los beneficios y desposeído de ellos á los 
« Saceitlotes que los hubiesen.» 

Obsérvese que esta ley por su misma nota marginal es toma- 
da de una cédula de 1603 y que en ella misma se dice que 
los beneficios se provean solo en encomienda y admovihles ad 
mutmn. Por consiguiente, fué derogada la cédula de 1609 de que 
se formó la ley 24 del mismo título mandando proveer los 
Curatos en propiedad y que por consiguiente los Curas colados 
no son amovibles por concordia. 

De la ley citada se quiso inducir que bastaba la voluntad 
del Patronato y del Obispo para quitar un Cura ó Canónigo; 
pero esto sería autorizar un capricho. La ley, por otra parte, 
dice, que el uno al otro se den las causas... constando 6 si 
constare de las culpas, lo que hace necesario un formal delito 
para privar á un Párroco de su Curato. — Sobre todo, la cédula 
de Mayo de 1619 manda que por ningunas culpas ni delitos, 
aún que excedan á los de un clérigo incorregible, se quiten los 
beneficios sin que preceda conocimiento de causa y se le ful- 
mine proceso. (1) 

A más, está mandad » por la ley 23 tít. 6 lib. I."* que los bene- 
ficios proveídos por el Patrono no son amovibles. « Decíaramos, 

< dice, que los proveídos por Nos á beneficios en las Iglesias 

< de nuestras Indias, solo se diferencien de los otros en no ser 
« amovibles ad mutum del Patrón y Prelado.^ Los Gobiernos 
de América no son ya Vice-Patronatos, sino Patronos, verda- 
deros de las Iglesias, y por lo tanto los beneficios proveídos 
por presentación de ellos no son amovibles por concordias de 
él con el prelado eclesiástico. 



(1) Solorzano, lib. 4.* Cap. 16. N.* 26. 

12 
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Pero ¿cómo se procedería para quitar un Cum ó un Cano 
nigo por una causa formal, que hubiera para ello? La ley 12. 
tít. 17, lib. 1.", corno entonces había fueros personales, encargó 
á los Prelados eclesiásticos que castigaren los delitos ile los 
Curas. La Ley 8, tít. 11, lib 1." es rnuy importante en la mate- 
ria, y priva al Cura ó Canónigo del beneficio mientras se le 
siga la causa criminal. Ella dice así: « Por cuanto conviene 
« usar de los remedios dispuestos por derecho en los casos de 
« haber en nuestras Indias Curas incorregibles, por la regalía 
€ que Nos tenemos en ellas coadyuvada con el de nuestro patro- 
« nato real, por la ofensa que se la hace al Patrón y á la causa 
€ pública, mandamos á Vireyes, Presidentes y Oidores de 
« nuestras Reales Audiencias que á i)edimento de los Fiscales 
c de ellas despachen provisiones de ruego y encargo, hablando 
«con los Prelados, ó Cabi.dos, Sedes-vacantes, para que les 
< avisen del castigo que le hubieren hecho en estos casos, pidién- 
« doles que envíen los autos y copias de las sentencias, y si 
« constare que los delitos no se han castigado, ó no se ha casti- 
« gado, ó no se ha impuesto la pena condigna, se les vuelva á 
« advertir el mal ejemplo y escándalo que resulta contra la 
«paz pública, procurando que el Metropolitano If^ remedie; y 
« si por esta vía no se pudieran castigar y remediar, y el Clé- 
«rigo fuese tan incorregible y escandaloso que haya pasado el 
« profundo délos males, advertían á los Prelados y jueces ecle- 
« siásticos lo que está dispuesto por derecho, sobre que se fulmi- 
«ne proceso de incorregible para remitirlo al brazo seglar, 
« precediendo lo que fuera justicia y está determinado: y pues 
«pendientes estos procesos, el Clérigo que tuviere Curato no 
«puede administrar ni ser Doctrinero; procuren que por vía 
«de Ínterin y secuestro, sea nombrada otra persona en su 
«lugar y doctrina porque con su mal ejemplo no reciban escán- 
«dalo.» 

Donde exista el fuero personal de los eclesiásticos el juez 
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competente del Cura ó cualquier otro beneficiado serán los 
tribunales eclesiásticos. Y si el Diocesano privare al Cura en 
su sentencia del beneficio que obtiene, el Gobierno se prestaría 
á hacerla cumplir ordenando la remociím de él. 

Aunque no exista el fuero personal, el Obispo ó Vicario 
Capitular conoce exclusivamente de las quejas de los feligreses 
contra el Cura en el cumplimiento de sus deberes, porque regu- 
larmente se versan sobre la administración de los Sacramentos 
ó tiene con ella una íntima conexión. (1) 

Si no existe fuero personal de los Clérigos, como en Buenos 
Aires el Juez eclesiástico será juez de la causa, si ella tuese 
espiritual, y el Gobierno también debía hacer cumplirla senten- 
cia. Pero si la causa fuese temporal, por ejemplo un homicidio, 
conocerían de ella los tribunales ordinarios; pero no podrían 
privar al Cura ó al Canónigo del beneficio, porque es- causa 
de Patronato, como lo hemos dicho, pero le pasarían el proce- 
so al Gobierno, para que visto cou las sentencias pronunciadas, 
pu(iiese privar al Cura del beneficio. La autoridad eclesiástica 
por su parte estíiba también obligada á hacer cumplir el auto 
del Gobierno como que era dado por la autoridad competente 
y con conocimiento de causa. 

Durante la sustanciación de estas causas deben señalarse 
alimentos al Cura y al ecónomo del Curato, y depositar lo demás 
de su renta al resultado del juicio. (2) 

Hay otra clase de Curas que son los Capel laues Castrenses, 
los cuales son propios y verdaderos Curas, como se declaró 



(1) Cédula de 7 de Agosto de 1756 citada en la nota 8.* tít. 16, li- 
bro 1.* R. de I. 

(2) Cédulas de 11 de Noviembre de 1794 y deJSO de Enero ^de 
1806 citadas. 
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por una real céduJa. (1) En. España residía na Vicflrio Geoe* 
ral: Castrense que era el Patriarca de Indias^^y aunque su aur 
toridad jaHiás se extendió á la América, la ley de 23 de Julio 
de 1813 de la Asamblea General Constituyente la desconoció 
en las Provincias unidas del Río de la Plata, j ordenó: «que 
« el Supremo Poder Ejecutivo pudiera nombrar Vicario 6e- 
« neral Castrense incitando á los Obispos y Provisores en Sede 
c Vacante, dice la ley, para que deleguen en la persona en 
« quien recayere las facultades consiguientes á la naturaleza de 
« este Ministerio con la de poder subdelegarlas en Tenientes 
« Vicarios que deban constituirse en los lugares en que lo exija 
€ la utilidad del Estado y el bien espiritual dfe los fieles. > 

Los Capellanes Castrenses se proveían por propuesta de los 
Generales, y el Rey hacía el nombramiento. Los Capellanes 
de Marina por los Comandantes Generales de los Departamen- 
tos. La cédula citada expresa el modo de los procedimientos 
en España para el nombramiento de los Curas Castrenses. En 
Indias la ley 50 tít. 6 lib. 1.' R. L mandaba lo siguiente res- 
pecto á los capellanes de las armadas y naves: «Declaramos 
« y mandamos que el nombramiento de Capellán Mayor y 
€ otros Capellanes de las Armadas, Galeras, Navios y cuales- 
« quier Bajeles de nuestra cuenta, nos pertenece, y en nuestro 
« nombre á los Capitanes Generales de las Islas Filipinas y las 
c demás partes de las ludias donde sea necesario nombi'arlos, 
« como se hace en las Galeras de España, Italia y otras partes, 
« Y rogamos y exhortamos á los Arzobispos y Obispos que no 
c los nombren y solamente intervengan en dar su aprobación 
« y licencia para administrar los Santos Sacramentos. > 

En fin, cuanto puede decirse de los Curas Castrenses ya de 



(1) Dé 25 de Setíembre de 1784. Se hiUiará m el Tentroide la^Legis- 
lación con otras relativas á los Capellanes Castrenses que debea vars^. 
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tnar ó de üetim, y respecto é .«n institución, lo expresa la Ley 
24 tít. 3/ life. 4." R. I. c Los Generales de nuestros ejércitos, 
«dice, nombren Capellunes y administren los Santos Sacramen- 
« tos y den buen ejemplo á los soldados y á las demás per- 
« sonas que concunieren y los puedan remover á su voluntad. 
« Y encargamos á los Prelados Eclesiásticos que los examinen 
« y den licencia paní administrar siendo suficientes, y no se 
4 haga presentación como en las doctrinas conforme á la Ley 
< 50 del título del Patronazgo. > 



CAPITULO XVITI 
Guras Regulares. 

Los Regulares por derecho cauí'^nico no podían tener bene- 
ficios curados ; pero la falta de clérigos en América y la ne- 
cesidad de predicar el Evangelio en regiones tan extensiis, hizo 
que los Pontífices León X, Adriano VI, Paulo III, Clemente 
VIÍI y Pío V les permitieran servir el oficio de Curas. Ellos, 
principalmente los Franciscanos, fueron los primeros sacerdo- 
tes que pasaron á América. La Historia de sus empresas reli- 
giosas no tiene igual en la historia eclesiástica, ni el mundo 
jamás vio apóstoles tan incansables y celosos. Tal vez á ellos 
más que á las armas españolas se debió la conquista de Amé- 
rica. Esparcidos en los desiertos del Nuevo Mundo estaban á 
la cabeza de las reducciones y de los primeros pueblos de 
indios que se formaron. Naturalmente se les encargó las doc- 
trinas ó Curatos de esos pueblos, pero fué mientras no hubiera 
Sacerdotes seculares que los administraran. La cédula de 6 
de Diciembre de 1583 dirigida á los Obispos de Tlascala lo 
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dice todo: «Ya sabéis como conforme á lo ordenado y esta- 
« blecido por la Santa Iglesia Romana, y á la antigua costura. 
« bre recibida y guardada por la cristiandad, á los clérigos 
« pertenece la administración de los Sacramentos, en la Rectoría 

< de las Parroquias de las Iglesias, ayudándose como coadju- 
« tores en el predicar y confesar de los religiosos de las ór- 

< denes. Y que si en esas partes por concesión apostólica se 

< han encargado á los religiosos mendicante.^. Doctrinas ó Cu- 

< ratos, fué por la falta que había de los dichos Clérigos Sacer- 
« dotes, y la comodidad que los dichos religiosos tendrían para 
« ocuparse en la conversión, doctrina y enseñamiento de los 
« naturales con ejemplo y aprovechamiento que se requiere. 
« Y que supuesto que éste fué el fin que para ordenarle se. 
« tuvo, y que el objeto ha sido conforme á lo que se procu- 

< raba y se procura, y que con vida apostólica y santa per- 

< severancia han hecho tanto fruto que por su doctrina , me- 
« diante la gracia y ayuda de nuestro Señor, ha venido á su 
« conocimiento tanta multitud de almas. Pero porque conviene 

< reducir este, negocio á su principio, y que en cuanto fuese 

< posible se restituya al común y recibido uso de la Iglesia, 
« lo que toca á las dichas Rectorías de Parroquias y Doctri- 

< ñas, de manera que no haya falta en los dichos indios ; os 
« ruego y encargo que de aquí en adelante, habiendo Clérigos 
« idóneos y suficientes, los proveáis en los dichos curatos, doc- 
c ti-inas y beneficios, prefiriéndolos á los Frailes, y guardándose 
« en dicha provisión la orden que se refiere en el título de 
« nuestro Patronato. » ( 1 ) 

Este nombramiento interino duró tanto que casi todos los 
Curatos de América en el primer siglo eran servidos por frailes. 
Fuera del claustro sus instituciones degeneraban. Se pensó 



(1) Solorzano, lib. 4.' Cap. 16 N.* 6. 
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quitarlos: pero todo el poder del Conquistador de la América 
no era bastante para luchar con la influencia de ellos en los 
Consejos de España é Indias. Al fin, en el siglo pasado, no 
pensando acaso los reyes extender la conquista ó juzgando ha- 
cerla por otros medios que por reducciones y doctrinas, dieron 
las cédulas de 1/ de Febrero de 1753, de 23 de Junio de 1757, 
y de 7 de Noviembre de 1766, privando que los Regulares en 
lo sucesivo fuesen Curas en América, y ordenando que se les 
dejasen sólo dos Curatos en cada Provincia Conventual, los 
mejores y más ricos. Estas cédulas se mandaron observar en 
el Virreinato de Buenos Aires, incorpomudose en la Ordenanza 
de Intendentes de 1782 al N." 31 de sus notas. 

Los Regulares habían obtenido respecto á los Curatos tant'^s 
privilegios pontificios, que se resistieron al examen é institu- 
ción del beneficio por los Obispos y á guardar las leyes del 
Patronato de las Iglesias. Pero después se publicó el Concilio 
Tridentino, en el cual se mandó que en cualesquier beneficios, 
aunque sean servidos por Regulares fuese necesario el examen 
é institución del Obispo. (1) Se dieron también leyes que hi- 
cieron observar los Virreyes del Perú. Por las cédulas de 1624 
y 1630, de las cuales se formaron las leyes 1.* y 2." tít. 15 
lib. 1." R. I., se había mandado que en los Curatos que se 
proveyesen en Regulares se observasen las formas prescriptas 
por las leyes del Patronato Real, y que la propuesta se hiciera 
por el Prelado conventual. Pero después se dio la cédula de 
1639, que es hoy la ley 3.* del título citado, la cual determinó 
la forma de la provisión de los Curatos en Regulares. Dice 
así: « Ordenamos y mandamos que en cuanto á remover y 
€ nombrar los Provinciales y Capítulos de las Religiones Doc- 
« trineras, guarden y cumplan lo que está dispuesto por las 



(1) Secc. 7. Cap. 23. Secc. 24. Cap. 4 y 18. 
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< lejes del Patronaje Real de Itts lodias, sin ir ni pasar con- 

< tra ello en forma alguna. Y demáa de esto, siempre que 
« hubiesen de proveer algún Religioso para doctrinas que ten- 
« gun á su cargo ora sea por promoción del que Ja sirviese ó 
« por fallecimiento ú otra cosa, el Provincial y el Capítulo 
■« hagan nominación de tres Religiosos, los que les parecieren 

< más convenientes para la Doctrina, sobre que les encarga- 
« mos las conciencias y esta nominación se presente ante nues- 
t tro Virrey, Presidente ó Gobernador ó persona que en nuestro 
« nombre tuviere la Gobernación Superior de la Provincia 
« donde esto sucediere y ejerciese el Real Patronaje para que 

< de los tres nombrados elija uno, y esta elección la remita al 

< Arzobispo ú Obispo para que haga provisión, colación y Ca- 
c nónica institución de la Doctrina. > 

Todavía los Regulares resistieron el examen de los Obispos 
y se dio por esto la ley 6.* del mismo título ordenando que 
á ningún Religioso se le permitiera servir el oficio de Cura 
ó Doctrinero sin ser primero examinado y aprobado por los 
Prelados Diocesanos, ó por las personas que para este efecto 
nombraren. 

Si en el convento no había como formar terna de Regula- 
res aptos para el Curato, el Prelado conventual podía propo- 
ner al Gobierno uno sólo. El Gobierno lo presentaba al Obispo 
para que le diera la institución canóidca. (1) 
I Los Regulares también creian servir los Curatos por gracia, 
y sus Prelados se negaban á proponer frailes para aquellas 
Doctrinas cuando no querían servirlas. La ley 15 del título 
citiido, los obligó sin embargo á dar Sacerdotes Religiosos á 
los Arzobispos ú Obispos toda vez que se los pidieran pira 
ocuparlos en algunos Curatos. 



(1) L. 12, tít. id. 
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Se creyeron también los Prelados Conventuales facultados 
para remover á los Frailes Doctrineros cuando lo tuviesen á 
bien, llamándolos á sus Conventos; pero por la Ley 9 del 
mismo título se ordenó que se habían de sujetar en esto á 
las leyes del Patronato y que con los Curas Regulares se ob- 
servase la Ley 38 citada en el capítulo anterior llamada Ley 
de la Concordia, debiendo darse las causas al Virrey ó Go- 
bernardor y al Obispo de la Diócesis. Ellos interpretaron la 
Ley diciendo que bastaba que asegurasen sobre su conciencia 
al Gobierno y al Diocesano de tener causas suficientes para 
remover al Cura. La Ley 28, tít. 15 lib. 1." mandó observar 
las leyes antes citadas. « Es nuestra voluntad, dice, que ^e 
< guarde lo que cerca de esto queda dispuesto por el grande 
« inconveniente que tendría que los pudiesen mudar y mu- 
« dasen fácilmente los Prelados á su sola voluntad, y más dán- 
* doles ya estos beneficies con el título y Canónica institución.» 

Lejos de dejar á los Prelados Conventuales la remoción de 
los Curas Religiosos, la Ley 14 del citado título facultó expre- 
samente á los Virreyes y Gobernadores para que por justa» 
causas pudiesen ellos quitar los Curas Regulares de acuerdo 
con los Arzobispos ú Obispos. Esta ley, igual á la que se llama 
de la Concordia, hablaba, como aquélla, de curas amovibles, 
como lo eran todos antes de la cédula de 1609, de que hemos 
hablado en el artículo anterior; pero no siendo amovible, por 
Concordia, ningún beneficio dado directamente por el Sobe- 
rano, según se ha dicho, la remoción de los Curas Regulares 
deberá hacerse por proceso y sentencia en forma como la de 
los Curas Sacerdotes Seculares. 
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CAPITULO XIX. 
Vacantes Eclesiásticas. 

Cuando la Iglesia está dotada con una cantidad de fondos 
para el culto, rentas del Obispo y prebendados, ó con una 
masa de impuestos determinados, como eran los diezmos, ¿á 
quién pertenecen las rentas del Obispo ó Canónigo que mu- 
riere? Lg. resolución era importante en América, pues eran tan 
cuantiosas las rentas de los Obispos, que la de Arzobispo de 
Cuba en 1824 ascendió á 110,000 pesos fuertes, (1) y las vacan- 
tes por otra parte duraban largo tiempo. Desde las épocas más 
remotas, las rentas vacante* se daban, la mitad al Cabildo de 
la Iglesia para objetos del culto, reparación de los templos, y 
la otra mitad al Obispo Sucesor. Pero en el Siglo XVI los Papas 
declararon que ellas pertenecían como los espolios á la cá- 
mara apostólica. Estas Bulas no pasaron en España ni en Amé- 
rica, y diversas veces se dieron órdenes á todas las Audiencias 
para que no permitieran que las vacantes se recibieran por 
ningún comisionado déla Santa Sede. 

Entretanto la Ley de Indias declaró que las vacantes perte- 
necían al Estado. « Desde el tiempo que mueren los Arzo' 
« bispos, dice, hasta que los sucesores presentados por Nos 

< tienen el fiat de S. S., vacan estas rentas asignadas para sus^ 
« alimentos durante sus vida<? : deben acabarse con ellas, y 

< quedan por hacienda nuestra incorporadas en nuestro Real 

< patrimonio. » (2) 

(1) Humbold. Viaje á la Habana. 

(2) L. 14 tít. 7 lib. 1.* R. de I. 
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Por decreto de 20 de Setiembre de 1737 de Felipe V. citado 
en el artículo 178 de la ordenanza de Intendentes del Virrei- 
nato de Buenos Aires, se declaró lo mismo comprendiendo las 
vacantes menores, que eran las de las Dignidades j Canó- 
nigos. 

Las rentas vacantes se distribuían en América en tres partes 
por la cédula de 3 de Diciembre de 1631. (1) Una para la 
Iglesia del prebendado muerto, otra para el Obispo elegido, 
para que costeara el despacho de sus Bulas, Viaje, gastos de 
consagración, y para proveerse del pontifical necesario, y la 
otra tercera parte para el Estado, que la destinaba á objetos 
piadosos. 

La ordenanza de Intendentes en los artículos 178 hasta 182 
varió en mucha parte las leyes citadas é hizo otras disposicio- 
nes importantes. Por el artículo 178 declaró que cuando los 
beneficios de Iglesia tuvieran asignada su congrua en las cajas 
del Estado, como sucede hoy en Buenos Aires, no hubiera ren- 
tas vacantes; que las vacantes mayores y menores pertene- 
cían, exclusivamente al Estado, y que podría aplicarse al servi- 
cio público como cualquiera otro ramo de Real Hacienda. Que 
el Gobierno, sin embargo, las destinaría á los objetos piadosos 
que tuviera por conveniente y mandó que los Oficiales Reales 
las recibieran en caja y llevaran cuenta de ellas para lo que el 
Gobierno dispusiera. Y por último, destinó un tercio de su 
importe para Montepío militar. Así acabó de legislarse senci- 
llamente esta materia que en otro tiempo tanto ocupó los co- 
mistorios de los Papas y los Consejos de España é Indias. 



Cl) Solorzano, lib. 4.' Cap. 12 N.» 29. 
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CAPÍTULO XX. 
Hedidas annatas y mesadas Eclesiásticas. 

Esta materia está completamente legislada en la ordenanza 
de Intendentes desde el artículo 182 hasta 196, y en las Cé- 
dulas, Breves 7 reglamentos que se copian en las notas N/ 26 
y 27 de dicha ordenanza. 

Las medidas annatas eclesiásticas son muy diferentes de las 
que se pagaban por los Oficios civiles, las cuales fueron qui- 
tadas en Buenos Aires por la Ley de 5 de Diciembre de 1822. 
Ellas importan medio año de sueldo, como su nombre lo 
dice. 

Por toda dignidad, beneficio ú oficio eclesiástico debía pagar 
el que lo reciba medio año de sueldo, si éste pasaba de 300 du 
cados al año, los cuales la ley los estimó en 413 pesos plata. 
Estaban sólo exceptuados los Arzobispos, Obispos, Curas, y 
aquellos beneficios eclesiásticos cuya renta al año fuese menor 
que la cíintidad dicha. Todos éstos pagaban sólo una mesada, si 
la posesión del empleo duraba más de cuatro meses. Así, los 
que abonaban medias annatas no pagaban mesada, y los que 
abonaban éstas, estaban libres de las primeras. La mesada y 
media annata se calculaba por lo que resultase haber recibido 
el ultimó beneficiado en los cinco años precedentes, la media 
annata se pagaba á los dos años de estar en posesión del bene- 
ficio, pero podían los oficiales reales, que eran los encargados 
de la recaudación, prorrogar el plazo por un año más. Ella se 
debía si el beneficiado hubiera estado en posesión del beneficio 
un año cumplido, y si no, proporcionalmente. Los títulos de los 
beneficios, excepto el de los Obispos, se entregaba á los Oficia- 
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les Reales, quienes no debían darlos sin recibir prim€?i*o fianza, 
del pago, y más el Í8 */• del importe de la media annata, por 
transporte hasta la Depositaría general de Cádiz, sin embargo 
qne el dinero iba de cuenta y riesgo de los beneficiados. 

La Asamblea Nacional, por ley de 25 de Julio de 1813, maadó 
guardar las leyes dadas sobre la materia, ordenando que en l«s^ 
empleos eclesiásticos que en lo sucesivo se criaran, no se exi- 
giera á los provistos en su nueva creaci(:5n derechos algunos de 
mesada, ó media annata, y que los contadores de la masa capi^ 
tular de las respectivas Catedrales hicieran los descuentos que 
á dichos derechos correspondían, de modo que la media annata 
quedase pagada en cuatro años. 



CAPÍTULO XXI. 

Bienes Eclesiástícos, Fundaciones Piadosas, Capellanías 
Eclesiásticas y Laicales. 

Los pueblos y los Soberanos Catr^licos dieron en los siglos 
pasados inmensos bienes á la Iglesia, al Clero y á las Comuni- 
dades Religiosas; y las leyes de todas las naciones facilitaron de 
mil maneras esos actos que se llamaron piadosos, haciendo en 
los contratos, en las prescripciones y en las últimas voluntades 
las mayores excepciones del derecho común. Se confundieron, 
después bajo de un mismo nombre y bajo de unas mismas leyes 
los bienes de la Iglesia y de los Eclesiásticos y fundaciones pia- 
dosas, exceptuados todos del fuero y de las contribuciones co- 
munes. 

El dominio de los bienes eclesiásticos corresponde 4 la Iglesia 
Episcopal. — Los Obispos tuvieron amplios poderes para la ad.- 
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ministración de ellos y de sus rentas; pero taoto las leyes ecle- 
siásticas, (1) como las leyes civiles, (2) fijaron las causas especia- 
les, por las que únicamente se permitió la enajenación de los 
bienes de las Iglesias; é impusieron á los Prelados la necesidad 
de acordarlas con los capítulos de las Iglesias Catedrales. — No 
bastó esto para la conservación de ellos, y las leyes de toda la 
Europa exigieron á más el consentimiento del poder tem- 
poral. (3) 

Los bienes eclesiásticos llegaron á ser tantos, que los predios 
de las Iglesias y Comunidades Religiosas cubrieron el territorio 
de la España. Sus cuantiosas rentas corrompieron las mejores 
instituciones de la Iglesia y llamaron al mismo tiempo la avidez 
de los Gol)iern(^s, ya para apropiárselas en parte, ó para hacer 
que los bienes eclesiásticos conti ibuyesen á las necesidades pú- 
blicas. En el siglo pasado principiaron á darse leyes que se 
llamaron de amortización para disminuir los bienes eclesiásti- 
cos; y al fin los soberanos de España por el concordato con la 
Silla Apostólica de 1737 inserto en la L. 14 tít. 5." lib. I.** N.R. 
y que llevaron recién á efecto en 1793, obtuvieron una extraor- 
dinaria concesión de la Corte Romana. — Todos los bienes lla- 
mados eclesiásticos se secularizaron, á excepción de aquellos de 
primera fundación de las Iglesias. Es decir, todos se igualaron 
á los bienes laicales y se sujetaron á las contribuciones ordina 
rias. Éste era un paso de las mayores consecuencias que alteró 
una. parte muy principal del derecho eclesiástico en sus rela- 
ciones con el poder civil. Pero el Concordato no se ejecutó en 
América, sino en los bienes de los Eclesiásticos, quedando siem- 
pre;con las antiguas inmunidades los de las Iglesias y los de las 
comunidades religiosas. 

f 1) Sexto, lib. 3 tít. 2.* C. 62 c. 12 quest. 2. 

(2) Ley 1.* y 2.* tít. 14 part. 1.' 

(3) Walter. 148. 



Digitized by 



Google 



— 179 — 

En Buenos Aires, por la Ley de 21 de Diciembre de 1822, se 
abolieron los diezmos, que formaban, puede decirse, la única 
renta de la Iglesia, y se ordenó que las atenciones á que ellos 
eran destinados fuesen cubiertas por los fondos del Estado. To- 
das las casas, terrenos y demás bienes que no eran del servicio 
inmediato del Culto y Templo de la Catedral y Senado del 
Clero, quedaron bajo las órdenes exclusivas del Gobierno. Los 
réditos de las Capellanías ó Meniorias piadosas afectos á algún 
servicio en el Templo de la Catedral, fueron en lo sucesivo 
recaudados por el Gobierno. Desde entonces el Departamento 
Eclesiástico fué pagado por el Tesoro Público. (1) 

Habiéndose suprimido varias casas de Regulares todas sus 
propiedades, muebles é inmuebles, be declararon del Estado, y 
los bienes y rentas de las casas no suprimidas, fueron admi- 
nistrados por los Prelados ; pero en conformidad al Reglamen- 
to que di^se el Gobierno, á quien debían remitir anualmente 
las cuentas de su administración. (2) 

En tiempos pasados, el espíritu religioso sujetó á la autoridad 
y visita de los Prelados Eclesiásticos los bienes de las funda- 
ciones piadosas. La cédula de 10 de Agosto de 1592, de la 
cual se formó después la L. 15 tít. 1." lib. 1." R. de L, inhibía 
á las justicias reales de las causas de los estipendios de Cape- 
llanías fundadas por personas particulares. En el mismo año, 
por Cédula de 11 de Setiembre, de la cual se formó la L. 33 
tít. 7." lib. 1." R. de L, se autorizó también á los Prelados Ecle- 
siásticos con inhibición de las autoridades civiles para hacer 
cumplir y ejecutar las disposiciones de los testadores respecto 
á capellianías, obras pías, hospitales, etc. 

Mas después, por cédula de 7 de Junio de 1621, que es la 
ley 146, tít. 15, lib. 2.* R. de I., se declaró ser tales materias 

(1) Decreto de 17 de Enero de 1823. 

(2) Arts. 26 y 30 de la Ley de 21 de Diciembre de 1822. 
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de mixto fuem, y que á la autorídsd civil correspondía el 
conocimiento de las causas de obras pías, como á protectores de 
ellas, y mandó inhibir en tales materias á los juecet eclesiásticos 
por cédula de 18 de Marzo de 1776; y más claramente lo fué des- 
pués por cédula de Madrid de 22 de Marzo de 1789. (1) Después la 
autoridad eclesiástica fué privada de conocer en los testamentos 
por razón de los legados y obras piadosas por cédula de 15 de 
Noviembre de 1781. (2) Se les privó también visitar las obi-as 
pías. Habiéndole permitido la Ley en Indias, (3) visitar los 
hospitales y bienes de las fábricas de las Iglesias, se ordenó por 
la Real Cédula de 18 de Diciembre de 1768 que en el auto de 
visita se pusiese que iodo esto lo practican los Obispos por par- 
ticular comisión y encargo de 8. Jf. (4) 

Últimamente, la autoridad civil intervino en todas las obras 
piadosas, como la única competente en la materia, y ordenó 
se diese á ella la cuenta de los caudales de obras pías sin 
intervención alguna de la jurisdicción eclesiástica, y los mandó 
colocnr en los depósitos públicos sin participación ni razón 
alguna de la autoridad eclesiástica, como se ve por la resolu- 
ción de 18 de Diciembre de 1804. (5) 

La secularización que se hizo por el Concordato de 1737 de 
los bienes de los Eclesiásticos mudó la naturaleza y carácter 
de las Capellanías que antes se llamaban eclesiásticas, cuando 
eran á favor de algún Clérigo, Iglesia ó comunidad eclesiás- 
tica. La resolución de 18 de Noviembre de 1799 declaró que 
patronato laical era el que corría por razón de sangre, y pa* 



(1) Kota 6.* á la L. 16, tít. 16, lib. 2'. K. de I. 

(2) L. 18 tít. 20 lib. 10 N. R. 

(8) L. 22 tít. 2 lib. 1.* 

(4) Nota 9 al tít. 2 lib. 1.* R. 1. Ed. de Boix. 

(6) Leyes 8, 4 y 6, tít. 26, Ub. N. R. 
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tronato eclesiástico cuando la Capellanía fuese fundada con 
bienes de la Iglesia, y en la fundación se hubiese dejado el 
patronato á alguna Iglesia ó comunidad eclesiástica. (1) Para 
constituir el patronato eclesiástico, dicha ley exigía dos extre- 
mos: 1.* fundación con bienes de las Iglesias, porque los de 
los particulares no pueden pasar á ser bienes eclesiásticos 
cuando el particular quiera; 2." que el patronato no corriera 
por razón de sangre, sino que pertenezca al Obispo ó comu- 
nidal eclesiástica, porque de otra manera hubiera dependido 
de los particulares crearse entre su familia el fuero eclesiás- 
tico, y constituir sus bienes en una forma que sin salir de su 
poder los eximiera de la autoridad temporal, pues de la Cape- 
llanía verdaderamente eclesiástica conoce el juez eclesiástico. 
(2) En el patronato de Capellanías fundadas con bienes de par- 
ticulares nada hay de espiritual ; es una institución puramen- 
te humana que permitió el Soberano del Estado, patrono de 
todos los oficios, beneficios eclesiásticos y fundaciones piado- 
sas. El mero nombramiento de patrono, el ejercicio del patrono, 
nada tiene de espiritual, porque el patrono no confiere nin- 
guna potestad espiritual. Ésta la dá el Obispo, si el oficio á 
que llama la fundación requiere la potestad de orden, ó ya 
la tendrá por su carácter el Capellán elegido. 

T más, en las fundaciones que no son estrictamente Cape- 
llanías, ¿qué hay de espiritual en un aniversario de misas, en 
una limosna anual á los hospitales ó en pensiones dejadas á un 
Beaterío? Esas instituciones no forman verdaderamente una 
Capellanía, ni laical, ni eclesiástica; no hay oficio ni beneficio 
eclesiástico: no hay institución ni colación de ningún género, 
ni Iglesia ni Capilla á cuyo culto sirva, ni aun los bienes son 
eclesiásticos. El patronato que corre por razón de sangre 

(1) L. 23, tít. 6, Ub. !.• N. R 

(2) L. 22 tít. 16 lib. 10 R. N. 

13 
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corresponde un día á una mujer, después á un protestante, etcé- 
tera. Lo ha creado la voluntad y el hecho de un particular, y 
al decirse su trasmisión, el acto es por su naturaleza civil, 
pues sólo se declara que con arreglo á la voluntad del testa- 
dor debe optar el patronato determinada persona. La Iglesia 
no lo da, sino la ley civil; y desde que está acabado el fuero 
personal de los Clérigos y secularizados por el Art. 8." del 
Concordato de 1737 los bienes de los eclesiásticos, de cual- 
quiera naturaleza que fuesen, el juez eclesiástico nada podría 
piK)veer sobre ninguna Capellanía, desde que no hay en ella 
presentación canónica para desempeñar funciones de un oficio 
ó beneficio en la Iglesia. 

No podrá, pues, fundarse una Capellunía eclesiástica con 
bienes de particulares, y corriendo el patronato por razón de 
sangre ó á voluntad del fundador. Aunque los particulares qui- 
sieran fundar una Capellanía eclesiástica dejando el patronato 
al Obispo ó á la Iglesia Catedral, ella siempre sería laical, si no 
se hubiera obtenido del Gobierno el privilegio de que los bienes 
de la fundación se espiritualizasen, se hicieran de la Igles:ia; 
pues que no está en poder de los particulares hacer mudar la 
naturaleza de sus bienes. 



CAPÍTULO XXII. 

Consideraciones sobre la legislación expuesta. Necesidad de 

su reforma 

Los Gobiernos de América por sus primeros cuerpos Legis- 
lativos declararon que continuaban las leyes que regían antes 
de su emancipación de la España. No disolvieroii la sociedad, 
ni se pusieron en el primer tiempo de la Iglesia. Católica; acep- 
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taron sus estatutos y his instituciones todas del Sacerdocio. 
Esas leyes eran favorables á la Iglesia, á los Sunnos Pontífices, 
á las autoridades y personas eclesiásticas. La ley civil y no la 
ley eclesiástica ni la ley Divina hizo del poder espiritual un 
poder temporal muy grande y positivo en la sociedad. ¿Qué es 
el Obispo, qué es el Clero, destituido del ser civil, que única- 
mente se debe á la ley del Estado? La ley civil los rodeó de 
respeto y consideraciones: sujetó el pueblo á la autoridad 
eclesiástica, dio efectos civiles á sus resoluciones é hizo así del 
Obispo, del Cura, y de las personas eclesiásticas seres políticos 
de existencia independiente que mil veces eclipsaron el poder- 
de los Gobiernos, les disputaron sus facultades y tuvieron una 
exclusiva jurisdicción en las materias más importantes. Reco- 
nozcamos en el Sumo Pontífice derecho para nombrar Obispos, 
para nombrar también Curas y gobernar hasta las Parroquias; 
pero ese Obispo y ese Cura no será el de nuestras leyes y el 
de la sociedad moderna. Si administra los Sacramentos, á sus 
actos meramente espirituales, la ley civil les ha dado un carác- 
ter auténtico y los ha convertido en actos jurídicos de las ma- 
yores consecuencias. La Iglesia declararía nulo un matrimonio, 
pero la ley del Estado podría declararlo válido para los efectos 
civiles. La autoridad de la Iglesia qnedaría así limitada á 
gobernar sólo las eoneiencias. Mas las leyes que nos rigen en 
ésta como en otras mil materias, se Eneren al juicio de la 
Santa Iglesia, le prestan sus armas; y hacen obedecer sus 
mandatos al Clero, y aí pueblo de la Diócesis. El Obispo de 
los tiempos presentes» las autoridades todas de la Iglesiía son 
por 1q tanto muy diferentes de las de los primeros tiempos del 
cristianismo, de 1»» que podría constituir la cabeza áe ía 
Iglesia. 

8$ osas leyes, pues, q>we han observado h^8 pueblos de la 
América desd^e el día dfe s^ emancipación daban á las perso- 
nas j autoridades eotesiástüiías istrm existencia social que no 
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tenían ni por derecho Divino ni por derecho de la Iglesia; y si 
daban también al Gobierno el nombramiento de las personas 
públicas qu^, ellas habían creado para la administración tem- 
poral y espiritual de los pueblos, no se puede aceptar las unas 
y desconocer las otras; ni los Soberanos Pontífices querría» 
privar de su ser civil, de la dignidad y jurisdicción temporal 
á los Obispos y Prelados á cambio de gobernar ellos solos las^ 
Iglesias, reducidas entonces á oscuras congregaciones de 
fieles. 

Si las leyes que han continuado observando los pueblos de 
América no son las que han dé fijar las relaciones de los 
Gobiernos con la Iglesia, ¿cuál sería el estado de la sociedad 
cristiana en el entre tanto que se crearan otras? Nos hallaría- 
mos entonces sin instituciones eclesiásticas ó religiosas, sociedad 
cristiana que recién viniera al mundo, á la cual no se le podría 
negar el derecho de tratar con el Sumo Pontífice del Gobierna 
de sus Iglesias. Las instituciones actuales no tienen un derecho 
á prior! que se les pueda imponer, ni puede designarse un 
tiempo en la historia eclesiástica que nos presente una legisla* 
ción normal en las instituciones eclesiásticas. Quedarían ellas 
sin ley alguna que las rigiera, es decir, dejarían de existir des- 
de que la ley civil no tuviera pai*te en la Constitución. 

Los Gobiernos de América continuaron reconociendo los 
deberes que les imponía el patronato de las Iglesias. Si ésta& 
han de existir como han existido hasta ahora, será bajo las 
leyes que erigieron esos templos, esas Catedrales las autoridades 
todas do la Iglesia, leyes que proveen al culto público, á la 
dignidad y mantenimiento de los Ministros y sujetan al puebla 
católico aun en su vida civil á la jurisdicción eclesiástica. 

Hablamos hasta aquí olvidando al pueblo cristiano y abstra 
yéndole del Gobierno. Pero ese pueblo, ese clero de cada Esta- 
do tiene también sus derechos reconocidos, y el Gobierno ha 
estado en el deber de reclamarlos. El tenía ep el origen de las 
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instituciones las facultades que los Soberanos dicen ahora corres- 
ponde á ellos. El Clero y el pueblo tomó la posición que le dio 
la ley y trasmitió al Gobierno por su asentimiento, por la parti- 
■cipación que tuvo en la formación de esas leye*^, todos los dere- 
<;hos que en la primitiva Iglesia ejercía el clero y el pueblo 
católico. Los Gobiernos así, al reclamar los derechos que corres- 
ponden al Jefe del Estado, usan de ios derechos del pueblo que 
los ha elegido. El Papa, para negar á los Gobiernos de las nuevas 
Repúblicas los derechos y privilejos que tenía el Reyde Espa- 
Ha en las Iglesias de América, debe llamarlos tan suyos y tan 
propio de la Santa Sede, que desconozca los del clero y pueblo 
<;atólico, que en los primeros tiempos del cristianismo eligió á 
los mismos Papas y por espacio de catorce siglos usó del dere- 
cho de nombrar sus Obispos. 

¿T por qué los Sumos Pontífices desconocerían á los Sobe- 
ranos de América esos derechos que les daban las leyes por las 
cuales se han regido? Bajo de ellas la América se pobló de 
cristianos; se adoptaron todos los dogmas de la Religión y se 
estableció uniformemente en el continente de América toda 
la disciplina de la Iglesia. ¿Quede mejor haría la Santa Sede 
gobernando desde Roma las Iglesias del Nuevo Mundo, sin 
conocer ni sus necesidades ni sus conveniencias? El clero y 
pueblo cristiano tienen, sin duda, derecho á <seguir bajo de esas 
mismas leyes que les legaron sus mayores, si ellas han dado 
un resultado más feliz que el que pudo prometerse la Santa 
Sede cuando dio la primera Bula del Patronato. 

¿O será posible que la cabera de la Iglesia, el Vicario de 
Jesucristo fuese afectado de consideraciones personales cuan- 
do hablaba en pleno consistorio desde la Cátedra de San Pedro, 
cuando reconocía á los Reyes de España los derechos que ahora 
creen tener los Gobiernos de América? ¿No ha reconocido esos 
mismos derechos á los Soberanos protestantes de la Alemania 
respecto á las Iglesias católicas fundadas en su territorio? ¿Ni 
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qué otra razón ha tenido para ello que la de recooocerleB la 
representación de los pueblos y del clero cristiano? 

Esas concesiones fueron por otra paite al que 'gobernaba 
la América, ai que se decía dueño de ella, porque el patronato 
de las Iglesias es patronato real y no meramente personal: 
es decir, siempre pertenece al Señor del territorio, al Sobe- 
rano del pueblo donde la Iglesia esté situada. El Obispo 
puede ordenar á los Sacerdotes de su Diótesis; mas nc les 
puede asignar un lugar, un edificio donde ejerzan el Santo 
Ministerio. La Iglesia no lo puede, porque como Iglesia nada 
tiene sobre la tierra. Jesucristo no dio á sus Apóstoles el po- 
der de entrar á casas { articulares para ofrecer el Santo Sacri- 
ficio, porque estosería usurpar la propiedad de las cosas. (1) 
El Concilio general de Trento que se celebró después de la 
Bula del patronato, declaró que éste pertenecía al que fundara 
ó dotara las Iglesias. (2) Tienen, pues, los Gobiernos de Amé- 
rica un título propio para ejercerlo. Los templos fueron eri- 
gidos con fondos de los pueblos del Nuevo Mundo. Las Igle- 
sias Catedrales fueron dotadas con impuestos que sólo debían 
levantarse en América, y son hasta ahora sostenidas por los 
Gobiernos del territorio. El suelo es suyo; nada hay del Pon- 
tífice ni del Rey de España ; ni los templos ni las rentas que 
se destinan al Culto pertenecen é él ni á la Corte Romana. 

Se dirá que á lo menos los privilegios especiales que se 
dieron á los Reyes en España, corresponden á ellos solos como 
conquistadores de América. Pero los Gobiernos que los ha« 
sucedido también lo son en el úüico sentido que la Iglesia 
puede tomar la palabra Conquista, Los Reyes de España efec- 
tivamente conquistaron y poblaron mucha parte del territorio. 



(1) Merlín, verb. patronaje. 

(2) Ses. 25 de Refor. cap. 9, y Ses. 14 de Refor. cap. 1^. 
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propagaron la Religión y le dieron un Nuevo Mundo. Pero 
este mundo es tan grande, que la dominación de trescientos 
afios sólo alcanzó á poblar algunas porciones de él. La sola 
República Argentina tiene hoy más terreno ocupado por in- 
fieles, que el que en la América del Sud poblaron los Reyes 
de España. La conquista no está acabada y el Evangelio debe 
aún predicarse en regiones inmensas y desconocidas. Tal vez 
con mas probabilidad que al principio del descubrimiento, debe 
esperarse que pasados otros trescientos afios se hayan erigido 
más templos, más Catedrales y Obispados que los que hoy 
existen. 

Esos privilegios al poder que propagaba el Evangelio, si ver- 
daderamente fueron privilegios, la Corte Romana los dio tam- 
bién á la Corona de Portugal, como lo hemos dicho. No son 
personales á los Reyes de España, sino dados al Gobierno que 
conquiste tierra de infieles y predique en ellas el Evangelio 
d© Jesucristou Si la Iglesia creyó que las facultades absolutas 
qtie ái6 á los Reyes de España para el Gobierno espiritual y 
temporal de las Iglesias de América, eran necesarias para la 
propagación de la Religión, por la distancia que mediaba de 
la Santa Sede y por la extensión del territorio, no puede ne- 
garlas á los Gobiernos de América, que deben continuar la 
misma empresa en continentes inconmensurables poblados de 
infieles. 

Suponíamos hasta aquí que estos derechos eran propios déla 
Santa Sede y que los delegó ó cedió á los Reyes de España» 
mas éstos los reclamaron como suyos, como propios del Go- 
bierno del territorio. Hablemos de la primera de las autori- 
dades eclesiásticas de una nación, de la primera dignidad y 
jurisdicción, y no tendremos necesidad de tratar ya de los 
otros beneficios. 

Antes de la conversión de los Emperadores Romanos á la 
Religión Católica, la elección de los Obispos se hacía por los 
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Obispos más vecinos de acuerdo con el clero y el pueblo de 
la Iglesia vacaute. El Metropolitano iba con sus comprovin- 
ciales: se consultaba no sólo al clero de la Catedral, sino al 
de toda la Diócesis, á los Monjes y á los Magistrados, y los 
Obispos decidían de la elección. Pero se tenía tal conside- 
ración á la voluntad del pueblo, que si rehusaba recibir al 
Obispo, se le daba otro que fuese de su agrado. La elección 
precisamente recaía en un antiguo Sacerdote ó en un anciano 
Diácono de la misma Iglesia cuya vida ei*a sabida de todos. 
El por su parte conocía al rebaño que iba á gobernar, pues 
que había servido bajo varios Obispos que sucesivamente lo 
habían promovido á las diferentes órdenes de Lector, Acólito, 
Diácono ó Sacerdote. No se creía que el clero y el pueblo 
de una Iglesia pudiese tener confianza ol un desconocido, ni 
que un extraño pudiera gobernar un rebaño que nunca hu- 
biera visto. 

Las antiguas costumbres de la Iglesia tenían, pues, el mis- 
mo fundamento que nuestras leyes actuales respecto á la elec- 
ción de Obispos. 

Después áe la conversión de los Emperadores Romanos, el 
asentimiento de ellos fué necesario para la elección de los 
Obispos y Arzobispos, principalmente en las grandes Iglesias^ 
como Antloquía y Constantinopla, y así siguió hasta el siglo 
décimo. 

El poder temporal se apoderó después de la elección de los 
Obispos. La historia compostelana, la España Sagrada, las obras 
del Sr. Ramos del Manzano, de Campomanes, y del Canónigo 
Marina, nos hacen ver que los Reyes nombraban los Obispos, 
los deponían, erigían Catedrales, dividían los Obispados y juz- 
gaban toda causa sobre beneficios eclesiásticos. Aun la cos- 
tumbre que pareció tan singular en España y. América, que 
el Obispo electo entrara á gobernar el obispado antes de te- 
ner la confirmación del Papa, dice la historia compostelana. 
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que era la costumbre de la Iglesia de Santiago de Galicia des- 
de siglos muy atrás. 

Pero para probar un derecho, no citemos hechos que pudie- 
ran decirse abusivos. Hablemos de las elecciones que se lla- 
maban canónicas, porque eran precisamente hechas según los 
cánones de los Concilios generales. El célebre Arzobispo de 
París Pedro De la Marca en su obra Concordia del Sacerdocio 
y del Imperio, nos da la forma de ellas. «Vacando la Iglesia, 
dice, (1) el clero avisaba al Rey de la Vacante y le pedía 
« licencia para elegir Obispo. Le escribía también al Metro. 

< politano para que mandara el visitador de costumbre en las 

< Iglesias vacantes. El Arzobispo se dirigía también por su 
« parte al Rey pidiendo le dijera cuál Obispo deseaba se nom- 
€ brara por visitador. Arreglados estos preliminares, el Obispo 

< visitador reunía en un día el clero Secular y Regulíir y los 

< nobles del pueblo, y por todos se hacía la elección. Se pedía 

< entonces al Rey su aprobación, y si él la daba, se mandaba 

< la elección y al electo al Metropolitano; él, si lo encontraba 

< idóneo, procedía á consagrarlo. Si era la Iglesia Metropoli- 
« tana la que había quedado vacante, hacía de Arzobispo el 

< Obispo más antiguo del Reino. » 

Esta forma de elección era la forma canónica y la que usó 
la Iglesia por espacio de catorce siglos. Tenemos en prueba 
de ello otra autoridad intachable, cual es el Código de la5 
Partidas, que sin embargo de reconocer á los Prelados todas 
las facultades que les dieron falsas decretales, deja la elección 
de los Obispos al Clero y al Soberano. «Antigua costumbre 
« fué de España, dice, et dura todavía, que cuando fina el 
« Obispo de algún logar que lo fazen saber el Dean é los Ca- 
♦ nónigos al Rey por sus mensajeros de la Iglesia con carta 



(1) Lib 6 cap. 3 § § 4 y 11. 
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f del Dean y del Cabildo como es finado su Perlado, é q«© 
€ le pidan por merced que le plega que ellos puedan fazer sü 

« elación desembargaduníiente é por eso han derecha ios 

< Reyes de les rogar lOá cabildc» en fecho de las eleccionei^ 
* é ellos de caber su ruego. > (1) El Cabildo mandaba una lista 
de elegidos y el Soberano designaba dos ó tres en quienes há- 
bía de hacerse la elección. 

Estos derechos del pueblo y del Clero pasaron á }oe Sobe- 
ranos. Recién en el siglo XIV vemos á los Sumos Podtíficei 
elegir Obispos en España; y en Francia por el Concordato de 
Francisco II de 15l6. 

Esas leyes por otra parte tienen su fundamento en lu his- 
toria. No hay una sola de ellas que no sea en upoeición de 
un abuso precedeote contra el cual sirva de garantía. ¿ Debía 
acaso el mundo cubrirse tSe sangre por la consuíte«ci?ibil¡dad de^ 
padre, con hijo, ó por el procedimiento del Espíritu? Peco 
demasiado cieíto ha sido. Las Iglesias de Asia, África y Bu- 
ropa sufrieron las más espantosas guerras por fijar tas palabras 
del Credo Católico. Los Concilios se sucedkn y sus resola- 
clones importaban tanto, que los pueblos se armaban á pesar 
de sus soberaneas, y se despedazaban con el furor que hacien- 
den las disputas teológicas. 

Todo, todo estaba en el mundo sujeto á las determinaciones 
de los Concilios Generales. Formaban el Cuerpo Legislativo 
de la Cristiandad, y fué así siempre en los Estados, un suceso 
de la mayor consecuencia la reunión de un c«)ncilio. Los so- 
beranos de la tierra no podían dejar de examinar su carácter 
ecuménico y sus «anones disciplinarios que podían variar los 
usos y costumbres de sus Iglesias, 

Los Pontíficejs por su parte se creyeron soberanos témpora- 



(1) L. 13 tít. 6.* P. 1.' 
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les: dieron y quitaron los Imperids: fueron unas veces obede- 
cidos y en otras encontraron resistencias que envolvieron toda 
la Europa en sangrientas guerras, como fué la de treinta años 
con los Emperadores de Alemania, sin que hubiese poder so- 
bre la tierra á quien se le reconociera el derecho de parar la 
ejecución de los mandatos Pontificios. ¿Quién mejor que nos- 
otros ha podido sentir las consecuencias del dominio que los 
Papas se abrogaron de la tierra entera? Tiraron por el Océano 
una Meridiana y dieron á los Poi'tu2:ueses los descubrimientos 
al Oriente de ella, y á los Españoles ios del Occidente. Las 
naciones respetaron la donación de la América hecha por Ale^ 
jandro VI y se sometieron á esta partición del universo. ¡T 
quién lo creyera! Recién en el año de 1682 el Clero francés, 
por el primero de sus cuatro famosos artículos redactados por 
Bossuet, desconoció ú los Papas el derecho de dar y quitar los 
Imperios de la tierra. 

El efecto entre nosotros ha sido muy positivo, y á la línea 
de demarcación debe acaso la América su despoblación actual. 
Ta que este nuevo mundo debía ser propiedad de la Europa, 
hubiera sido mejor no hacerlo el patrimonio de una sola na- 
ción, que no podía poblarlo por su inmensa extensión. 

Predicaron las Cruzadas á la Tierra Santa sin indagar la 
voluntad de los Soberanos. Después la Cruzada de los Espa- 
ñoles contra los Moros, y en fin, las eruzadas contra los he- 
rejes, que tanto se multiplicaron. Los (Jobiernos no podían 
oponerse á estos actos porque no tenían facultad para retener 
las Bulas Pontificias: veían á sus pueblos entrar en guerras 
marchar en numerosos ejércitos á países lejanos, y ellos tenían 
que optar entre quedarse solos, ó seguir el camino que daba 
á las naciones la Corte Romana. 

Usaron de las censuras eclesiásticas contra los mismos So- 
beranos, y la historia nos habla de más de cien Emperadores 
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ó Reyes excomulgados por los Papas y puestos en entredicho 
con su misma nación. 

Concedieron ó permitieron á los Obispos Señoríos tempora- 
les ; y tantos, que los concilios nacionales de España eran ver- 
daderamente Cortes del Estado de los grandes del reino, que 
alguna vez depusieron al jefe de la Nación. 

Tenían el derecho reconocido de llamar á su corte ul que 
quisieran y juzgarlo allí. Llamaban los Obispos : las Iglesias 
quedaban vacantes por largos años, y el Gobierno no podía 
impedir la orden de la Corte Romana. Otras veces ordenaban 
á los Obispos peregrinaciones á Roma ó á la Tierra Santa. Los 
Obispos á su turno la prescribían á los Párrocos y al Clero, y 
entre tanto el Soberano de la Nación era mero espectador de 
estas vacantes que duraban largos años, y no podía contener 
la emigración del clero y de las autoridades eclesiásticas, por- 
que un anatema hubiera caído sobre él. 

Teniendo los Papas en su mano la provisión de todos los 
beneficios eclesiásticos de la cristiandad, el clero todo. Secular y 
Regular ocurría á Roma donde se dispensaban todas las gracias 
De allí salían Obispos, Canónigos y Curas que el pueblo cató- 
lico no conocía, que mil veces ni el idioma entendían; que 
ninguna relación los ligaba ni á la Diócesis ni al Soberano, de 
quien no esperaba remuneración de sus servicios. 

Con el derecho de juzgar todas las causas eclesiásticas, con 
la licencia que todos tenían de apelar al Sumo Pontífice, dejan- 
do los jueces ordinarios, Roma se vio poblada de clientes sin 
número, cuyas causas el Papa no podía conocer y eran regular- 
mente despachadas por comisiones particulares. La América por 
más de un siglo fué teatro de los mayores desórdenes por no 
haber un Juez en ella que pudiera concluir las importantes 
cuestiones eclesiásticas que nacían, llevándose los recursos á 
la Corte Romana. 

Todo cedía al imperio de los Pontífices, y las dignidades y 
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jerarquías eclesiásticas y las mismas Iglesias se vieron privadas 
de sus primeros derechos. La principal función de los Metrx)- 
politanos fué siempre presidir los concilios nacionales. Sin em- 
bargo, los Papas acostumbraban mandar á presidirlos, legados 
ad latere, con desdoro de la dignidad de los Arzobispos. Un 
extranjero, así, en la Diócesis y en el Estado venía á decidir 
de las reformas de las iglesias particulares, de sus usos y dis- 
ciplina. 

Las iglesias debían ser gobernadas por sus propios pastores; 
pero mil veces la Santa Sede tomó la medida de gobernaalag 
directamente por Vicarios Apostólicos que traían los poderes 
que les había querido dar el Sumo Pontífice. 

Dispensaron los antiguos cánones que prohibían las ordena- 
ciones sin congrua suficiente y multiplicaron así los eclesiás- 
ticos, en términos que los pueblos no pudieron mantenerlos. 

Aumentaron sin medida el clero regular, permitiendo la 
fundación de innumerables órdenes religiosas que los Sobera- 
nos veían nacer en su territorio y no podían limitar su nú- 
mero. Les dieron á más excepciones tales, que era otra iglesia 
en la iglesia, sin dependencia de los Obispos ni del gobierno 
civil. La América presenció las más ruidosas cuestiones por 
querer los Obispos sujetar los cui*as á su examen y vi- 
sita. 

A todo este estado eclesiástico le permitieron adquirir bienes 
y sus instituciones desde entonces fueron enteramente desna- 
turalizadas. Un general de las órdenes mendicantes era acaso 
el grande más poderoso de la España. 

Los bienes de los eclesiásticos gozaron de una inmunidad ab- 
soluta, igual á la de los bienes de las iglesias, y sobre ellos 
ningún impuesto podía establecerse. Fué preciso que vinieran 
cien leyes recopiladas, y la ley de la amortización, para no de 
jar otros bienes eclesiásticos que los de las funciones de las 
iglesias. 
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Gobiernos con el podw que entonces se; crearon por la lucha 

Ese numeroso clero j sns cuantiosos bienes tenía el fuero 
eclesiástico, de que no podía ser privado por el Soberano. Una 
gran parte de la oacián estaba así exeijta de la juaisdicción 
civil. 

La autoridad de la Iglesia abrazó además todas las causas en 
que de algún modo tuvieran parte los eclesiásticos, ó en que 
apareciera alguna atingencia con las cosas espirituales. La potes- 
tad eclesiástica era en. verdad la que gobernaba al mundo. 

Podríamos continuar sin fin este cuadro del estado de las 
sociedades^ cuando no se conocía eu los pueblos ni en los jefes 
de las naciones, \m derecho» que después se han constituido 
Ip^aja el Gobierno de las Iglesias. No hacemos la acusación de 
loa Sumos Pontífices ; eran errores del tiempo, creencias reli- 
giosas que autorizaron lais abismas leyes civiles j políticas, como 
se ve por la 1.* Partida^ Ni m posible que de otra manera hu- 
bieran marchada Pa|)a& tan ilustres y sanios como León X, Pío 
V y tantos otx'os que gobernaron la iglesia. Tampoco el hijo 
de Dios,, como diice Fteuíyv prometida á los Siucesores de Saíi 
Pedro ni Santidad ni Sabiduría. 

Las fecultades que dierem las leyes; á los SoberaiaQs de Amér 
?ica para el Gobierno y adjaiiinistración de las Iglesias eran mor 
deradas por el espíritu religioso de aquellos tiempos. Los Vi- 
ijreyes, y las auánoaádades clel territorio eran loss protectores más 
decididos de todas Im instituciones eclesiásticas. Reconocían 
conao sil pariouep deber la parctpg^ación del Evangelio, marcha- 
ron decididamente á ese objeto y fueron los más celosos Pre- 
lados de coanta podría. iDiievesaor al dogma y^ á la disciplina de 
k. Iglesia Católica. El espirita público, la creeneia de todos 
ef» una comente que au penaba á, tas leyes misnuas y hacía 
impasible el m.enor atousade? la autoridad tempo mi. 

Esos tiempos pasarooL, y pas^aroa taiBhíéa aquellos en que se 
vio ala Iglesia dominando las naciones. Pero han quedailolos 
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que comenzó en el siglo XIII. No existen los sentimientos re- 
ligiosos que moderaban su acción, y desde entonces In Iglesia 
ha sido absorbida, diremos así, por el Estado. El Czar de Rusia, 
jefe de la Iglesia Griega, y los Reyes de las naciones Protestan- 
tes, Pontífices de las nuevas comuniones» no ejercen en sus 
Iglesias los poderes de que usan ios Gobiernos de América en las 
Iglí^aias católicas, cuando estas tienen un Soberano puesto por 
Dios mismo, cual es el Sumo Pontífice. Allí á lo menos, el 
poder regio está delegado en los Santos Sínodos ó en consisto- 
rios eclesiásticos, mientras que aquí la acción del Gobierno en 
la Iglesia es directa, absoluta y actual. De esta manera aquellos 
poderes que los gobiernos temporales se crearon por una nece- 
sidad, ó que les concedió la Santa Sede para la más fácil pro- 
pagación del Evangelio, ha dado el resultado de subordinar la 
Iglesia al Gobierno, destruyendo enteramente la independencia 
Becesai'ia para uño y otro poder. Los Gobiernos convierten en 
sus intereses propios todas las instituciones eclesiásticas, y la 
Iglesia no ha hallado sino un protector infiel en el brazo pode- 
roso que buseó ó que aceptó para propagar sus doctrinas. 

Ni los fieles iti loa Obispos pueden dirigirse al Jefe de la 
Iglesia Caíóliea, ni loa Sumos Pontífices pueden hablar á los 
pueblos sin el expreso permiso de la autoridad temporal. Ha 
desaparecido, puede decirse, la cabeza visible de la Iglesia, y 
su imperio espiritual ha sido subordinado á la voluntad del 
Gahiemo temporal. 

No ha quedado á los Papas ni á los Obispos la provisión de 
un solo beneficio p^ora premiar á un Sacerdote digno. 

No le han quedado á la Iglesia bienes algunos; ni al pueblo 
católico le es permitido constituirle rentas regulares para su 
servicio, para el culto publicólo para la conversión de infieles. 
Se le ha declarada incapaz de adquiriría 6 se le ha puesto bajo 
de una tutela como la del Gobieroo» que importa las más veces 
hk desapropiación de sus derechos. 
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La autoridad eclesiástica en sus resoluciones aun puramente 
espirituales, ha sido sujetada á las sentencias de -los tribunales 
cÍTiles, y bajo el pretexto de derecho de protección á los sub- 
ditos del territorio, no ha quedado á la Iglesia libre ni el ejer 
cicio del poder espiritual. 

Es preciso, pues, reconstruir este antiguo edificio, levantado 
por siglos de fanatismo más allá del límite á que únicamente 
debió alzarse, y abatido después hasta en sus bases por otros 
siglos de falsos principios. Una nueva ley de patronato debería 
fijar las nuevas relaciones del Estado con la Iglesia, exigidas ya 
por el género de Gobierno establecido en América, por las ma- 
yores luces de las sociedades actuales y por la libertad civil y 
política que los pueblos se han creado. Vamos á indicar los 
principios de donde ella debiera partir y las reformas más ur- 
gentes que necesita la legislación actual. Seguiré en esta parte 
á M. Lab««ulaye en su excelente tratado De la Iglesia católica 
y del Estado: torharé muchas vec^es su letra, y otras me sepa- 
raré absolutamente de sus doctrinas. 

Ambos poderes, como dice Mr. Helio, están encargados por 
la Providencia de conducir la sociedad humana á los mismos 
fines por medios difei'entes. Ambos deben existir en el mismo 
territorio: tienen puntos de contacto inevitables, pero jamás 
deben confundirse. La preocupación más funesta á la buena 
armonía sería que él • uno de ellos se atrib'uyem sobre el 
otro la superioridad de una institución divina sobre una insti- 
tución humana. Dios ha querido también el estado social y el 
orden que es preciso para su conservación. El fin, el interés 
de la Iglesia es táa sagrado como el fin y el interés de los go- 
biernos y de los pueblos. 

Las relaciones del Estado con la Iglesia no deben ser una 
serie de concesiones ápriori, sino por una parte, los resultados 
de obligaciones y derechos reconocidos; y por otra la sanción 
de aquellos medios que la experiencia haya hecho necesarios 
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para la independencia de ansibos poderes, para el orden y armo- 
nía entre las dos autoridades. El Estado debe, pues, á la Igle- 
sia Católica no una protección exterior y política, ni sólo Ig, 
que ha determinado la constitución de Buenos Aires cuando se 
ha limitado á decir que el Estado costea su ctiUo, y todos sus ha' 
hitantes están Migados á tributarle respeto; sino la más amplia 
protección para la propagación de sus doctrinas, conservación de 
SUS instituciones, para sostener sus autoridades y hacer obede- 
cer sus mandatos. La Iglesia satisface á la más alta y digna ne- 
cesidad general. No hay en el país un interés que sea más 
grande, más general, que el interés religioso, y ninguno por 
consiguiente que tenga derechos más reales á la protección del 
Gobierno. 

La Iglesia, además, ha concedido á la autoridad tempoi-al de- 
recho'í especiales en su gobierno y administración, por conside- 
raciones á las obligaciones que el poder público se había com- 
prometido á llenar. Puede decirse que hay ya derechos y 
obligaciones constituidas entre ambos poderes; y de ese ante- 
cedente del)e necesariamente partirse cuando se trate de limitar 
ó extender la protección del Gobierno á la Iglesia Católica. 
Los deberes del Gobierno de Buenos Aires ó de otra Repú- 
blica en la antigua América Española son sin duda muy diver- 
sos de los del Gobierno, por ejemplo, de los Estados Unidos 
hacia la Iglesia Romana, porque los Gobiernos Católicos se en- 
ettrgaron de la propagación de la religión y de la conservación 
de todas sus instituciones; y por la solemne obligacióu que 
contrajeron á este respecto, obtuvieron de la Santa Sede conce- 
siones las más importantes, cokio se ve por la primera Bula 
del Patronato que henu>s citado en el Capítulo III. 

El Gobierno tiene sin duda el derecho de inspección y vigi- 
lancia en la Igle^a como sociedad reconocida por las leyes. 
Este derecho es abs<:>luto y al Estado corresponde por lo tanto 

privar todo acto que juzgue contrario al bien 4el país en Iínb 

U 
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límites y formas que le haya prescripto la ley civil 6 adminis- 
trativa. El Gobierno en su más lata acepción e« el solo Sobe- 
rano del territorio. No puede decirse que él abusará de su po- 
der, porque eso sería hacer el proceso á la Soberanía misma, 
á la representación constitucional del pueblo católico. Es pre- 
ciso admitir con sus excesos posibles ese poder superior que go- 
bierna el territorio, que pese los intereses respectivos de la 
Iglesia y del pueblo, del cual dependa la con<?ervación del or- 
den público y al cual también como sobeitmo deban todos obe- 
decer. Si este poder no reside en el Jefe del Estado, ¿dónde 
se le hallaría? 

Para defender la sociedad de los avances del poder eclesiás- 
tico, bastaba que la acción del Gobierno se redujera á inspec- 
cionar los actos de la Iglesia sin necesidad de que obrara di- 
rectamente por órdenes, sino simplemente por veto, pero un 
veto ilimitado, pues que él no Jebe dar cuenta á un poder ex- 
traño de las medidas que juzgue convenientes para el orden del 
pueblo que preside. • Este derecho de veto satisface á todas las 
exigencias de los Gobiernos y es preferible por la independen- 
cia de la Religión y de sus Ministros al sistema adoptado por 
nuestras leyes, dando al Gobierno participación en la adminis- 
tración de la Iglesia y en la elección de las personas llamadas 
á las diversas jemrquías eclesiásticas. 

Descendamos á consideraciones especiales sobre las diversas 
instituciones de la Iglesia, comprendidas en las leyes expuestas 
en los capítulos anteriores. 

Si una necesidad universal de toda la cristiandad hiciera ne- 
cesaria la reunión de un concilio general, ¿cómo podría el Es- 
tado, sin violentarla Religión, privar á los representantes de su 
Iglesia asistir á esa Santa reunión ? En tal caso, el carácter pú- 
blico del obispo desaparece ante su carácter espiritual. Las 
necesidades de la Iglesia y la obediencia debida á la cabeza 
visible de la crístiandad, debían superar á todos los intereses 
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locales de la "Diócesis. El Gobierno que prohibiera á sus Obis- 
pos la concurreucia al concilio general, desconocería los deberes 
más sagmdos de ellos y también los primeros derechos de la 
Iglesia universal. En cuanto a las decisiones del concilio, las 
que miran á la fé, están fuera de la esfera de los Gobiernos. 
Éstos no tendrían derecho á otro examen que al de los cánones 
que alterasen la disciplina recibida. 

En los Concilios Nacionales ó Provinciales la autoridad del 
Gobierno debía limitarse á permitii'ó nó su reunión, el lugar 
y la duración del sínodo y velar en su policía externa, desis" 
tiéndose del derecho de convocarlos, ordenadles los objetos de 
sus decisiones y disponer la publicación del concilio. 

Respecto al Sumo Pontífice, no puede desconocérsele por un 
momento el derecho de comunicar libremente con el pueblo 
católico y con los prelados de las Iglesias; ni desconocer tan- 
poco el derecho de todo cristinno y de todo Obispo para diri- 
girse sin traba alguna á Su Santidad, como lo ha conseguido 
ya la Silla Apostólica en varios concordatos modernos. Si es 
posible temer hoy algo de una bula ó Hreve pontificio, el Go- 
bierno quedaría siempre con el derecho de poner un veto á su 
ejecución. Bastaría para esto que él pudiera conocerlas, ó los 
Prelados eclesiásticos dieran cuenta al Gobierno del objeto de 
las letras apostólicas. 

En los Breves de gracias particulares, el Gobierno civil nada 
verdaderamente tiene que mandar ó permitir. Bastaría que la 
facultad que dan las leyes pasara al 'Obispo ó á los Prelados 
eclesiásticos. Es decii*, que ninguna gracia pudiera implorarse 
de Su Santida(í sin el previo asenso é 'informe del Obispo Dio- 
cesano ó de quien ejerciera sus veces. 

Lo mismo decimos de las Pastorales de los Obispos al pueblo 
de su Diócesis, ó de los acuerdos de unos Obispos con otros para 
el mejor régimen de sus Iglesias, ó para dirigirse al Gobierno 
demandando medidas para la protección de la religión. Ellos 
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deben tener absoluta libéi^d párá lestes acte-, ¥>tites de otrft m^ 
ñera el oficio Episcopal queda éb 6Ü éjéi-cício ábsolutíÉhtiétite 
dependiente del trobierno ténfipóVá). 

La Soberanía de la Iglesia, en feuánto á fe do^Htía, impoíi» 
el derecho de condenar las doctriniis '6ti¥itraVias y ^éxdüít á tos 
miembros infieles de la comunión católica. ISn este poder, lé 
sociedad religiosa podía ser invadida por el cYsitta, 6 la here^ir. 
La excom:ini(5n es una arma puratnénfe espiritual, y el Estado 
no tiene título alguno para impedir ó limitar su ejercicio. Si 
el Gobierno pudiera juzgar del mérito de unía exCí^tniunión, ejer^ 
cería en el pueblo el Obispado, sería en lo éápirrtual autoridad 
superior á la autoridad de la Iglesia. 

Pero si á la excomunión acompañaren circunstancias que 
desnaturalicen su carácter y la trasfórmen eti una resistencia á 
las leyes del Estado, como fueron los monitorios, y excomu^ 
niones de la Bula in Coena Doniini contra los f*ecursos de fuerza 
creados por las leyes; ó importasen una provocación ó desobe- 
diencia al Gobierno, como la de algunos ObíspO'S al principio 
de la guerra déla independencia, en tal caso, siendo ellas un 
delito político, puede el Gobierno contenerlo "y aun penar á sii 
autor. 

La autoridad eclesiástica no tendrá indepénídéncia alguna sí 
sus actos, ejercidos en las formas canónicas y civiles, pndieáén 
de alguna manera ser reforuiados ó quedar sin efecto porocur- 
sor ó decisiones de los tribunales civiles. Así sucede en los re- 
cursos de fuerza. Con la sola queja, que los juzgados ecleííiás- 
ticos quebrantan las leyes que del>en i^egithys, los tHbüüíiflé» 
ordinarios avocan los {procesos de la jurisdicción ésfiirittfíil, y 
sus sentencias deciden irldirectaiíiente, peíó dé la manera má& 
positiva de ío mandado ú óbi-ndo por él Jrfe^ eclesiástico. Si 
los Tribu niales de la Iglesia están forrííádós de adúerdo cotí el 
Gobierno, y baío las garantías qtie'déh las l^yés de sti consti- 
tución, toda infracción én las foi^ftisTs dé los jtiltíids debía Ülii- 
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-cápente ser juagada en los grados señalí^dos al jiiici) eclesiás- 
tico,, pero sin ^j^ir jamás de él, sipo en los casos de cuestiones 
de competeuci», las cuales tienep sus medios especiales para ser 
decididas. Cuando en todos los recursos, la causa ó el artículo 
esté sentenciado, lamas simple razón aconseja suponer justa la 
resolución que se haya dado. 

A la jurisdicción eclesiástica debía también corresponder el 
conocimiento de las caqsas llamadas de patronato y de las cua- 
les hablamos en el capítulo V Las cuestiones sobre impedi- 
mentos canónicos para la colación de beneficios las que puedan 
nacer entre los mismos beneficiados por sus derechos ó prerro- 
í^ativas; y todo pleito que tenga por objeto un beneficio ecle- 
siástico ó que nazca de la administración de un oficio en la 
Iglesia, corresponde por su naturaleza al Obispo Diocesano, ó á 
los tribunales eclesiásticos. El Gobierno extendiendo su juris- 
dicción hasta ellas entra en la administración interior de la 
Iglesia, usurpa el poder de los Prelados, y los deja sin los me- 
dios más necesarios para gobernar la Diócesis. Por osto, el 
clero secular y regular ha dado tantas veces ü mal ejemplo 
de llevar á juicio ante el Gobierno á los mismos Obispos ó Go- 
bernadores eclesiásticos, y los Gobiernos uul veces han degra- 
dado la autoridad eclesiástica haciendo de Metropolitanos en 
cuestiones de ese género. La autoridad civil únicamente debía 
de los pleitos de patronato definidos por la Ley 18 tít. 17 lib. 1.** 
N. R.; es decir, de aquellos en que se controvierta el patro- 
nato, autoridad y preeminencia en las Iglesias patronadas, ó 
el derecho de nombrar y presentar para los beneficios ecle- 
siásticos, mientras no desistía de estas facultades, y olviílar 
todas las otras disposiciones que tanto extendieron los pleitos 
de patronato, hasta llamar tales los que sólo eran cuestiones 
administrativas que por su naturaleza corresponden al Jefe de 
la Iglesia. Pasemos á ¡os beneficios eclesiásticos. 
Por las razones que expusimos en el capítulo X, al Gobierno 
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del Estado debía corresponder la iniciativa en la demarcación 
de los Obispados; pero ninguna necesidad hay de que él haga 
la circunscripción- de las Parroquias. A la autoridad adminis- 
trativa de la Iglesia corresponde únicamente repartir el ser- 
vicio del Sacerdocio; y ella mejor que el Gobierno puede te- 
ner los datos y conocimientos necesarios para extender ó limitar 
la extensión de los curatos. 

Como en el obispado reside toda la autoridad eclesiástica 
de la Diócesis, y como esta autoridad tenga por las leyes tan- 
tos efectos civiles, los Gobiernos pcídían conservar los derechos 
que ellos les dan para la elección y presentación de los Obispos 
y Arzobispos del territorio, Pero después que el Gobierno hu- 
biese así elegido la persona digna para tan altas funciones, 
debía rodearle de consideraciones y poderes en la Iglesia, como 
único medio de constituir un Superior que pueda dirigirla y 
atender á toda su administración. La provisión de todos los 
benefíci os eclesiásticos debía corresponder al Obispo Diocesa- 
no, ó al Vicario del Capítulo. El conoce mejor al clero: sobre 
él pesa la dirección de la Iglesia: él debe tener los medios 
suficientes para colocar ó premiar á los Sacerdotes dignos. Las 
Iglesias disidentes de la Iglesia Romana gozan mil veces en 
esta materia de más libertad que nuestra Iglesia católica. 
Aunque en la Iglesia Griega, ó en las Iglesias protestantes el 
Gobierno costee el culto y sea su cabeza visible, la provisión 
de los beneficios, fuera de los Pontificales, está librada á los 
sínodns ó consistorioá eclesiásticos; ó corresponde de derecha 
á los Obispos y Arzobispos. Hoy también por la diversa forma 
de Gobierno, debía olvidarse esa razón tan común, y de la 
cual se hacen originar tantos derechos, que el Gobierno costea 
el culto y provee á las rentas de los oficios y beneficios 
eclesiásticos. Ahora el pueblo católico, en todo el rigor de la 
expresión, Vota y paga las rentas eclesiásticas. No hay otro 
Soberano que pueda llamar suyos los fondos destinados al 
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servicio de la Iglesia. Sería, pues, necesaro atender sólo al me- 
jor servicio de la Iglesia, y á las necesidades espirituales de ese 
pueblo. Entretanto, la experiencia nos nnuestra que los nno- 
tivos ó consideraciones más viles y profanas son los que diri- 
gen á los Gobiernos en la provisión de los beneficios ecle" 
siásticos. El clero se ve dependiente del Gobierno, olvida sus 
deberes, y no halla en los Prelados de Iglesia sino superiores 
que ni pueden conservarlo en los oficios que un día mereció. 

Si los Obispos no proveyesen los beneficios eclesiásticos 
en personas indignas ó de quiénes el Gobierno pudiera algo 
temer, bastaba que ejerciera el derecho de veto respecto al 
elegido. En muchas Iglesias protestantes, este es el sólo dere- 
cho que se ha reservado el Gobierno aún respecto á la elec- 
ción ó propuesta á Su Santidad de los Obispos de las Iglesias 
católicas que existen en su territorio hechas por el clero ó por 
los cabildos eclesiásticos. 

Los eclesiásticos considerados como ministros del culto, reci- 
ben solo de la Iglesia su carácter y su misión. Sin embargo, 
el rol importante que tienen en la sociedad estas personas sagra- 
das ha hecho exigir en todos los paises condiciones de edad, 
de ciencia ó nacionalidad; condiciones que en su mayor parte 
la Iglesia las ha adoptado. El Gobierno dejando á los Obispos 
la provisión de los beneficios eclesiásticos, podría determinar las 
condiciones personales para ejercer las funciones del oficio, ó 
dar las formas de la elección que garantan de la idoneidad del 
electo, como hoy lo disponen las leyes respecto á la elección 
de los Curas Rectores. Esto sin duda sería lo bastante para 
limitar el arbitrio de los Prelados eclesiásticos. 

La existencia de las Comunidades Religiosas debe solo depen- 
der de las leyes del Estado. El interés social, y no el derecho 
ó interés individual debe decidir de su conveniencia. Buscar el 
derecho de crearlas ó de conservarlos en la voluntad ó fantasía 
del individuo, es subordinar el Estada al Ciudadano, la gran 
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comunidad á la pequeña, aniquilar la soberanía social. Esas 
comunidades no pueden existir tampoco como grupos aislados 
de individuos sin superiores reconocidos, sin formar una perso- 
sona moral, libre cada uno para salir de ella, ó gobernarse 
por los solos deberes que los unos se hayan creado liácia los 
otros sin obligaciones respecto á la sociedad. El fin y objeto 
de ellos deben precisamente tener íntima referencia al pueblo 
ó á la propagación de la doctrina, relaciones sociales de cuya 
conveniencia la ley del Estado pueda solo decidir, y no el sini- 
.pie individuo que acaso no mire en tales instituciones sino el 
medio de satisfacer sus deseos ó inclinaciones particulares. 

En cuanto al culto nuestras leyes son en muchas partes mez- 
quinas é injustas, pues hasta el oratorio privado necesita la 
licencia del Gobierno. La creación de los templos debe única- 
mente sujetarse á la licencia del Prelado de la Iglesia, pues 
basta que él cuide que al erigirse tenga constituidos los medios 
suficientes para el sagrado destino á que va á servir. 

La erección de Catedrales no importa meramente la edifica- 
ción de un templo, sino la creación de un Obispado, y del 
capítulo que ha de gobernar la Iglesia faltando el prelado de 
ella. Las Catedrales deben conservar las leyes que las rijen: 
es decir, erigirse de acuerdo del Gobierno con el Sumo Pon- 
tífice. 

Los Gobiernos de América por las concesiones que obtuvie- 
ron de la Panta Sede, principalmente respecto" á la provisión 
de los beneficios eclesiásticos, se obligaron á costear el culto, 
ó permitir las imposiciones de la Iglesia para los gastos nece- 
sarios á ese objeto. Ellos no podían prescindir de este deber y 
quedarse con las facultades que recibieron en las Iglesias de 
su territorio. 

Deben también al culto una protección exterior. Es decir 
están obligados a velar que los fieles no sean turbados en la 
práctica de la religión: que los ministros del culto, los tem- 
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píos y los altares no seao injuriados ó profanados. El Estado 
castigando estos delitos, obra corno conservador del orden social, 
corno garante del ejercicio pacífico del culto. 

La administración de los Sacramentos es el resorte esclusi- 
vo del poder espiritual, y el Estado no puede ocuparse sino 
de los reglamentos exteriores; exigir por eíeoiplo que ella sea 
gratuita y al alcance de todo el pueblo. Las leyes civiles sin 
embargo han regido el matrimonio fijando todas sus condiciones 
precisas y poniendo los impedimentos que han creido necesa- 
rios. Pero felizmente esas leyes son las mismas que la Iglesia 
tenía ya adoptadas. Los Jurisconsultos comienzan ahora á 
dudar de las conveniencias de los Códigos modernos que no 
reconocieron como matrinionio al que la Iglesia tenía por tal 
sino se hacía la celebración del contrato ante la autoridad civil. 
•En un pueblo católico, el matrimonio meramente civil, será 
siempre un concubinato, y tendrá el anatema de la Iglesia: Por 
el contrario, el matrimonio relijioso aquietando las conciencias 
no dejará de ser tal á los ojos de todos aunque el Estado 
le prive de los efectos civiles. En la actualidad los tribunales 
de F'rancia se han dividido á vi?ta de los efectos de las nuevas 
leyes. Unas Cortes han decidido que para la existencia del 
matrimonio, para que él produjera efecto civiles, era precisa la 
celebración relijiosa y el acto civil; y otras han juzgado que 
para producir los efectos civiles no era necesaria la celebración 
del matrimonio ante la Iglesia y que basta el acto pasado ante 
autoridad civil. Las leyes en tal materia no deben anticiparse 
al espíritu del pueblo, sino ser más bien la traducción de las 
costumbres y creencias de la sociedad á la cual deben rejir. 
De otra manera, ni tendrá la sanción de la opinión pública ni 
impondrón la paz en las familias, ó serán burladas ó tenidas 
por injustas. En los pueblos católicos no puede haber otro ma- 
irimonio que el que la Iglesia t3nga por tal, y la ley civil 
debía abstenerse de poner impedimentos, si al fin quebrantadas 
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sus disposiciones, el matmnonio religioso sieaipre ha de sub- 
sistir. Bastaría que exijiera que la autoridad eclásiástica no 
procediera á la celebración de los matrimonios sino bajo las 
condiciones personales que juzgara conveniente, como sucede 
hoy cor los matrimonios de los hijos de familia. 

Digamos últimamente que sería injusto que la Iglesia, que 
la comunidad relijiosa no pudiese tener sus rentas propias. 
Un exeso ha producido otro exeso contrario, 7 hoy la Iglesia 
no puede recibir ni aun las obligaciones voluntarias de los 
fieles. Sea cierto que el carácter sagrado del posceedor no 
confiere á los bienes previlejio alguno; que nada deba dis- 
tinguir los bienes de las Iglesias de los de propiedad par- 
ticular y que todos deban pagar los mismos impuestos, ¿pero 
qué conveniencia puede haber en privar á la Iglesia de su 
adquisición, cuando puede limitarse á rentas que no nazcan 
de bienes raices? La ley civil podría fijar la naturaleza de 
los bienes de las Iglesias ; ordenar su administración por 
el Prelado y Cabildo eclesiástico, y evitar de mil maneras 
los malos ejemplos que en otros siglos se vieron y que hoy 
ya no es posible que se repitan. Esto bastaba en las re- 
laciones del poder temporal con otro poder independiente. 
Pero dejar á las Iglesias en la incapacidad de adquirir como 
hoy lo están, es condenarlas á las más degradante é injusta 
tutela, y privar al pueblo católico de unos de sus prime- 
ros derechos, disponer de lo suyo en favor de la conservación 
y servicio de la comunidad relijiosa. 

Estas reglas ó las indicaciones que hemos hecho parten 
de un principio que no puede desconocerse, cual es, que 
para la dignidad é independencia de las Iglesias, le son 
precisos también medios que le sean propios. Desde que las 
instituciones relijiosas estén á merced de los Gobiernos, ella 
y el Sacerdocio pierde regularmente su carácter sagitado, 
dejeneran por su existencia precaria, ó quedan limitadas á 
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los actos que ordena el poder temporal. Más preferible es un 
Gobierno indiferente y sin participación alguna en las l6:Iesias 
de la Nación, que los que ejercen una mentida protección 
para dar á las instituciones de la Iglesia otros fines y otros 
objetos á los cuales no es posible acomodarlas. 
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